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II. ARGENTINA Y SU TRANSICIÓN A LA DEMOCRACIA:
PROCESOS DE VERDAD Y JUSTICIA

II.1. Legislación21

Ley 14.394, de 14 de diciembre de 1954, de Bien de Fami-
lia, Edad de Matrimonio. Ausencia con Presunción de Fa-
llecimiento.
Boletín Oficial de 30/12/1954

Ley 22.924, de 22 de septiembre de 1983, de Autoamnistía
o de Pacificación Nacional.
Boletín Oficial de 27/09/1983

Decreto 157 de 13 de diciembre de 1983. Declárase la ne-
cesidad de promover la prosecusión penal con relación a he-
chos cometidos con posterioridad al 25 de mayo de 1973,
contra distintas personas por actividades ilegales.
Boletín Oficial de 15/12/1983

Decreto 158 de 13 de diciembre de 1983. Juicio sumario ante
Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas integrantes de
las Juntas Militares.
Boletín Oficial de 15/12/1983

Decreto 187, de 15 de diciembre de 1983, de creación de la
Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas.
Boletín Oficial de 19/12/1983

Ley 23.040, de 22 de diciembre de 1983, de derogación de
la «Autoamnistía».
Boletín Oficial de 29/12/1983

Ley 23.049, de 9 de febrero de 1984, de modificaciones al
Código de Justicia Militar.
Boletín Oficial de 15/2/1984

Ley 23.057, de condena condicional y reincidencia.
Boletín Oficial de 5/04/1984

Ley 23.098 de procedimiento de Habeas corpus
Boletín Oficial de 25/09/1984

Modificación del Código Civil (Libro 1, S1, T8) con rela-
ción a la legalización de los detenidos-desaparecidos.
(Obtenido de http://www.derechos.org/nizkor/arg/)

Ley 23.492, de 23 de diciembre de 1986, de Punto Final.
Boletín Oficial de 29/12/1986

Ley 23.521, de 4 de junio de 1987, de Obediencia Debida.
Boletín Oficial de 9/06/1987

Ley 23.511, de 13 de mayo de 1987, de creación del Banco
Nacional de datos Genéticos.
Boletín Oficial de 10/07/1987

Ley 23.592, de 3 de agosto de 1988, de penalización de ac-
tos discriminatorios.
Boletín Oficial de 5/09/1988

Ley 24.043, de 27 de noviembre de 1991. Beneficios a las
personas que hubieran sido puestas a disposición del PEN
durante la vigencia del estado de sitio o siendo civiles hu-
biesen sufrido detención en virtud de actos emanados de
tribunales militares.
Boletín Oficial de 2/01 /1992

Decreto 1023/92. Reglamentación de la Ley 24.043, de 24 de
junio de 1992.
Boletín Oficial de 29/06/1992

Decreto 205/97. Reglamentario de la Ley 24.043.
Boletín Oficial de 17/03/1997

Decreto 1313/94. Ampliación del plazo de la Ley 24.043.
Boletín Oficial de 24/08/1994

Ley 24.321, de 11 de mayo de 1994, desaparición forzada
de personas.
Boletín Oficial de 10/06/1994

Ley 24.411, de 7 de diciembre de 1994, de beneficio a las
personas ausentes por desaparición forzada y a las fallecidas
como consecuencia del accionar de las Fuerzas Armadas.
Boletín Oficial de 3/01/1995

Ley 24.436. Ampliación del plazo previsto en el artículo 6 de
la Ley 24.043 para la presentación de la solicitud del benefi-
cio acordado en ella y su decreto reglamentario 1023/92.
Boletín Oficial de 19/01/1995

Ley 24.499, de 14 de junio de 1995, de prórroga de la Ley
24.411 de desaparición forzada de personas.
Boletín Oficial de 13/07/1995

Decreto Nacional 403, de 29 de agosto de 1995, reglamentario
de la Ley 24.411 de ausencia por desaparición forzada.
Boletín Oficial de 04/09/1995

Ley 24.906. Reparaciones. Ampliación del plazo previsto en
el artículo 6 de la Ley 24043, para la petición del beneficio
acordado por la citada norma.
Boletín oficial de 19/12/1997

Decreto 8/98. Memoria. Dispone el traslado de la Escuela de
Mecánica de la Armada y el destino del predio a un espacio
verde de uso público y lugar de emplazamiento de «un sím-
bolo de la unión nacional».
Boletín Oficial de 9/01/1998

Ley 24.952, de 25 de marzo de 1998 de derogación de las
leyes de Punto Final y Obediencia Debida.
Boletín Oficial de 17/04/1998

Ley 46, de 21 de julio de 1998, de la Ciudad de Buenos Aires,
Parque de la Memoria.
Boletín Oficial de la Ciudad de Buenos Aires núm. 514 de 25/
08/1998

Ley 2539, de 30 de noviembre de 2000. El Congreso de la
Nación elaborará un Informe Anual sobre la Situación de los
Derechos Humanos en la República Argentina.
(Promulgada el 8/01/2001).

21 Las normas que aparecen en negrita se reproducen íntegra-
mente.
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Ley 25.457, de 8 de agosto de 2001. Comisión Nacional por
el Derecho a la Identidad (CONADI).
Boletín Oficial de 7/09/2001

Ley 25.497. Reparaciones. Modificación del artículo 1 de la
Ley 24.906, estableciendo el plazo para la presentación de la
documentación ante la autoridad de aplicación de la Ley 24.043.
Boletín Oficial de 21/11/2001

Decreto 1581/2001. Doctrina para los pedidos de asistencia
judicial o extradición formulados por tribunales extranjeros.
Boletín Oficial de 17/12/2001

Ley 25.633. Institución del 24 de marzo como día nacional de
la memoria por la verdad y la justicia en conmemoración de
quienes resultaron víctimas del proceso iniciado en esa fecha
del año 1976.
Boletín Oficial de 23/08/2002

Ley 961, de 5 de diciembre de 2002, de la Ciudad de Bue-
nos Aires de creación del Instituto. «Espacio para la me-
moria».
Boletín Oficial de la Ciudad de Buenos Aires núm. 1602 de 6/
01/2003

Decreto 835/003, reglamentación de la Ley 961, de 5 de di-
ciembre de 2002.
Boletín Oficial de la Ciudad de Buenos Aires núm.1726, de 4/
07/2003

Ley 25.779, de 21 de agosto de 2003. Decláranse insanable-
mente nulas las Leyes Núms. 23.492 de Punto Final y 23.521
de Obediencia Debida.
Boletín Oficial de 3/09/2003

Ley 25.814, de 5 de noviembre de 2003. Dispónese un nuevo
plazo para acogerse a los beneficios establecidos por las
Leyes 24.043 y 24.411 sobre Desaparición Forzada de Perso-
nas.
Boletín Oficial de 1/12/2003

Decreto 1259/2003, de 16 de diciembre de 2003, de creación
del Archivo Nacional de la Memoria.
Boletín Oficial de 17/12/2003

Decreto 715/2004 de creación, en el ámbito de la Comisión
Nacional por el Derecho a la Identidad, de la Unidad Especial
de Investigación de la desaparición de niños como consecuencia
del accionar del terrorismo de Estado.
Boletín Oficial de 10/06/2004

Ley 25.914, de 4 de agosto de 2004, indemnización para ni-
ños y niñas nacidos en cautiverio.
Boletín Oficial de 30/08/2004

Ley 25.932, de 8 de septiembre de 2004. Apruébase el Pro-
tocolo Facultativo de la Convención Contra la Tortura y
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes,
adoptado en Nueva York, Estados Unidos de América, el
18 de diciembre de 2002.
Boletín Oficial de 1/10/2004

Decreto 579/03, de adhesión de Argentina a la Convención
sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de lesa
humanidad.
Boletín Oficial de 13/08/2003

Ley 25.974, de 1 de diciembre de 2004. Creación de un

Fondo de reparación histórica para la localización y resti-
tución de niños secuestrados o nacidos en cautiverio.
Boletín Oficial de 30/12/2004

Ley 26.001, de 16 de diciembre de 2004. Establécese el día 22
de octubre de cada año como Día Nacional del Derecho a la
Identidad, para conmemorar la lucha emprendida por Abuelas
de Plaza de Mayo.
Boletín Oficial de 7/01/2005

Ley 25.985, de 16 de diciembre de 2004. Prórroga del plazo
para acogerse a los beneficios de las leyes 24043 y 24411, com-
plementarias y modificatorias sobre indemnizaciones por des-
aparición forzada de personas.
Boletín Oficial de 7/01/2005

Ley 26.085, de 15 de marzo de 2006. Día Nacional de la
Memoria por la Verdad y la Justicia.
Boletín Oficial de 21/03/2006

Acuerdo Nº 8/04, de 24 de marzo, entre el Estado Nacional y
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Creación del Espacio
para la Memoria y para la Promoción y Defensa de los Dere-
chos Humanos en la «Escuela de Mecánica de la Armada
–ESMA–»
Boletín Oficial de 26/03/2006

Ley 14.394, de 14 de diciembre de 1954, de Bien de
Familia, Edad de Matrimonio. Ausencia con Presun-
ción de Fallecimiento.

Artículos 1 a 13 derogados por la Ley 22.278 (BO de 28/
08/1980)

14. Para contraer matrimonio se requiere que la mujer ten-
ga catorce años cumplidos y el hombre dieciséis. Podrá contraer-
se válidamente con edad menor cuando hubiera concebido la
mujer, de aquél con quien pretenda casarse. Podrá también ob-
tenerse dispensa de la edad en los supuestos contemplados en el
artículo 132 del Código Penal, la que será acordada a pedido de
los interesados por el juez de la causa, en las condiciones esta-
blecidas por dicho artículo. El matrimonio celebrado en infrac-
ción a la edad mínima no podrá anularse si los cónyuges hubiesen
cohabitado después de llegar a la edad legal, ni cualquiera fue-
se la edad, si la esposa hubiese concebido.

15. Cuando una persona hubiere desaparecido del lugar de
su domicilio o residencia, sin que de ella se tengan noticias y sin
haber dejado apoderado, podrá el juez, a instancia de parte
interesada, designar un curador a sus bienes, siempre que el cui-
dado de éstos lo exigiere. La misma regla se observará si, exis-
tiendo apoderado, sus poderes fueren insuficientes, no desem-
peñare convenientemente el mandato, o éste hubiese caducado.

16. Será competente el juez del domicilio, o en su defec-
to, el de la última residencia del ausente. Si éste no los hubie-
re tenido en el país, o no fuesen conocidos, lo será el del lu-
gar en que existiesen bienes abandonados, o el que hubiese
prevenido cuando dichos bienes se encontrasen en diversas
jurisdicciones.

17. Podrán pedir la declaración de ausencia y el nombra-
miento del curador el ministerio público y toda persona que
tuviere interés legítimo respecto de los bienes del ausente.

18. El presunto ausente será citado por edictos durante cinco
días y si vencido el término no compareciese, se dará interven-
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ción al defensor oficial, o en su defecto se nombrará defensor
al ausente. El ministerio público será parte necesaria en el juicio.

En caso de urgencia el juez podrá designar un administra-
dor provisional o adoptar las medidas que las circunstancias
aconsejen.

19. Oído el defensor del ausente, y concurriendo los ex-
tremos legales, se declarará la ausencia y se nombrará cura-
dor. Para esta designación serán preferidos los parientes idó-
neos del ausente, en el siguiente orden (Modificado por Ley
23.264):

1. El cónyuge, cuando conservase la vocación hereditaria,
o subsistiese la sociedad conyugal;

2. Los hijos;
3. El padre o la madre;
4. Los hermanos y los tíos;
5. Los demás parientes en grado sucesible.

20. Las calidades personales, facultades y obligaciones del
curador del ausente se rigen por lo dispuesto en el Código Civil
respecto de los tutores y curadores. Si antes de la designación
de curador se dedujeran acciones contra el ausente, le repre-
sentará el defensor cuyo nombramiento prevé el artículo 18.

21. Termina la curatela de los ausentes declarados:
1. Por la presentación del ausente, sea en persona o por

apoderado;
2. Por la muerte del mismo;
3. Por su fallecimiento presunto, judicialmente declarado.

22. La ausencia de una persona del lugar de su domicilio
o residencia en la República, haya o no dejado apoderado, sin
que de ella se tenga noticia por el término de tres años, causa
la presunción de su fallecimiento.

Ese plazo será contado desde la fecha de la última noticia
que se tuvo de la existencia del ausente.

23. Se presume también el fallecimiento de un ausente:
1. Cuando se hubiese encontrado en el lugar de un incen-

dio, terremoto, acción de guerra u otro suceso semejante, sus-
ceptible de ocasionar la muerte, o hubiere participado en una
empresa que implique el mismo riesgo y no se tuviere noticias
de él por el término de dos años, contados desde el día en que
ocurrió, o pudo haber ocurrido el suceso.

2. Si encontrándose en una nave o aeronave naufragada o
perdida, no se tuviere noticias de su existencia por el término
de seis meses desde el día en que el suceso ocurrió o pudo haber
ocurrido.

24. En los casos de los artículos precedentes, podrán pedir
la declaración del día presuntivo del fallecimiento justifican-
do los extremos legales y la realización de diligencias tendientes
a la averiguación de la existencia del ausente, todos los que
tuvieren algún derecho subordinado a la muerte de la persona
de que se trate. La competencia del juez se regirá por las nor-
mas del artículo 16.

25. El juez nombrará defensor al ausente o dará interven-
ción al defensor oficial cuando lo hubiere dentro de la juris-
dicción y citará a aquél por edictos, una vez por mes, durante
seis meses. Designará, además, un curador a sus bienes siem-
pre que no hubiese mandatario con poderes suficientes, inclu-
so el que prevé el artículo 19, o cuando por cualquier causa
aquél no desempeñase convenientemente el mandato.

26. Pasados los seis meses, recibida la prueba y oído el
defensor, el juez si hubiere lugar a ello, declarará el falleci-
miento presunto del ausente, fijará el día presuntivo de su

muerte y dispondrá la inscripción de la sentencia en el Regis-
tro del Estado Civil de las Personas.

La declaración de ausencia que prevé el artículo 19, no
constituye presupuesto necesario de la declaración de falleci-
miento, ni suple la comprobación de las diligencias realizadas,
para conocer el paradero del ausente.

27. Se fijará como día presuntivo del fallecimiento:
1. En el caso del artículo 22, el último día del primer año

y medio;
2. En el que prevé el artículo 23, inciso 1, el día del suce-

so en que se encontró el ausente, y si no estuviese determina-
do, el día del término medio de la época en que ocurrió o pudo
haber ocurrido;

3. En los supuestos del artículo 23, inciso 2, el último día
en que se tuvo noticia del buque o aeronave perdido.

Cuando fuere posible, la sentencia determinará también la
hora presuntiva del fallecimiento. En caso contrario, se tendrá
por sucedido a la expiración del día declarado como presunti-
vo del fallecimiento.

28. Dictada la declaratoria, el juez mandará abrir, si exis-
tiese, el testamento que hubiese dejado el desaparecido.

Los herederos al día presuntivo del fallecimiento y los le-
gatarios, o sus sucesores, recibirán los bienes del ausente, previa
formación del inventario.

El dominio de los bienes del presunto fallecido se inscri-
birá en el registro correspondiente, con la prenotación del caso,
a nombre de los herederos o legatarios que podrán hacer par-
tición de los mismos, pero no enajenarlos ni gravarlos sin au-
torización judicial.

29. Si hecha la entrega de los bienes se presentase el au-
sente o se tuviese noticia cierta de su existencia, aquélla que-
dará sin efecto.

Si se presentasen herederos preferentes o concurrentes
preteridos que justificasen su derecho a la época del falle-
cimiento presunto, podrán reclamar la entrega de los bienes o
la participación que les corresponda en los mismos, según el
caso.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 1307 y siguien-
tes del Código Civil, en los casos precedentes se aplicará a los
frutos percibidos lo dispuesto respecto a los poseedores de
buena o mala fe.

30. Transcurridos cinco años desde el día presuntivo del
fallecimiento, u ochenta años desde el nacimiento de la per-
sona, quedará sin efecto la prenotación prescrita pudiendo desde
ese momento disponerse libremente de los bienes. Queda con-
cluida y podrá liquidarse la sociedad conyugal.

31. [La declaración de ausencia con presunción de falle-
cimiento, autoriza al otro cónyuge a contraer nuevo matri-
monio, quedando disuelto el vínculo matrimonial al contraer-
se estas segundas nupcias. La reaparición del ausente no cau-
sará la nulidad del nuevo matrimonio]. (texto según Ley
23.515.)

32. Si el ausente reapareciese podrá reclamar la entrega de
los bienes que existiesen y en el estado en que se hallasen; los
adquiridos con el valor de los que faltaren; el precio que se
adeudase de los que se hubiesen enajenado, y los frutos no
consumidos.

Si en iguales circunstancias se presentasen herederos pre-
ferentes o concurrentes preteridos, podrán ejercer la acción de
petición de herencia.

Regirá en ambos casos lo dispuesto respecto de las obliga-
ciones y derechos del poseedor de buena o mala fe.
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33. Agrégase al artículo 108 del Código Civil, como segundo
apartado, el siguiente texto: (verlo en el codigo civil.)

34.Toda persona puede constituir en «bien de familia» un
inmueble urbano o rural de su propiedad cuyo valor no exce-
da las necesidades del sustento y vivienda de su familia, se-
gún normas que se establecerán reglamentariamente.

35. La constitución del «bien de familia» produce efecto a
partir de su inscripción en el Registro Inmobiliario correspon-
diente.

36. A los fines de esta ley, se entiende por familia la cons-
tituida por el propietario y su cónyuge, sus descendientes o
ascendientes o hijos adoptivos; o, en defecto de ellos, sus pa-
rientes colaterales hasta el tercer grado inclusive de consan-
guinidad que convivieren con el constituyente.

37. El «bien de familia» no podrá ser enajenado ni objeto
de legados o mejoras testamentarias. Tampoco podrá ser gra-
vado sin la conformidad del cónyuge; si éste se opusiere, fal-
tare o fuere incapaz, sólo podrá autorizarse el gravamen cuando
mediare causa grave o manifiesta utilidad para la familia.

38. El «bien de familia» no será susceptible de ejecución
o embargo por deudas posteriores a su inscripción como tal,
ni aun en caso de concurso o quiebra, con excepción de las
obligaciones provenientes de impuestos o tasas que graven
directamente el inmueble, gravámenes constituidos con arre-
glo a lo dispuesto en el artículo 37, o créditos por construc-
ción o mejoras introducidas en la finca.

39. Serán embargables los frutos que produzca el bien en
cuanto no sean indispensables para satisfacer las necesidades
de la familia. En ningún caso podrá afectar el embargo más del
cincuenta por ciento de los frutos.

40. El «bien de familia» estará exento del impuesto a la
transmisión gratuita por causa de muerte en todo el territorio
de la Nación cuando ella se opere en favor de las personas
mencionadas en el artículo 36 y siempre que no resultare des-
afectado dentro de los cinco años de operada la transmisión .

41. El propietario o su familia estarán obligados a habitar
el bien o a explotar por cuenta propia el inmueble o la indus-
tria en él existente, salvo excepciones que la autoridad de apli-
cación podrá acordar sólo transitoriamente y por causas debi-
damente justificadas.

42. La inscripción del «bien de familia» se gestionará, en
jurisdicción nacional, ante la autoridad administrativa que es-
tablezca el Poder Ejecutivo Nacional. En lo que atañe a inmue-
bles en las provincias, los poderes locales determinarán la
autoridad que tendrá competencia para intervenir en la gestión.

43. El solicitante deberá justificar su dominio sobre el in-
mueble y las circunstancias previstas por los artículos 34 y 36
de esta ley, consignando nombre, edad, parentesco y estado civil
de los beneficiarios, así como los gravámenes que pesen so-
bre el inmueble. Si hubiere condominio, la gestión deberá ser
hecha por todos los copropietarios, justificando que existe entre
ellos el parentesco requerido por el artículo 36.

44. Cuando se hubiere dispuesto por testamento la consti-
tución de un «bien de familia», el juez de la sucesión, a pedi-
do del cónyuge o, en su defecto, de la mayoría de los intere-
sados, ordenará la inscripción en el registro inmobiliario
respectivo siempre que fuere procedente con arreglo a las dis-

posiciones de la presente ley. Si entre los beneficiarios hubie-
re incapaces, la inscripción podrá ser solicitada por el asesor
o dispuesta de oficio por el juez.

45. No podrá constituirse más de un «bien de familia».
Cuando alguien resultase ser propietario único de dos o más
bienes de familia, deberá optar por la subsistencia de uno solo
en ese carácter dentro del plazo que fija la autoridad de apli-
cación, bajo apercibimiento de mantenerse como «bien de fa-
milia» el constituido en primer término.

46. Todos los trámites y actos vinculados a la constitución
e inscripción del «bien de familia» estarán exentos del impuesto
de sellos, de derecho de oficina y de las tasas correspondien-
tes al Registro de la Propiedad, tanto nacionales como provin-
ciales.

47. La autoridad administrativa estará obligada a prestar a
los interesados, gratuitamente, el asesoramiento y la colabo-
ración necesarios para la realización de todos los trámites re-
lacionados con la constitución e inscripción del «bien de fa-
milia». Si, ello no obstante, los interesados desearen la
intervención de profesionales, los honorarios de éstos no po-
drán exceder, en conjunto, del uno por ciento de la valuación
fiscal del inmueble para el pago de la contribución territorial.

48. En los juicios referentes a la transmisión hereditaria del
«bien de familia», los honorarios de los profesionales intervi-
nientes no podrán superar el tres por ciento de la valuación
fiscal, rigiéndose por los principios generales la regulación
referente a los demás bienes.

49. Procederá la desafectación del «bien de familia» y la
cancelación de su inscripción en el Registro Inmobiliario:

a) A instancia del propietario, con la conformidad de su
cónyuge; a falta del cónyuge, o si éste fuera incapaz, se ad-
mitirá el pedido siempre que el interés familiar no resulte com-
prometido;

b) A solicitud de la mayoría de los herederos, cuando el
«bien de familia» se hubiere constituido por testamento, sal-
vo que medie disconformidad del cónyuge supérstite o exis-
tan incapaces, caso en el cual el juez de la sucesión o la auto-
ridad competente resolverá lo que sea más conveniente para
el interés familiar;

c) A requerimiento de la mayoría de los copartícipes, si
hubiere condominio, computada en proporción a sus respecti-
vas partes;

d) De oficio o a instancia de cualquier interesado cuando
no subsistieren los requisitos previstos en los artículos 34, 36
y 41 o hubieren fallecido todos los beneficiarios;

e) En caso de expropiación, reivindicación, venta judicial
decretada en ejecución autorizada por esta ley o existencia de
causa grave que justifique la desafectación a juicio de la au-
toridad competente

50. Contra las resoluciones de la autoridad administrativa
que, en el orden nacional, denieguen la inscripción del «bien
de familia», o decidan controversias referentes a su desafec-
tación, gravamen u otras gestiones previstas en esta ley, po-
drá recurrirse en relación ante el juez de lo civil en turno.

51. Toda persona podrá imponer a sus herederos, aun for-
zosos, la indivisión de los bienes hereditarios, por un plazo no
mayor de diez años. Si se tratase de un bien determinado, o
de un establecimiento comercial, industrial, agrícola, ganade-
ro, minero, o cualquier otro que constituya una unidad econó-
mica, el lapso de la indivisión podrá extenderse hasta que to-
dos los herederos alcancen la mayoría de edad, aun cuando ese
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tiempo exceda los diez años. Cualquier otro término superior
al máximo permitido, se entenderá reducido a éste.

El juez podrá autorizar la división total o parcial, a pedido
de la parte interesada y sin esperar el transcurso del plazo es-
tablecido, cuando concurran circunstancias graves o razones de
manifiesta utilidad o interés legítimo de tercero.

52. Los herederos podrán convenir que la indivisión entre
ellos perdure total o parcialmente por un plazo que no exceda
de diez años, sin perjuicio de la partición temporaria del uso
y goce de los bienes entre los copartícipes.

Si hubiere herederos incapaces, el convenio concluido por
sus representantes legales no tendrá efecto hasta la homologa-
ción judicial.

Estos convenios podrán renovarse al término del lapso es-
tablecido.

Cualquiera de los herederos podrá pedir la división, antes
del vencimiento del plazo, siempre que mediaren causas jus-
tificadas.

53. Cuando en el acervo hereditario existiere un estableci-
miento comercial, industrial, agrícola, ganadero, minero, o de
otra índole tal que constituya una unidad económica, el cón-
yuge supérstite que lo hubiese adquirido o formado en todo o
en parte, podrá oponerse a la división del bien por un término
máximo de diez años.

A instancia de cualquiera de los herederos, el juez podrá
autorizar el cese de la indivisión antes del término fijado, si
concurrieren causas graves o de manifiesta utilidad económi-
ca que justificasen la decisión.

Durante la indivisión, la administración del establecimiento
competerá al cónyuge sobreviviente.

Lo dispuesto en este artículo se aplicará igualmente a la casa
habitación construida o adquirida con fondos de la sociedad
conyugal formada por el causante, si fuese la residencia habi-
tual de los esposos.

54. La indivisión hereditaria no podrá oponerse a terceros
sino a partir de su inscripción en el registro respectivo.

55. Durante la indivisión autorizada por la ley, los acree-
dores particulares de los copropietarios no podrán ejecutar el
bien indiviso ni una porción ideal del mismo, pero sí podrán
cobrar sus créditos con las utilidades de la explotación corres-
pondientes a su respectivo deudor.

56. En los casos de indivisión de bienes hereditarios si-
tuados en la Capital Federal o territorios nacionales, la Di-
rección General Impositiva, a pedido de los interesados, acor-
dará plazos especiales para el ingreso del impuesto a la
transmisión gratuita de bienes, sin interés, con o sin fianza,
los que en ningún caso excederán del término fijado a la in-
división ni de cinco años, si dicho término fuera mayor. Si
la división de la herencia tuviere lugar antes de que transcu-
rran los plazos indicados, éstos se considerarán vencidos y el
saldo de impuesto que se adeudare deberá ingresarse dentro
del mes siguiente a aquél en el cual se hubiere producido la
división.

El Poder Ejecutivo Nacional gestionará de los gobiernos
provinciales el otorgamiento de franquicias análogas a las es-
tablecidas en este artículo.

57. La presente ley comenzará a regir a los noventa días
de su publicación, quedando a partir de entonces derogados los
artículos 36, 37, 38 y 39 del Código Penal y todas las dispo-
siciones que y en cuanto se opusieren a ella.

58. De forma.

Ley 22.924, de 22 de septiembre de 1983 de «Auto-
amnistía» o de Pacificación Nacional

En uso de las atribuciones conferidas por el artículo 5 del
Estatuto para el Proceso de Reorganización Nacional.

El Presidente de la nación Argentina sanciona y promulga
con fuerza de Ley:

Art. 1. Decláranse extinguidas las acciones penales emer-
gentes de los delitos cometidos con motivaci6n o finalidad
terrorista o subversiva, desde el 25 de mayo de 1973 hasta el
17 de junio de 1982. Los beneficios otorgados por esta ley se
extienden, asimismo, a todos los hechos de naturaleza penal
realizados en ocasión o con motivo del desarrollo de acciones
dirigidas a prevenir, conjurar o poner fin a las referidas acti-
vidades terroristas o subversivas, cualquiera hubiera sido su
naturaleza o el bien jurídico lesionado. Los efectos de esta ley
alcanzan a los autores, partícipes, instigadores, cómplices o
encubridores y comprende a los delitos comunes conexos y a
los delitos militares conexos.

Art. 2. Quedan excluidos de los beneficios estatuidos en el
artículo precedente los miembros de las asociaciones ilícitas
terroristas o subversivas que, a la fecha hasta la cual se extien-
den los beneficios de esta ley, no se encontraren residiendo legal
y manifiestamente en el territorio de la Nación Argentina o en
los lugares sometidos a su jurisdicción o que por sus conduc-
tas hayan demostrado el propósito de continuar vinculados con
dichas asociaciones.

Art. 3. Quedan también excluidas las condenas firmes dic-
tadas por los delitos y hechos de naturaleza penal referidos en
el artículo. 1 sin perjuicio de las facultades que, de conformi-
dad con el inciso. 6 del artículo. 86 de la Constitución Nacio-
nal, el Poder Ejecutivo Nacional pueda ejercer en materia de
indulto o conmutación de las penas impuestas por dichas con-
denas, para complementar el propósito pacificador de esta ley.

Art. 4. No están comprendidos en los beneficios de esta ley
los delitos de subversión económica tipificados en los artícu-
los. 6, 7, 8 y 9 de la Ley 20.840.

Art. 5. Nadie podrá ser interrogado, investigado, citado a
comparecer o requerido de manera alguna por imputaciones o
sospechas de haber cometido delitos o participado en las ac-
ciones a los que se refiere el artículo. 1 de esta ley o por su-
poner de su parte un conocimiento de ellos, de sus circunstan-
cias, de sus autores, partícipes, instigadores, cómplices o
encubridores.

Art. 6. Bajo el régimen de la presente ley quedan también
extinguidas las acciones civiles emergentes de los delitos y
acciones comprendidos en el artículo 1. Una ley especial de-
terminará un régimen indemnizatorio por parte del Estado.

Art. 7. La presente ley operará de pleno derecho desde el
momento de su promulgación y se aplicará de oficio o a pedi-
do de parte.

Art. 8. El tribunal ordinario, federal, militar, u organismos
castrense ante el cual se estén sustanciando causas en las que,
prima facie, corresponda aplicar esta ley, las elevarán sin más
trámite y dentro de las cuarenta y ocho (48) horas a la Cáma-
ra de Apelaciones correspondiente o al Consejo Supremo de
las Fuerzas Armadas, en su caso. Se entenderá que se encuen-
tran comprendidas en los alcances de la presente ley aquellas
causas en trámite o sobreseídas provisionalmente, en las cua-
les se investiguen hechos cuyos autores aún no hayan sido
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individualizados y se les atribuya el carácter de integrantes de
las Fuerzas Armadas, de seguridad o policiales, o se exprese
que los mismos invocaron algunos de estos caracteres.

Lo expresado precedentemente también se aplicará cuan-
do se hubiese alegado la condición de terroristas o manifesta-
do que actuaban con una fuerza aparentemente irresistible.

Por superintendencia del tribunal que corresponda se acu-
mularán las causas que, referidas a un mismo hecho, no se
encuentren aún acumuladas a la fecha de la presente.

Art. 9. Recibidas las causas por los tribunales de alzada
señalados en el artículo anterior se dará vista por tres (3) días
comunes al Ministerio Público o fiscal federal y al querellan-
te, si lo hubiera, vencido lo cual, dictarán resolución dentro del
término de cinco (5) días.

Art. 10. Únicamente se admitirán como pruebas las que fi-
guren agregadas a la causa y los informes oficiales imprescin-
dibles para la calificación de los hechos o conductas juzgados.
En dichos informes no se darán otras referencias que las in-
dispensables para la pertinente calificación. Las pruebas reuni-
das serán apreciadas conforme al sistema de las libres convic-
ciones.

Art. 11. Cuando corresponda otorgar los beneficios de esta
ley en causas pendientes, se dictará el sobreseimiento defini-
tivo por extinción de la acción.

Art. 12. Los jueces ordinarios, federales, militares u orga-
nismos castrenses ante los que se promuevan denuncias o que-
rellas fundadas en la imputación de los delitos y hechos com-
prendidos en el artículo 1 las rechazarán sin sustanciación
alguna.

Art. 13. La presente ley se aplicará aunque haya mediado
prescripción de la acción o de la pena

Art. 14. En caso de duda, deberá estarse a favor del reco-
nocimiento de los beneficios que establecen las disposiciones
precedentes.

Art. 15. Al solo efecto de la presente ley, no serán de apli-
cación las normas que se opongan a la misma.

Art. 16. Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Na-
cional del Registro Oficial y archívese.

BIGNONE - Llamil Reston - Lucas J. Lennon

Decreto 157 de 13 de diciembre de 1983. Declárase la
necesidad de promover la prosecución penal con re-
lación a hechos cometidos con posterioridad al 25 de
mayo de 1973, contra distintas personas por activi-
dades ilegales.

Considerando:
Que en el mes de mayo de 1973 los órganos constitucio-

nales de la legislación sancionaron una amplia y generosa
amnistía, con el propósito de poner punto final a una etapa de
enfrentamientos entre los argentinos, y con la aspiración de que
esa decisión de los representantes del pueblo sirviera como acto
inaugural de la paz que la Nación anhelaba.

Que el cumplimiento de ese objetivo se vio frustrado por
la aparición de grupos de personas, los que, desoyendo el lla-
mamiento a la tarea común de construcción de la República en

democracia, instauraron formas violentas de acción política con
la finalidad de acceder al poder mediante el uso de la fuerza.

Que la actividad de esas personas y sus seguidores, reclu-
tados muchas veces entre una juventud ávida de justicia y ca-
rente de la vivencia de los medios que el sistema democrático
brinda para lograrla, sumió al país y a sus habitantes en la
violencia y en la inseguridad, afectando seriamente las normales
condiciones de convivencia, en la medida que éstas resultan
de imposible existencia frente a los cotidianos homicidios,
muchas veces en situaciones de alevosía, secuestros, atentados
a la seguridad común, asaltos a unidades militares de fuerzas
de seguridad y a establecimientos civiles y daños; delitos to-
dos estos que culminaron con el intento de ocupar militarmente
una parte del territorio de la República

Que la dimensión que alcanzaron estos flagelos en la so-
ciedad argentina no puede explicarse sólo por motivos racio-
nales, debe reconocerse la existencia de intereses externos que
seleccionaron a nuestro país para medir sus fuerzas.

Que la instauración de un estado de cosas como el descri-
to derivó asimismo en la obstrucción de la acción gubernati-
va de las autoridades democráticamente elegidas, y sirvió de
pretexto para la alteración del orden constitucional por un sector
de las fuerzas armadas que, aliado con representantes de gru-
pos de poder económico y financiero usurpó el gobierno y,
mediante la instauración de un sistema represivo ilegal, dete-
rioró las condiciones de vida del pueblo, al cual condujo ade-
más al borde de una crisis económica y financiera, una guerra
y a la derrota en otra, y sin precedentes.

Que la acción represiva antes aludida, si bien permitió su-
primir los efectos visibles de la acción violenta y condujo a la
eliminación física de buena parte de los seguidores de la cú-
pula terrorista y de algunos integrantes de ésta, sin perjuicio
de haberse extendido a sectores de la población ajenos a aquella
actividad, vino a funcionar como obstáculo para el enjuicia-
miento, dentro de los marcos legales, de los máximos respon-
sables del estado de cosas antes resumidos, la preferencia por
un sistema basado en la acción directa de órganos autorizados
por la autoridad instaurada no dejó margen para la investiga-
ción de los hechos delictivos con arreglo a la ley.

Que la restauración de la vida democrática debe atender,
como una de sus primeras medidas, a la reafirmación de un
valor ético fundamental: Afianzar la justicia; con este fin, co-
rresponde procurar que sea promovida la persecución penal que
corresponda contra los máximos responsables de la instaura-
ción de formas violentas de acción política, cuya presencia
perturbó la vida argentina, con particular referencia al perío-
do posterior al 25 de mayo de 1973.

Que con la actuación que se preconiza se apunta, simultá-
neamente, al objetivo de consolidar la paz interior.

Que esa persecución debe promoverse por lo menos, en
orden a los delitos de asociación ilícita, instigación pública a
cometer delitos, apología del crimen, otros atentados contra el
orden público y rebelión; todo ello sin perjuicio de los demás
delitos que se pongan de manifiesto en el transcurso de la in-
vestigación, y en los que las personas a quienes se refiere el
presente decreto hayan intervenido directamente, o como au-
tores mediatos, instigadores o cómplices. No puede ser obstá-
culo para esta persecución la circunstancia de que algunas
acciones hayan acontecido en el extranjero, en virtud de lo
dispuesto por el art. 1 inc. 1 de Código Penal.

Que para promover la investigación de los hechos, es acon-
sejable solicitar la intervención del procurador general de la
Nación. Este órgano, que integra la Corte Suprema de Justi-
cia (arts 6 de la ley 27 y 21 del dec. ley 1285/58) y es por tanto
independiente del Poder Ejecutivo, tiene a su cargo la direc-
ción superior del Ministerio Público Nacional (art. 116, inc. 3
del Código de Procedimientos en Materia Penal), y posee, en
consecuencia las atribuciones necesarias para instrumentar, por
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medio de los procuradores fiscales de primera y segunda ins-
tancia, los distintos aspectos de la encuesta informativa a prac-
ticarse y del ejercicio de la acción pública (art. 118, inc. I del
Código de Procedimientos en Materia Penal).

Que con el objeto de facilitar la puesta en marcha de la
persecución penal, ha de disponerse que todas las dependen-
cias de la administración pública nacional, donde exista infor-
mación relativa a las actividades ilegales de las personas a
quienes se refiere este decreto, le remitan directamente al se-
ñor procurador general de la Nación o a la oficina que éste
disponga.

Que, asimismo, corresponde requerir la colaboración de los
señores gobernadores de Provincias (art. 110 de la Constitu-
ción Nacional), solicitándoles que dispongan idéntica remisión
desde las administraciones provinciales.

Que por otra parte, ha de tenerse en cuenta que la perse-
cución penal de los hechos a que se refiere este decreto inte-
resa a todos y a cada uno de los habitantes, en particular a las
víctimas, los que podrán, en uso de sus derechos, realizar apor-
tes informativos dirigidos al esclarecimiento de esos delitos y
al acopio de elementos probatorios contra sus autores.

Que con la finalidad de atender a estos requerimientos es
necesario practicar los ajustes presupuestarios destinados a
permitir que la oficina que en definitiva resulte comisionada
para recibir la información referida cuente con el equipamiento
de personal y elementos que hubiere menester.

Por ello el Presidente de la Nación Argentina decreta:
Art 1. Declárase la necesidad de promover la persecución

penal, con relación a los hechos cometidos con posterioridad
al 25 de mayo de 1973, contra Mario Eduardo Firmenich (L.E.
7.794.388); Fernando Vaca Narvaja (L.E. 7.997.198); Ricar-
do Armando Obregón Cano (L.E. 2.954.758); Rodolfo Gabriel
Galimberti (C.I. 5.942.050); Roberto Cirilo Perdía (L.E,
4.399.488); Héctor Pedro Pardo (L.E. 7.797.669); y Enrique
Heraldo Gorriarán Merlo (LE. 4.865.510) por los delitos de
homicidio, asociación ilícita, instigación pública a cometer
delitos, apología del crimen y otros atentados contra el or-
den público, sin perjuicio de los demás delitos de los que
resulten autores inmediatos o mediatos, instigadores o cóm-
plices.

Art. 2. Póngase esta decisión en conocimiento del señor
procurador general de la Nación, a quien se solicitará que ex-
pida las directivas necesarias para organizar la investigación
que corresponda y ejercer la acción pública.

Art. 3. Todas las dependencias de la Administración pública
nacional remitirán a la oficina que indique el procurador ge-
neral de la Nación, dentro del plazo de quince (15) días hábi-
les de la fecha, toda la información de que dispongan respec-
to de las actividades ilegales de las personas a que se refiere
el art. 1.

Art. 4. Invítase a los señores gobernadores de provincias a
disponer análoga remisión a la prescripta en el artículo ante-
rior.

Decreto 158 de 13 de diciembre de 1983. Juicio su-
mario ante el Consejo Supremo de las Fuerzas Ar-
madas integrantes de las Juntas Militares

Considerando:
Que la Junta Militar que usurpó el gobierno de la Nación

el 24 de marzo de 1976 y los mandos orgánicos de las fuerzas
armadas que se encontraban en funciones a esa fecha conci-

bieron e instrumentaron un plan de operaciones contra la ac-
tividad subversiva y terrorista, basado en métodos y procedi-
mientos manifiestamente ilegales.

Que entre los años 1976 y 1979 aproximadamente, miles
de personas fueron privadas ilegalmente de su libertad, tortu-
radas y muertas como resultado de la aplicación de esos pro-
cedimientos de lucha inspirados en la totalitaria «doctrina de
la seguridad nacional».

Que todos los habitantes del país, y especialmente, los cua-
dros subalternos de las fuerzas armadas, fueron expuestos a una
intensa y prolongada campaña de acción psicológica destina-
da a establecer la convicción de que «los agentes disolventes
o de la subversión», difusa categoría comprensiva tanto de los
verdaderos terroristas como de los meros disidentes y aún de
aquellos que se limitaban a criticar los métodos empleados,
merecían estar colocados fuera de la sociedad y aun privados
de su condición humana, y reducidos por tanto a objetos ca-
rentes de protección jurídica.

Que, por otra parte, y en el marco de esa acción psicológi-
ca, se organizó la represión sobre la base de procedimientos
en los cuales, sin respeto por forma legal alguna, se privó de
su libertad a personas que resultaron sospechosas a juicio de
funcionarios no individualizados y sobre la base de esa mera
sospecha, no obstante haber sido encontradas en actitud no
violenta, fueron conducidos a lugares secretos de detención, sin
conocerse con certeza su paradero ulterior, a pesar de lo cual
cunde en la opinión pública la seria presunción de que muchos
de ellos fueron privados de la vida sin forma alguna de juicio,
y, además, de que durante el tiempo de esa detención muchos
o casi todos los detenidos fueron víctimas de salvajes tormentos.
Que en numerosas manifestaciones los integrantes de los man-
dos superiores de las Fuerzas Armadas y de la Junta Militar
que usurpó el Gobierno de la Nación en la fecha antes indica-
da, han reconocido la responsabilidad que les cupo en los pro-
cedimientos descriptos, esas manifestaciones se han visto co-
rroboradas por la explícita declaración contenida en el Acta de
la Junta Militar del 28 de abril del año en curso, donde se
declara que todas las operaciones fueron ejecutadas conforme
a planes aprobados y supervisados por los mandos superiores
orgánicos de las Fuerzas Armadas, y por la Junta Militar.

Que la existencia de planes de Órdenes hace a los miem-
bros de la Junta Militar actuante en el período indicado, y a
los mandos de las Fuerzas Armadas con capacidad decisoria,
responsables en calidad de autores mediatos por los hechos
delictivos ocurridos en el marco de los planes trazados y su-
pervisados por las instancias superiores (art. 514 del Código
de Justicia Militar); la responsabilidad de los subalternos, que
el texto de esa norma desplaza, se ve especialmente reducida
por las circunstancias de hecho derivadas de la acción psico-
lógica antes destacada, que bien pudo haberlos inducido, en
muchos casos, a error sobre la significación moral y jurídica
de sus actos dentro del esquema coercitivo a que estaban so-
metidos.

Que además de los atentados derivados del cumplimiento
de las órdenes recibidas, es también un hecho de conocimien-
to público que en el curso de las operaciones desarrolladas por
el personal militar y de las fuerzas de seguridad se cometie-
ron atentados contra la propiedad de las víctimas, contra su
dignidad y libertad sexual y contra el derecho de los padres de
mantener consigo a sus hijos menores

Que en esos casos como en cualesquiera otros en los cua-
les se haya incurrido en excesos por parte de los ejecutores de
las ordenes de operaciones, o en que éstas fueran de atrocidad
manifiesta, la responsabilidad de esos ejecutores no excluye la
que corresponde a los responsables del plan operativo. La puesta
en práctica de un plan operativo que, por sus propias caracte-
rísticas genera la grave probabilidad de que se cometan exce-
sos, la que se vio confirmada por los hechos, genera para los
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responsables de haber creado la situación de peligro, esto es,
los que aprobaron y supervisaron el plan operativo, el deber
de evitar que ese peligro se materialice en daño.

Que, por otra parte, se ha señalado también la existencia
de casos en los cuales se ejerció con desviación de poder, la
facultad de detención emergente del art. 23 de la Constitución
Nacional, y consecuentemente se menoscabó de modo ilegal
la libertad personal.

Que la existencia de textos normativos públicos o secretos,
destinados a amparar procedimientos reñidos con principios
éticos básicos, no puede brindar justificación a éstos, pues son
insanablemente nulas las normas de facto cuya eventual vali-
dez precaria queda cancelada ab initio por la iniquidad de su
contenido.

Que la restauración de la vida democrática debe atender,
como una de sus primeras medidas, a la reafirmación de un va-
lor ético fundamental: afianzar la justicia. Con este fin, corres-
ponde procurar que sea promovida la acción penal contra los
responsables de aprobar y supervisar operaciones cuya ejecu-
ción necesariamente había de resultar violatoria de bienes fun-
damentales de la persona humana tutelados por el derecho
criminal.

Que con la actuación que se preconiza se apunta, simultá-
neamente, al objetivo de consolidar la paz interior.

Que esa persecución debe promoverse por lo menos, en
orden a los delitos de homicidio, privación ilegal de la liber-
tad, y aplicación de tormento a detenidos; todo ello, sin per-
juicio de los demás delitos que se pongan de manifiesto en el
curso de la investigación, y en los que las personas a quienes
se refiere este decreto hayan intervenido directamente, o como
autores mediatos o instigadores. Que para el enjuiciamiento de
esos delitos es aconsejable adoptar el procedimiento de juicio
sumario en tiempo de paz, concebido para aquellos casos en
que sea necesaria la represión inmediata de un delito para
mantener la moral, la disciplina y el espíritu militar de las
Fuerzas Armadas (art. 502 del Código de Justicia Militar). Esos
valores se han visto afectados de modo absoluto con la adop-
ción, por los mandos superiores orgánicos de esas fuerzas, de
un procedimiento operativo reñido con los principios elemen-
tales del respeto por la persona humana.

Que, de acuerdo con lo establecido en el art. 122, inc. 1 del
Código de Justicia Militar, corresponde intervenir en el juzga-
miento del Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas.

Que corresponde respetar la competencia de ese tribunal en
atención a la prohibición del art. 18 de la Constitución Nacio-
nal de sacar al imputado del juez designado por la ley con
antelación al hecho; sin embargo dado que el ser juzgado pe-
nalmente en última instancia por un tribunal de índole admi-
nistrativa constituye tanto un privilegio como una desprotec-
ción para el procesado, ambos vedados por la Constitución, se
prevé enviar inmediatamente al Congreso un proyecto de ley
agregando al procedimiento militar un recurso de apelación
amplio ante la justicia civil.

Que la persecución penal de los derechos a que se refiere
este decreto interesa a todos y cada uno de los habitantes, en
particular a las víctimas, los que podrán, en uso de sus dere-
chos, realizar aportes informativos dirigidos al esclarecimien-
to de esos delitos y al acopio probatorio contra sus autores.

Que con la finalidad de atender a estos requerimientos es
necesario practicar los ajustes presupuestarios destinados a
permitir que el Presidente del Consejo Supremo de las Fuer-
zas Armadas cuente con el equipamiento de personal y elemen-
tos que hubiere menester.

Por ello, el Presidente de la Nación Argentina decreta:
Art. 1. Sométase a juicio sumario ante el Consejo Supre-

mo de las Fuerzas Armadas a los integrantes de la Junta Mili-
tar que usurpó el gobierno de la Nación el 24 de marzo de 1976

y a los integrantes de las dos juntas militares subsiguientes,
Teniente General Jorge R. Videla, Brigadier General Orlando
R. Agosti, Almirante Emilio A. Massera, Teniente General
Roberto E. Viola, Brigadier General Omar D. R. Graffigna,
Almirante Armando J. Lambruschini, Teniente General Leo-
poldo F. Galtieri, Brigadier General Basilio Lami Dozo y Al-
mirante Jorge I. Anaya.

Art. 2. Ese enjuiciamiento se referirá a los delitos de ho-
micidio, privación ilegal de la libertad y aplicación de tormentos
a los detenidos, sin perjuicio de los demás de que resulten
autores inmediatos o mediatos, instigadores o cómplices los
oficiales superiores mencionados en el art. 1.

Art. 3. La sentencia del tribunal militar será apelable ante
la Cámara Federal en los términos de las modificaciones al
Código de Justicia Militar una vez sancionadas por el H. Con-
greso de la Nación el proyecto remitido en el día de la fecha.

Art. 4. Practíquense los ajustes presupuestarios necesarios
para el cumplimiento del presente decreto, y la dotación de
equipamiento y personal transitorios que requiere el señor Pre-
sidente del Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas.

Decreto 187, de 15 de diciembre de 1983, de creación
de la Comisión Nacional sobre la Desaparición de
Personas

Por ello, el presidente de la Nación Argentina decreta:
Art. 1. Constituir una Comisión Nacional que tendrá por

objeto esclarecer los hechos relacionados con la desaparición
de personas ocurridos en el país.

Art. 2. Serán funciones específicas y taxativas de la Comi-
sión las siguientes:

a) recibir denuncias y pruebas sobre aquellos hechos y re-
mitirlas inmediatamente a la justicia si ellas están relaciona-
das con la presunta comisión de delitos;

b) averiguar el destino o paradero de las personas desapa-
recidas, como así también toda otra circunstancia relacionada
con su localización;

c) determinar la ubicación de niños sustraídos a la tutela
de sus padres o guardadores a raíz de acciones emprendidas
con el motivo alegado de reprimir al terrorismo, y dar inter-
vención en su caso a los organismos y tribunales de protección
de menores;

d) denunciar a la justicia cualquier intento de ocultamien-
to, sustracción o destrucción de elementos probatorios relacio-
nados con los hechos que se pretende esclarecer;

e) emitir un informe final, con una explicación detallada de
los hechos investigados, a los ciento ochenta (180) días a par-
tir de su constitución.

La Comisión no podrá emitir juicio sobre hechos y circuns-
tancias que constituyen materia exc1usiva del Poder Judicial.

Art. 3. La Comisión podrá requerir a todos los funciona-
rios del Poder Ejecutivo nacional, de sus organismos depen-
dientes, de entidades autárquicas y de las fuerzas armadas y
de seguridad que le brinden informes, datos y documentos,
como asimismo que le permitan el acceso a los lugares que la
Comisión disponga visitar a los fines de su cometido. Los fun-
cionarios y organismos están obligados a proveer esos infor-
mes, datos y documentos y a facilitar el acceso pedido.

Art. 4. Toda declaración requerida de los funcionarios pú-
blicos, incluidos los miembros de las fuerzas armadas y de
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seguridad deberá cumplimentarse por escrito. Los particulares
no estarán obligados a prestar declaración.

Art. 5. La Comisión estará integrada por dieciséis (16)
miembros. Se designa para ello a las personas que se consig-
nan en el anexo I del presente decreto.

Art. 6. Se invita a las Cámaras del H. Congreso de la Na-
ción a designar tres (3) representantes cada una para integrar
la Comisión.

Art. 7. La Comisión dictará su propio reglamento interno,
designará un presidente que la representara y nombrará los
secretarios que estime necesarios. Podrá también constituir los
equipos técnicos que juzgue conveniente.

La Comisión decidirá por simple mayoría.
La Comisión quedará disuelta al momento de presentarse

el informe al que se refiere el art. 2.

Art. 8. La Comisión se denominará oficialmente Comisión
Nacional sobre la Desaparición de Personas y su sede será el
Centro Cultural San Martín de la Ciudad de Buenos Aires.

Art. 9. Practíquense los ajustes presupuestarios necesarios
para el cumplimiento del presente decreto y la dotación de
equipamiento y personal transitorio que requiera la Comisión
.

Art. 10 - Comuníquese, etc.

Raúl R. Alfonsín.
Antonio A. Troccoli.

ANEXO I

Nomina de Personas designadas por el Poder Ejecutivo
Nacional para integrar la Comisión Nacional sobre la

Desaparición de Personas:

Colornbres, Ricardo
Favaloro, Rene
Fernandez Long, Hilario
Gattinoni, Carlos
Klimovsky, Gregorio

tribunal de radicación de la causa dentro del quinto (5) día de
la vigencia de la presente ley. En caso contrario, será declara-
da rebelde y se dispondrá su captura, sin necesidad de citación
previa.

Si se tratare de un civil sometido a la jurisdicción militar,
la presentación a que se refiere el párrafo anterior podrá ha-
cerse efectiva simultáneamente con la impugnación dirigida
contra ese enjuiciamiento, y en el tribunal donde esta impug-
nadión se radique.

Art. 4. En los casos expuestos en el art. 3, la eximición de
prisión y la excarcelación serán procedentes sin necesidad de
que concurran los requisitos establecidos en el art. 379 del
Código de Procedimientos en Materia Penal, a menos que exis-
tan motivos para presumir que el imputado intentará eludir la
acción de la justicia.

El tribunal interviniente, si hace lugar a la libertad bajo
caución, podrá imponer al imputado, además de las obligaciones
a que se refiere el art. 386 del Código de Procedimientos en
Materia Penal, la de presentarse periódicamente al tribunal, o
a la dependencia policial más próxima a su domicilio real.

La resolución que haga lugar a la libertad bajo caución, y
la que imponga la obligación mencionada en el párrafo prece-
dente, no serán apelables. La que deniegue la libertad bajo
caución será apelable en relación en el pazo de tres (3) días.

Art. 5. Comuníquese, etc.

Ley 23.049, de 9 de febrero de 1984, de modificacio-
nes al Código de Justicia Militar
Promulgada el 13/2/1984

Art. 1. Modifícase, respecto de los hechos cometidos con
posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, el art. 108
del Código de Justicia Militar, que quedará redactado de la si-
guiente manera: Art. 108. La jurisdicción militar comprende
108 delitos y faltas esencialmente militares, considerándose
como de este carácter todas las infracciones que, por afectar
la existencia de la institución militar, exclusivamente las le-
yes militares prevén y sancionan. En tiempo de guerra, la
jurisdicci6n militar es extensiva a: a) 108 delitos y faltas que
afectan directamente el derecho y los intereses del Estado o de
los individuos, cuando son cometidos por militares o emplea-
dos militares en actos del servicio militar o en lugares sujetos
exclusivamente a la autoridad militar, como ser plazas de gue-
rra, teatro de operaciones, campamentos, fortines, cuarteles,
arsenales, hospitales y demás establecimientos militares, o
durante los desembarcos o permanencia en territorio extranjero,
cuando no hayan sido juzgados por las autoridades de dicho
territorio;

b) 108 delitos cometidos por individuos de las fuerzas ar-
madas en desempeño de un servicio dispuesto por los superiores
militares, a requerimiento de las autoridades civiles o en auxilio
de aquéllas;

c) 109 delitos cometidos por militares retirados, o por ci-
viles, en los casos especialmente determinados por este Códi-
go o por leyes especiales;

d) todos 109 demás casos de infracci6n penal que este
Código expresamente determina.

Art. 2. Modificase el primer párrafo del art. 109 del Códi-
go de Justicia Militar, que quedará redactado de la siguiente
manera: Art. 109 - Están en todo tiempo sujetos a la jurisdic-
ción militar, en lo que hace a los delitos esencialmente mili-
tares y a las faltas disciplinarias a las que se refiere el artícu-
lo anterior, únicamente.

Meyer, Marshall
Nevares, Jaime F. de
Rabossi, Eduardo
Ruiz Guinazu, Magdalena
Sabato, Emesto

Los seis (6) miembros restantes serán designados por las
Cámaras del H.

Congreso de la Nación.

Ley 23.040, de 22 de diciembre de 1983, de deroga-
ción de la «Autoamnistía»
Promulgada el 27/12/1983

Art. 1. Derógase por inconstitucional y declárase insana-
blemente nula la ley de facto 22.924.

Art. 2. La ley de facto 22.924 carece de todo efecto jurídi-
co para el juzgamiento de las responsabilidades penal, civil,
administrativa y militar emergentes de los hechos que ella
pretende cubrir, siendo en particular inaplicable a ella el prin-
cipio de la ley penal más benigna establecido en el art. 2 del
Código Penal.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no se altera por la exis-
tencia de decisiones judiciales firmes que hayan aplicado la ley
de facto 22.924.

Art. 3. La persona que hubiera recuperado su libertad por
aplicación de la ley de facto 22.924 deberá presentarse ante el
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Art. 3. Derógase el inc. 7 del art. 109 y el art. 133 del Có-
digo de Justicia Militar, así como el art. 43 de la ley 16.970.

Art. 4. Sustitúyese el art. 428 del Código de Justicia Mili-
tar por el siguiente: Art. 428 - Contra la sentencia de los tri-
bunales militares hay tres recursos: I - de infracción a la ley;

II de revisión;
III ante la justicia federal.

Art. 5. Sustitúyese el art. 429 del Código de Justicia Mili-
tar por el siguiente: I - Recurso de infracción a la ley. Art. 429
- Este recurso se da contra las sentencias definitivas de los con-
sejos de guerra que no fueran recurribles por la vía del pto. III
del artículo anterior y procede en dos casos:

1. cuando se ha infringido la ley en 18 sentencias;
2. cuando hay quebrantamiento de las formas.

Art. 6. Agrégase a continuación del art. 441 del Código de
Justicia Militar, lo siguiente: Art. 441 bis - Si la sentencia objeto
de revisi6n hubiese sido dictada por una Cámara Federal de
Apelaciones ésta conocerá del recurso siguiendo las mismas
reglas que el Consejo Supremo.

Art. 7. Agrégase a continuación del art. 445 del Código de
Justicia Militar lo siguiente: III - Recurso ante la justicia fe-
deral. Art. 445 bis: Inc. 1. En tiempo de paz, contra los pro-
nunciamientos definitivos de los tribunales militares, en cuanto
se refieren a delitos esencialmente militares se podrá interpo-
ner un recurso que tramitará ante la Cámara Federal de Ape-
laciones con competencia en el lugar del hecho que originó la
formación del proceso. Inc. 2. El recurso podrá motivarse:

a) en la inobservancia o errónea aplicación de la ley;
b) en la inobservancia de las formas esenciales previstas por

la ley para el proceso;
Se considerará que incurren en inobservancia de las formas

previstas por la ley para el proceso, particularmente, aquellas
decisiones que:

I - limiten el derecho de defensa;
II - prescindan de prueba esencial para la resolución de la

causa.
c) en la existencia de prueba que no haya podido ofrecerse

o producirse por motivos fundados. Inc. 3. El recurso se inter-
pondrá dentro del quinto día, sin expresión de fundamentos, ante
el tribunal militar, el cual elevará las actuaciones sin más trá-
mite a la Cámara Federal de Apelaciones dentro de las 48 ho-
ras. Inc. 4. Recibidos los autos, la Cámara dará intervenciónn
a las partes y otorgará un plazo de 5 días al procesado para de-
signar defensor letrado, bajo apercibimiento de hacerlo de ofi-
cio el tribunal. En la misma providencia, que se notificará por
cédula, fijará los días n en que quedarán notificados por nota los
demás proveídos. Dentro de los diez días de notificado el auto
a que se refiere el párrafo anterior, la parte recurrente deberá
expresar agravios de los que se correrá traslado, por igual tér-
mino, a la parte recurrida. En caso de pluralidad de recursos, los
plazos para expresar agravios y para contestarlos serán comu-
nes. En esos mismos escritos podrán las partes solicitar la aper-
tura a prueba respecto de hechos nuevos o medidas que, por
motivos atendibles, no hubieran ofrecido o indicado en la ins-
tancia militar. Inc. 5. Dentro de los cinco días de cumplidos los
actos a que se refiere el inciso anterior o de vencido el término
para practicarlos, la Cámara se pronunciará acerca de la admi-
sibilidad del recurso. En caso afirmativo, fijará audiencia den-
tro de un plazo no mayor de 30 días. Inc. 6. Dicha audiencia
comenzará con un resumen por las partes de sus agravios o
mejora de fundamentos. Si se hubiera pedido la apertura a prueba
y fuera pertinente, ella se producirá en la misma audiencia.

El procesado, si lo solicitara, será oído en la ocasi6n. Inc.
7. Las audiencias se desarrollarán de acuerdo con las siguien-

tes reglas: A) El debate será público, salvo que el tribunal
mediante auto fundado resolviera lo contrario por razones de
moral o de seguridad.

B) La audiencia será continuada bajo pena de nulidad. En
caso de ser necesario ella proseguirá en los días subsiguientes
y sólo podrá suspenderse por el término máximo de 10 días,
si lo requiriese la decisión de cuestiones incidentales que no
puedan resolverse de inmediato, la producción de alguna prueba
fuera del lugar de la audiencia o que dependa de la presencia
de algún testigo, perito o intérprete ausente en el momento, la
enfermedad de algún juez o de alguna de las partes, o la apa-
rición de un hecho nuevo respecto del cual resultare necesa-
rio conceder a las partes un término para ejercer su derecho
de defensa.

C) El presidente de la audiencia será designado en cada
caso por el tribunal. Tendrá a su cargo la dirección del de-
bate y el poder de policía y disciplina de la audiencia. D) Con
la autorizaci6n del presidente tanto las partes como los miem-
bros del tribunal podrán interrogar libremente a los testi-
gos o peritos. El presidente rechazará las preguntas sugesti-
vas, capciosas o innecesarias y podrá disponer, de oficio o a
pedido de las partes, que se incorpore al proceso la versión
taquigráfica o magnetofónica de las declaraciones o parte de
ellas.

E) Antes de declarar los testigos no podrán comunicarse
entre si ni con otras personas y permanecerán fuera de la sala
de audiencias.

F) Concluida la recepción de la prueba se oirá a las partes
sobre el mérito de aquélla.

G) Finalizada la audiencia, el secretario del tribunal levan-
tará un acta que al menos contendrá:

a) el lugar y fecha de la audiencia con la mención de las
suspensiones ordenadas;

b) la identidad de los jueces, de las partes, testigos, peri-
tos o intérpretes que hubieran intervenido en la audiencia;

c) las circunstancias personales del imputado;
d) la certificación de las versiones que se incorporen de

acuerdo con lo dispuesto en el apart. D;
e) un resumen de los agravios o alegatos de las partes;
f) la firma de los jueces, las partes y el secretario, quien

previamente dará lectura del acta.
Inc. 8. Oídas la partes sobre el mérito de la prueba, el tri-

bunal resolverá en la misma audiencia y después de deliberar
durante un cuarto intermedio dispuesto al efecto, si confirma,
anula o revoca la sentencia recurrida, y dictará en estos dos
últimos casos la nueva sentencia, la cual, si fuere condenato-
ria, contendrá la calificación legal del o de los hechos y la pena
aplicada. La lectura de los fundamentos de la sentencia podrá
diferirse hasta una nueva audiencia, que se fijará en el mismo
acto y que tendrá lugar dentro de los 10 días. A la audiencia
deberán concurrir el fiscal y el procesado, quien podrá ser
compelido por la fuerza pública. El defensor y el particular
damnificado, aunque no asistieran, quedarán notificados del
pronunciamiento. La sentencia hará ejecutoria y no serán apli-
cados los arts. 468 y 469. No será de aplicación el art. 29 del
Código Penal. La Cámara Federal dispondrá quién debe soportar
las costas del recurso. Inc. 9. Para resolver las cuestiones no
previstas en esta ley, la Cámara aplicará el Código de Proce-
dimientos en Materia Penal en cuanto fuere compatible, el
reglamento que deberá dictar para la sustanciación de las ape-
laciones y, de ser necesario, los principios de leyes análogas
que han establecido el juicio oral en la República. Todos los
plazos procesales ante la justicia federal se contarán por días
hábiles.

Art. 8 Agrégase a continuaci6n del art. 56 del Código de
Justicia Militar lo siguiente: Cap. II - Obligación común a to-
dos los representantes del ministerio fiscal.



53Boletín de Documentación, n.o  27 / Septiembre-Diciembre 2006|C|E|P|C|

Art. 56 bis. Los representantes del ministerio fiscal debe-
rán promover el recurso previsto en el art. 445 bis respecto de
la sentencias dictadas por los tribunales ante los cuales actúan.
El incumplimiento de este deber impide que la sentencia que-
de firme para la parte acusadora. El fiscal de cámara podrá
desistir del recurso con dictamen fundado.

Art. 9. Agrégase a continuación del art. l00 del Código de
Justicia Militar lo siguiente:

Cap. VIII - Intervención del particular damnificado.

Art. 100 bis. La persona particularmente ofendida por el
delito y, en caso de homicidio o privación ilegitima de liber-
tad no concluida, sus parientes en los grados que menciona el
art. 440, se podrán presentar por sí o por representante, ante
el tribunal militar, por escrito, a efecto de:

a) indicar medidas de prueba.
b) solicitar se le notifique la sentencia o la radicación de

la causa en la Cámara Federal. La persona que hubiese hecho
el requerimiento del apart. b del párrafo anterior, podrá inter-
poner el recurso previsto en el art. 445 bis de este Código. En
el procedimiento ante el tribunal judicial podrá intervenir en
cualquier estado de la causa, representado por letrado, sin que
pueda solicitar la retrogradación del procedimiento a etapas ya
precluidas. La actividad procesal de la persona particularmente
ofendida interrumpe el término de la prescripci6n de la acción
civil por daños y perjuicios.

Art. 10. El Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas co-
nocerá mediante el procedimiento sumario en tiempo de paz
establecido por los arts. 502 al 504 y concordantes del C6digo
de Justicia Militar, de los delitos cometidos con anterioridad
a la vigencia de esta ley siempre que: 1. Resulten imputables
al personal militar de las fuerzas armadas, y al personal de las
fuerzas de seguridad, policial y penitenciario bajo control ope-
racional de las fuerzas armadas y que actuó desde el 24 de
marzo de 1976 hasta el 26 de septiembre de 1983 en las ope-
raciones emprendidas con el motivo alegado de reprimir el
terrorismo, y estuviesen previstos en el Código Penal y las
leyes complementarias comprendidas en los incs. 2, 3, 4 ó 5
del art. 108 del Código de Justicia Militar en su anterior re-
dacción. Para estos casos no será necesaria la orden de pro-
ceder a la instrucción del sumario y las actuaciones correspon-
dientes se iniciarán por denuncia o prevención El fiscal general
ejercerá en estas causas la acción pública en forma aut6noma,
salvo que reciba instrucción en contrario del presidente de la
Nación o del ministro de Defensa. Procederá en estos casos
un recurso ante la Cámara Federal de Apelaciones que corres-
ponda, con los mismos requisitos, partes y procedimientos del
establecido en el art. 445 bis. Cumplidos seis meses de la
iniciación de las actuaciones, el Consejo Supremo dentro de
los cinco días siguientes informará a la Cámara Federal los
motivos que hayan impedido su conclusión. Dicho informe será
notificado a las partes para que en el término de tres días for-
mulen las observaciones y peticiones que consideren pertinen-
tes, las que se elevarán con aquél. La Cámara Federal podrá
ordenar la remisión del proceso y fijar un plazo para la ter-
minación del juicio; si éste fuera excesivamente voluminoso
o complejo, la Cámara señalará un término para que se informe
nuevamente con arreglo a lo dispuesto en el párrafo anterior.
Si la Cámara advirtiese una demora injustificada o negligen-
cia en la tramitación del juicio asumirá el conocimiento del
proceso cualquiera sea el estado en que se encuentren los
autos.

Art. 11. El art. 34, inc. 5 del Código Penal deberá ser in-
terpretado conforme a la regla del art. 514 del Código de Jus-

ticia Militar respecto de los hechos cometidos por el personal
mencionado en el artículo anterior que actuó sin capacidad
decisoria cumpliendo órdenes o directivas que correspondie-
ran a planes aprobados y supervisados por los mandos supe-
riores orgánicos de las Fuerzas Armadas y por la Junta Mili-
tar. A ese efecto podrá presumirse, salvo evidencia en contrario
que se obró con error insalvable sobre la legitimidad de la orden
recibida, excepto cuando consistiera en la comisión de hechos
atroces o aberrantes.

Art.12. Derógase la Ley de facto 22.971, manteniéndose los
textos establecidos en ella para los arts. 235, 252, 252 bis, 314,
314 bis, 316 bis y 589 del Código de Justicia Militar.

Art. 13. Sin perjuicio de lo dispuesto por la Ley 23.042, los
civiles condenados por tribunales militares podrán interponer
el recurso reglado por el art. 445 bis dentro de los sesenta días
de la entrada en vigencia de la presente ley.

Art. 14. La presente ley entrará en vigencia desde su pu-
blicación oficial.

Art. 15. Comuníquese. etc.

Ley 23.057, de condena condicional y reincidencia
Promulgada el 3/04/1984

Artículo 1. Modifícase el Código Penal (Ley 11.179 y sus
modificaciones), en la forma siguiente:

(ver reforma en el Código Penal).

Artículo 2. Comuníquese...

TITULO III. CONDENACION CONDICIONAL
(artículos 26 al 28)

Articulo 26. En los casos de primera condena a pena de
prisión que no exceda de tres años, será facultad de los tribu-
nales disponer en el mismo pronunciamiento que se deje en
suspenso el cumplimiento de la pena. Esta decisión deberá ser
fundada, bajo sanción de nulidad, en la personalidad moral del
condenado, su actitud posterior al delito, los motivos que lo
impulsaron a delinquir, la naturaleza del hecho y las demás
circunstancias que demuestren la inconveniencia de aplicar
efectivamente la privación de libertad. El tribunal requerirá las
informaciones pertinentes para formar criterio, pudiendo las
partes aportar también la prueba útil a tal efecto.

Igual facultad tendrán los tribunales en los casos de con-
curso de delitos si la pena impuesta al reo no excediese los tres
años de prisión.

No procederá la condenación condicional respecto de las
penas de multa o inhabilitación.

Articulo 27. - La condenación se tendrá como no pronun-
ciada si dentro del término de cuatro años, contados a partir
de la fecha de la sentencia firme, el condenado no cometiere
un nuevo delito. Si cometiere un nuevo delito, sufrirá la pena
impuesta en la primera condenación y la que le correspondie-
re por el segundo delito, conforme con lo dispuesto sobre acu-
mulación de penas.

La suspensión podrá ser acordada por segunda vez si el
nuevo delito ha sido cometido después de haber transcurrido
ocho años a partir de la fecha de la primera condena firme. Este
plazo se elevará a diez años, si ambos delitos fueran dolosos.
En los casos de sentencias recurridas y confirmadas, en cuan-
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to al carácter condicional de la condena, los plazos se compu-
tarán desde la fecha del pronunciamiento originario.

22Artículo 27 Bis. Al suspender condicionalmente la ejecu-
ción de la pena, el Tribunal deberá disponer que, durante un
plazo que fijará entre dos y cuatro años según la gravedad del
delito, el condenado cumpla todas o alguna de las siguientes
reglas de conducta, en tanto resulten adecuadas para prevenir
la comisión de nuevos delitos:

1. Fijar residencia y someterse al cuidado de un patronato.
2. Abstenerse de concurrir a determinados lugares o de

relacionarse con determinadas personas.
3. Abstenerse de usar estupefacientes o de abusar de bebi-

das alcohólicas.
4. Asistir a la escolaridad primaria, si no la tuviere cum-

plida.
5. Realizar estudios o prácticas necesarios para su capaci-

tación laboral o profesional.
6. Someterse a un tratamiento médico o psicológico, pre-

vio informe que acredite su necesidad y eficacia.
7. Adoptar oficio, arte, industria o profesión, adecuado a

su capacidad.
8. Realizar trabajos no remunerados en favor del estado o

de instituciones de bien público, fuera de sus horarios habituales
de trabajo.

Las reglas podrán ser modificadas por el Tribunal según
resulte conveniente al caso. Si el condenado no cumpliere con
alguna regla, el Tribunal podrá disponer que no se compute
como plazo de cumplimiento todo o parte del tiempo trans-
currido hasta ese momento. Si el condenado persistiere o rei-
terare el incumplimiento, el Tribunal podrá revocar la condi-
cionalidad de la condena. El condenado deberá entonces
cumplir la totalidad de la pena de prisión impuesta en la sen-
tencia.

Articulo 28.  La suspensión de la pena no comprenderá la
reparación de los daños causados por el delito y el pago de los
gastos del juicio.

TITULO VIII. REINCIDENCIA
(artículos 50 al 53)

Articulo 50.  Habrá reincidencia siempre que quien hubie-
ra cumplido, total o parcialmente, pena privativa de libertad
impuesta por un tribunal del país cometiere un nuevo delito pu-
nible también con esa clase de pena. La condena sufrida en el
extranjero se tendrá en cuenta para la reincidencia si ha sido
pronunciada por razón de un delito que pueda, según la ley
Argentina, dar lugar a extradición.

No dará lugar a reincidencia la pena cumplida por delitos
políticos, los previstos exclusivamente en el Código de Justi-
cia Militar, los amnistiados o los cometidos por menores de
dieciocho años de edad. La pena sufrida no se tendrá en cuenta
a los efectos de la reincidencia cuando desde su cumplimien-
to hubiera transcurrido un término igual a aquél por la que fuera
impuesta, que nunca excederá de diez ni será inferior a cinco
años.

Articulo 51. - Todo ente oficial que lleve registros penales
se abstendrá de informar sobre datos de un proceso terminado
por sobreseimiento o sentencia absolutoria. En ningún caso se
informará la existencia de detenciones que no provengan de la
formación de causa, salvo que los informes se requieran para
resolver un habeas corpus o en causas por delitos de que haya
sido víctima el detenido.

El registro de las sentencias condenatorias caducará a to-
dos sus efectos:

1. Después de transcurridos diez años desde la sentencia (art.
27) para las condenas condicionales;

2. Después de transcurridos diez años desde su extinción
para las demás condenas a penas privativas de la libertad;

3. Después de transcurridos cinco años desde su extinción
para las condenas a pena de multa o inhabilitación.

En todos los casos se deberá brindar la información cuan-
do mediare expreso consentimiento del interesado. Asimismo,
los jueces podrán requerir la información, excepcionalmente,
por resolución que sólo podrá fundarse en la necesidad con-
creta del antecedente como elemento de prueba de los hechos
en un proceso judicial.

Los tribunales deberán comunicar a los organismos de re-
gistro la fecha de caducidad:

1. Cuando se extingan las penas perpetuas;
2. Cuando se lleve a cabo el cómputo de las penas tempo-

rales, sean condicionales o de cumplimiento efectivo;
3. Cuando se cumpla totalmente la pena de multa o, en caso

de su sustitución por prisión (art. 21, párr. 2.), al efectuar el
cómputo de la prisión impuesta;

4. Cuando declaren la extinción de las penas en los casos
previstos por los artículos 65, 68 y 69.

La violación de la prohibición de informar será conside-
rada como violación de secreto en los términos del artículo
157, si el hecho no constituyere un delito más severamente pe-
nado.

Articulo 52. Se impondrá reclusión por tiempo indetermi-
nado, como accesoria de la última condena, cuando la reinci-
dencia fuere múltiple en forma tal que mediaren las siguien-
tes penas anteriores:

1. Cuatro penas privativas de libertad, siendo una de ellas
mayor de tres años;

2. Cinco penas privativas de libertad, de tres años o me-
nores.

Los tribunales podrán, por una única vez, dejar en sus-
penso la aplicación de esta medida accesoria, fundando expre-
samente su decisión en la forma prevista en el artículo 26.

Articulo 53. En los casos del artículo anterior, transcurri-
dos cinco años del cumplimiento de la reclusión accesoria, el
tribunal que hubiera dictado la última condena o impuesto la
pena única estará facultado para otorgarle la libertad condicio-
nal, previo informe de la autoridad penitenciaria, en las con-
diciones compromisorias previstas en el artículo 13, y siem-
pre que el condenado hubiera mantenido buena conducta,
demostrando aptitud y hábito para el trabajo, y demás actitu-
des que permitan suponer verosímilmente que no constituirá
un peligro para la sociedad.

Transcurridos cinco años de obtenida la libertad condicio-
nal el condenado podrá solicitar su libertad definitiva al tribunal
que la concedió, el que decidirá según sea el resultado obte-
nido en el período de prueba y previo informe del patronato,
institución o persona digna de confianza, a cuyo cargo haya
estado el control de la actividad del liberado. Los condenados
con la reclusión accesoria por tiempo indeterminado deberán
cumplirla en establecimientos federales.

La violación por parte del liberado de cualquiera de las
condiciones establecidas en el artículo 13 podrá determinar la
revocatoria del beneficio acordado y su reintegro al régimen
carcelario anterior. Después de transcurridos cinco años de su
reintegro al régimen carcelario podrá en los casos de los inci-
sos 1, 2, 3 y 5 del artículo 13, solicitar nuevamente su liber-
tad condicional.22 (art. 27 bis) incorporado por Ley 24.316.
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Modificación del Código Civil con relación a la lega-
lización de los detenidos-desaparecidos

(CC-L1-S1-T8)

CODIGO CIVIL.

LIBRO PRIMERO: DE LAS PERSONAS

SECCIÓN PRIMERA:

DE LAS PERSONAS EN GENERAL

TÍTULO 8:

DE LAS PERSONAS AUSENTES CON PRESUNCIÓN
DE FALLECIMIENTO

110. La ausencia de una persona del lugar de su domicilio
o residencia en la República, haya o no dejado representantes,
sin que de ella se tenga noticia por el término de seis años causa
la presunción de su fallecimiento.

111. Los seis años serán contados desde el día de la ausen-
cia, si nunca se tuvo noticia del ausente, o desde la fecha de
la última noticia que se tuvo de él.

112. Causa también presunción de fallecimiento la desapa-
rición de cualquiera persona domiciliada o residente en la
República, que hubiese sido gravemente herida en un conflic-
to de guerra, o que naufragase en un buque perdido o reputa-
do por tal, o que se hallase en el lugar de un incendio, terre-
moto u otro suceso semejante, en que hubiesen muerto varias
personas, sin que de ella se tenga noticia por tres años conse-
cutivos. Los tres años serán contados desde el día del suceso,
si fuese conocido, o desde un término medio entre el princi-
pio y fin de la época en que el suceso ocurrió, o pudo haber
ocurrido.

113. En los casos de los artículos anteriores, el cónyuge
del ausente, los presuntos herederos legítimos, los instituidos
por tales en un testamento abierto, o los legatarios, los que
tuviesen derecho a bienes poseídos por el ausente, o los que
tuviesen sobre sus bienes algún derecho subordinado a la con-
dición de su muerte, el ministerio fiscal y el cónsul respecti-
vo, si el ausente fuese extranjero, pueden pedir una declara-
ción judicial del día presuntivo del fallecimiento del ausente,
al juez del último domicilio o residencia de aquél.

114. Los que se presentasen pidiendo esta declaración, deben
justificar el tiempo de la ausencia, las diligencias que hubie-
sen practicado para saber de la existencia del ausente, sin re-
sultado alguno, el derecho a sucederle, y en su caso, el suce-
so del naufragio, terremoto, acción de guerra, etc., en que el
ausente se encontraba.

115. El juez debe nombrar un defensor al ausente y un
curador a sus bienes, si no hubiese administrador de ellos, y
citar al ausente por los periódicos cada mes, por espacio de seis
meses.

116. Pasados los seis meses, y recibidas las pruebas que
presentaren los que hubiesen pedido la declaración del día
presuntivo del fallecimiento del ausente, el juez, oído el de-
fensor de éste, declarará la ausencia, y el día presuntivo del
fallecimiento del mismo, y mandará abrir, si existiese, el tes-
tamento cerrado que hubiese dejado.

117. En el caso del artículo 110, el juez fijará, como día
presuntivo del fallecimiento del ausente, el último día de los
primeros tres años de la ausencia, o del día en que se tuvo de
él la última noticia; y en el caso del artículo 112, el día del con-
flicto de guerra, naufragio, terremoto, etc., si fuese conoci-
do, y no siéndolo, el día del término medio entre el principio
y el fin de la época en que el suceso ocurrió o pudo haber ocu-
rrido.

118. Fijado el día presuntivo del fallecimiento, los herederos
testamentarios, y en su falta los legítimos, a la época del pre-
suntivo fallecimiento del ausente, o los herederos de éstos o
los legatarios, entrarán en la posesión provisoria de los bienes
del ausente bajo inventario formal y fianzas que aseguren su
buena administración. Si no pudiesen dar fianzas, el juez po-
drá exigir la garantía que juzgue conveniente, o poner los bienes
bajo la administración de un tercero.

119. Los derechos y las obligaciones del que hubiese ob-
tenido la posesión provisoria, serán los mismos que los del
curador del incapaz de administrar sus bienes.

120. Si dada la posesión provisoria, se presentare el ausente
o hubiese noticia cierta de él, quedará sin efecto alguno.

121. Los herederos presuntivos o los herederos instituidos,
después de dada la posesión provisoria, pueden hacer división
provisoria de los bienes, sin poder enajenarlos, sean muebles
o raíces, sin autorización judicial.

122. Pasados quince años desde la desaparición del ausen-
te, o desde que se tuvo noticia cierta de su existencia, u ochenta
desde su nacimiento, el juez, a instancia de parte interesada,
podrá dar la posesión definitiva de los bienes del ausente a los
herederos instituidos, si hubiese testamento, y no habiéndolo
a los herederos presuntivos el día del presunto fallecimiento
del ausente, a los legatarios y a todos los que tengan derechos
subordinados a la condición de su muerte.

123. Con la posesión definitiva queda concluida y podrá
liquidarse la sociedad conyugal.

124. Si el ausente apareciese después de dada la posesión
definitiva de sus bienes, le serán entregados en el estado en que
se encuentren, o los que con el valor de ellos se hubiesen com-
prado; pero no podrá exigir el valor de los consumidos, ni las
rentas o intereses percibidos por los que hubiesen tenido la
posesión definitiva.

125. Si el ausente hubiese dejado hijos legítimos, cuya
existencia se ignoraba, podrán éstos pedir, y deberá entregár-
seles, los bienes del ausente, como en el caso de la aparición
de éste. Lo mismo se hará si se presentasen herederos insti-
tuidos en un testamento del que no se tenía conocimiento, y
los herederos probasen la efectiva muerte del testador.

Ley 23.492, de 23 de diciembre de 1986, de Punto
Final
Promulgada el 24/12/86

Extinción de la acción penal (Punto Final)

Art. 1. Se extinguirá la acción penal respecto de toda per-
sona por su presunta participaci6n en cualquier grado, en los
delitos del art. 10 de la ley 23.049, que no estuviere prófugo,
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o declarado en rebeldía, o que no haya sido ordenada su cita-
ción a prestar declarsci6n indagatoria, por tribunal competen-
te, antes de los sesenta días corridos a partir de la fecha de
promulgación de la presente ley.

En las mismas condiciones se extinguirá la acción penal
contra toda persona que hubiere cometido delitos vinculados
a la instauración de formas violentas de acción política hasta
el 10 de diciembre de 1983.

 Art. 2. Dentro del termino establecido por el articulo pre-
cedente las cámaras federales competentes podrán examinar el
estado de las causas que tramitan ante el Consejo Supremo de
las Fuerzas Armadas a los efectos del art. 10, ultima parte, de
la ley 23.049.

Las denuncias que se formulen en este termino ante el
Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas deberán ser infor-
madas dentro de las cuarenta y ocho (48) horas por el Conse-
jo Supremo de las Fuerzas Armadas a la cámara federal que
corresponda, quienes deberán examinarlas y en su caso avo-
carse.

Art. 3. Cuando en las causas en tramite se ordenare respecto
del personal en actividad de las fuerzas armadas, de seguridad,
policiales o penitenciarias, cualquiera sea su rango. La deten-
ción o prisión preventiva previstas en los arts. 363 a 375 del
Código de Procedimientos en Materia Penal o en los arts. 309
a 318 del Código de Justicia Militar, tales medidas se harán
efectivas bajo el régimen del inc. 2 del art. 315 de este último
Código, a petición del jefe de la unidad en que prestare servi-
cio aquel personal, o de cualquier otro oficial superior de quien
dependiese. En este caso, el superior será responsable de la
comparecencia inmediata del imputado todas las veces que el
tribunal lo requiera.

Art. 4. Las cuestiones de competencia que se susciten en-
tre el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas y las cáma-
ras federales o entre estas ultimas, así como la pendencia de
recursos que impidan resol-ver sobre el merito para disponer
la indagatoria al tribunal competente, suspenderán el plazo es-
tablecido en el art. 1.

Tampoco se computara el lapso comprendido entre la
fecha de notificacion al Consejo Supremo de las Fuerzas
Armadas del requerimiento de la cámara federal competente
en el caso del art. 2 y la fecha de recepción de la causa por
ésta.

A los fines del art. 1 no será de aplicación el art. 252 bis
ultima parte del Código de Justicia Militar.

Art. 5. La presente ley no extingue las acciones penales en
los casos de delitos de sustitución de estado civil y de sustrac-
ción y ocultación de menores.

Art. 6. La extinción dispuesta en el art. 1 no comprende a
las acciones civiles.

Art. 7. Comuníquese, etc.

Ley 23.521, de 4 de junio de 1987, de Obediencia
Debida
Promulgada el 8/06/1987

Art. 1. Se presume sin admitir prueba en contrario que quie-
nes a la fecha de comisión del hecho revistaban como oficia-
les jefes, oficiales subalternos, suboficiales y personal de tro-
pa de las fuerzas armadas, de seguridad, policiales y
penitenciarias, no son punibles por los delitos a que se refiere

el art. 10, punto 1 de la Ley 23.049 por haber obrado en vir-
tud de obediencia debida.

La misma presunción será aplicada a los oficiales superio-
res que no hubieran revistado como comandante en jefe, jefe
de zona, jefe de subzona o jefe de fuerza de seguridad, poli-
cial o penitenciaria si no se resuelve judicialmente, antes de
los treinta días de promulgación de esta ley, que tuvieron ca-
pacidad decisoria o participaron en la elaboraci6n de las or-
denes.

En tales casos se considerara de pleno derecho que las
personas mencionadas obraron en estado de coerción bajo
subordinación a la autoridad superior y en cumplimiento de
ordenes, sin facultad o posibilidad de inspección, oposi-
ción o resistencia a ellas en cuanto a su oportunidad y legiti-
midad.

Art. 2. La presunción establecida en el artículo anterior no
será aplicable respecto de los delitos de violación, sustracción
y ocultación de menores o sustitución de su estado civil y
apropiación extorsiva de inmuebles.

Art. 3. La presente ley se aplicara de oficio. Dentro de los
cinco (5) días de su entrada en vigencia, en todas las causas
pendientes, cualquiera sea su estado procesal, el tribunal ante
el que se encontraren radicadas sin mas tramite dictara, respecto
del personal comprendido en el art. 1, primer párrafo, la pro-
videncia a que se refiere el art. 252 bis del Código de Justicia
Militar o dejara sin efecto la citación a prestar declaración
indagatoria, según correspondiere.

El silencio del tribunal durante el plazo indicado, o en el
previsto en el segundo párrafo del art. 1 producirá los efectos
contemplados en el párrafo precedente, con el alcance de cosa
juzgada.

Si en la. causa no se hubiere acreditado el grado o función
que poseía a la fecha de los hechos la persona llamada a pres-
tar declaración indagatoria, el plazo transcurrirá desde la pre-
sentación del certificado o informe expedido por autoridad
competente que lo acredite.

Art. 4. Sin perjuicio de lo dispuesto por la Ley 23.492, en
las causas respecto de las cuales no hubiera transcurrido el plazo
previsto en el art. 1 de la misma, no podrá disponerse la cita-
ción a prestar declaración indagatoria de las personas mencio-
nadas en el art. 1, primer párrafo de la presente ley.

Art. 5. Respecto de las decisiones sobre la aplicación de esta
ley, procederá recurso ordinario de apelación ante la Corte
Suprema de Justicia de la Nación, el que podrá interponerse
dentro de los cinco (5) días de su notificación. Si la decisión
fuere tacita, el plazo transcurrirá desde que esta se tuviere por
pronunciada conforme con lo dispuesto en esta ley.

Art. 6. No será aplicable el art. 11 de la Ley 23.049 al per-
sonal comprendido en el art. 1 de la presente ley.

Art. 7. Comuníquese, etc.

Ley 23.511, de 13 de mayo de 1987, de creación del
Banco Nacional de Datos Genéticos
Promulgación: 01/06/1987

Art. 1.o Créase el Banco Nacional de Datos Genéticos
(BNDG) a fin de obtener y almacenar información genética que
facilite la determinación y esclarecimiento de conflictos rela-
tivos a la filiación. El BNDG funcionará en el Servicio de
Inmunología del Hospital Carlos A. Durand, dependiente de la
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Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, bajo la respon-
sabilidad y dirección técnica del jefe de dicha unidad y pres-
tará sus servicios en forma gratuita.

Art. 2.o Serán funciones del Banco Nacional de Datos
Genéticos:

a) Organizar, poner en funcionamiento y custodiar un ar-
chivo de datos genéticos, con el fin establecido en el art. 1.o;

b) Producir informes y dictámenes técnicos y realizar pe-
ricias genéticas a requerimiento judicial;

c) Realizar y promover estudios e investigaciones relativas
a su objeto.

Art. 3.o Los familiares de niños desaparecidos o presun-
tamente nacidos en cautiverio que residan en el exterior y
deseen registrar sus datos en el BNDG, podrán recurrir para
la práctica de los estudios pertinentes a las instituciones
que se reconozcan a ese efecto en el decreto reglamentario.
La muestra de sangre deberá extraerse en presencia del Cón-
sul Argentino quien certificará la identidad de quienes se so-
metan al análisis. Los resultados debidamente certificados por
el Consulado Argentino, serán remitidos al BNDG para su re-
gistro.

Art. 4.o Cuando fuese necesario determinar en juicio la
filiación de una persona y la pretensión apareciese verosímil
o razonable, se practicará el examen genético que será valo-
rado por el juez teniendo en cuenta las experiencias y enseñan-
zas científicas en la materia. La negativa a someterse a los
exámenes y análisis necesarios constituirá indicio contrario a
la posición sustentada por el renuente.

Los jueces nacionales requerirán ese examen al BNDG
admitiéndose el control de las partes y la designación de con-
sultores técnicos. El BNDG también evacuará los requerimien-
tos que formulen los jueces provinciales según sus propias leyes
procesales.

Art. 5.o Todo familiar consanguíneo de niños despareci-
dos o supuestamente nacidos en cautiverio, tendrá derecho a
solicitar y obetener los servicios del Banco Nacional de Da-
tos Genéticos. La acreditación de identidad de las personas que
se sometan a las pruebas biológicas conforme con las prescrip-
ciones de la presente ley, consistirá en la exhibición de la
documentación personal y, además, en la toma de impresiones
digitales y de fotografías, las que serán agregadas al respecti-
vo archivo del BNDG.

El BNDG centralizará los estudios y análisis de los meno-
res localizados, o que se localicen en el futuro, a fin de deter-
minar su filiación, y los que deban practicarse a sus presuntos
familiares. Asimismo conservará una muestra de la sangre
extraída a cada familiar de niños desaparecidos o presuntamente
nacidos en cautiverio, con el fin de permitir la realización de
los estudios adicionales que fueren necesarios.

Art. 6.o Sin perjuicio de otros estudios que el BNDG pueda
disponer, cuando sea requerida su intervención para conservar
datos genéticos o determinar o esclarecer una filiación, se prac-
ticarán los siguientes:

1. Investigación del grupo sanguíneo;
2. Investigación del sistema de histocompatibilidad (HLA-

A, B, C y DR);
3. Investigación de isoenzimas eritrocitarias;
4. Investigación de proteínas plasmáticas.

Art. 7.o Los datos registrados hasta la fecha en la Unidad
de Inmunología del Hospital Carlos A. Durand integrarán el
BNDG.

Art. 8.o Los registros y asientos del BNDG se conserva-
rán de modo inviolable e inalterable y en tales condiciones harán
plena fe de sus constancias.

Art. 9.o Toda alteración en los registros o informes se san-
cionarán con las penas previstas para el delito de falsificación
de instrumentos públicos y hará responsable al autor y a quien
los refrende o autorice.

Art. 10. Comuníquese, etc.

Ley 23.592, de 3 de agosto de 1988, de penalización
de actos discriminatorios
Promulgada el 23/081988

Adóptanse medidas para quienes arbitrariamente impidan
el pleno ejercicio de los derechos y garantías fundamentales
reconocidos en la Constitución Nacional.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso, etc. Sancionan con fuerza de Ley:

Artículo 1. Quien arbitrariamente impida, obstruya, restrinja
de algún modo menoscabe el pleno ejercicio sobre bases igua-
litarias de los derechos y garantías fundamentales reconocidos
en la Constitución Nacional, será obligado, a pedido del dam-
nificado, a dejar sin efecto el acto discriminatorio o cesar en su
realización y a reparar el daño moral y material ocasionados.

A los efectos del presente artículo se considerarán particu-
larmente los actos u omisiones discriminatorios determinados
por motivos tales como raza, religión, nacionalidad, ideología,
opinión política o gremial, sexo, posición económica, condi-
ción social o caracteres físicos.

Artículo 2. Elevase en un tercio el mínimo y en un medio
el máximo de la escala penal de todo delito reprimido por el
Código Penal o Leyes complementarias cuando sea cometido
por persecución u odio a una raza, religión o nacionalidad, o
con el objeto de destruir en todo o en parte a un grupo nacio-
nal, étnico, racial o religioso. En ningún caso se podrá exce-
der del máximo legal de la especie de pena de que se trate.

Artículo 3. Serán reprimidos con prisión de un mes a tres años
los que participaren en una organización o realizaren propaganda
basados en ideas o teorías de superioridad de una raza o de un
grupo de personas de determinada religión, origen étnico o co-
lor que tengan por objeto la justificación o promoción de la dis-
criminación racial o religiosa en cualquier forma.

En igual pena incurrirán quienes por cualquier medio alen-
taren o iniciaren a la persecución o el odio contra una perso-
na o grupos de personas a causa de su raza, religión, naciona-
lidad o ideas políticas.

Artículo 4. Se declara la obligatoriedad de exhibir en el
ingreso a los locales bailables, de recreación, salas de espec-
táculos, bares, restaurantes u otros de acceso público, en for-
ma clara y visible el texto del artículo 16 de la Constitución
Nacional, junto con el de la ley.

(Artículo incorporado por el art. 1 de la Ley 24.782 , BO.
03-04-97)

Artículo 5. El texto señalado en el artículo anterior, tendrá
una dimensión, como mínimo de treinta centímetros (30) de
ancho, por cuarenta (40) de alto y estará dispuesto verticalmente.

En el mismo al pie, deberá incluirse un recuadro destaca-
do con la siguiente leyenda:
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«Frente a cualquier acto discriminatorio, usted puede recu-
rrirá la autoridad policial y/o juzgado civil de turno, quienes
tienen la obligación de tomar su denuncia.»

(Artículo incorporado por el art. 2 de la Ley 24.782 BO 3/
04/1997)

Artículo 6. Se impondrá multa de $ 500 a $ 1000 al pro-
pietario, organizador o responsable de locales bailables, de re-
creación, salas de espectáculos u otros de acceso público que
no cumpliere estrictamente con lo dispuesto en los artículos 4
y 5 de la presente ley.

(Artículo sustituido por art. 1 de la Ley 25.608. BO 8/07/
2002)

Artículo 7. Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional. Juan
C. Pugliese – Victor H. Martínez – Carlos A. Bravo – Anto-
nio J. Macris Macris

(Artículo renumerado por el art. 2 de la Ley 25.608. BO
8/07/2002)

Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en
Buenos Aires, a los tres días del mes de agosto de año mil
novecientos ochenta y ocho

Ley 24.043, de 27 de noviembre de 1991. Beneficios
a las personas que hubieran sido puestas a disposi-
ción del PEN durante la vigencia del estado de sitio
o siendo civiles hubiesen sufrido detención en virtud
de actos emanados de tribunales militares
Promulgada el 23/12/1991

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza de ley:

Artículo 1. Las personas que durante la vigencia del esta-
do de sitio hubieran sido puestas a disposición del Poder Eje-
cutivo Nacional, por decreto de éste, o que siendo civiles hu-
biesen sufrido detención en virtud de actos emanados de
tribunales militares, hayan o no iniciado juicio por daños y
perjuicios podrán acogerse a los beneficios de esta ley, siem-
pre que no hubiesen percibido indemnización alguna en vir-
tud de sentencia judicial, con motivo de los hechos contem-
plados en la presente.

Artículo 2. Para acogerse a los beneficios de esta ley, las
personas mencionadas en el artículo anterior deberán reunir
alguno de los siguientes requisitos:

a) Haber sido puestos a disposición del Poder Ejecutivo
Nacional antes del 10 de diciembre de 1983.

b) En condición de civiles, haber sido privadas de su libertad
por actos emanados de tribunales militares, haya habido o no
sentencia condenatoria en este fuero.

Artículo 3. La solicitud del beneficio se hará ante el Mi-
nisterio del Interior, quien comprobará en forma sumarísima
el cumplimiento de los recaudos exigidos por los artículos an-
teriores y el lapso que duró la vigencia de la medida mencio-
nada en el artículo 2, incisos a) y b).

La resolución que deniegue en forma total o parcial el be-
neficio, será recurrible dentro de los diez (10) días de notifi-
cada ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Conten-
cioso Administrativo Federal de la Capital Federal. El recurso
se presentará fundado y el Ministerio del Interior lo elevará a

la Cámara con su opinión dentro del quinto día. La Cámara
decidirá sin más trámite dentro del plazo de veinte (20) días
de recibidas las actuaciones.

Artículo 4. El beneficio que establece la presente ley será
igual a la treintava parte de la remuneración mensual asigna-
da a la categoría superior del escalafón para el personal civil
de la administración pública nacional (aprobado por el Decreto
1428 del 22 de febrero de 1973, o el que lo reemplace), por
cada día que duró la medida mencionada en el artículo 2º, in-
cisos a) y b), respecto a cada beneficiario. A ese efecto se
considerará remuneración mensual a la totalidad de los rubros
que integran el salario del agente sujetos a aportes jubilatorios,
con exclusión de los adicionales particulares (antigüedad, tí-
tulo, etc.), y se tomará la correspondiente al mes en que se
otorgue el beneficio.

Para el cómputo del lapso aludido en el párrafo anterior,
se tomará en cuenta el acto del Poder Ejecutivo que decretó
la medida o el arresto efectivo no dispuesto por orden de au-
toridad judicial competente y el acto que la dejó sin efecto con
carácter particular o como consecuencia del cese del estado de
sitio.

Los arrestos domiciliarios o libertad vigilada no serán con-
siderados como cese de la medida.

Cuando las referidas personas hubiesen fallecido durante el
lapso que duró la medida mencionada en el art. 2º, incisos a)
y b), el beneficiario se fijará en la forma indicada precedente-
mente, computándose el lapso hasta el momento de la muer-
te. Sin perjuicio de ello, en estos casos el beneficio se incre-
mentará, por el solo hecho de la muerte en una suma equivalente
a la prevista en esta ley para cinco (5) años de vigencia de la
mencionada en el art.2, inc. a) y b).

El beneficio correspondiente a las personas que en iguales
circunstancias hubiesen sufrido lesiones gravísimas, según la
clasificación que hace el Código Penal, será incrementado, por
ese solo hecho, en una suma equivalente a la prevista en el
párrafo anterior, reducida en un treinta por ciento (30%).

Artículo 5. Los derechos otorgados por esta ley podrán ser
ejercidos por las personas mencionadas en el art. 1º o, en caso
de fallecimiento, por sus derecho-habientes.

Artículo 6. La solicitud prevista en el art. 3 de esta ley de-
berá efectuarse, bajo apercibimiento de caducidad, dentro de
los ciento ochenta (180) días de la fecha de entrada en vigen-
cia de la presente.

Artículo 7. En todos los supuestos, el pago deberá hacerse
efectivo en seis (6) cuotas semestrales con vencimiento, la
primera de ellas, dentro de los sesenta (60) días corridos del
otorgamiento del beneficio. (Segunda oración vetada por el
artículo 1 del Decreto 2722/91 BO de 2/01/92). A los efectos
del cálculo se tomará el índice correspondiente al mes ante-
rior al otorgamiento del beneficio y a la materialización del pago
respectivamente.

Vencido el plazo establecido para hacer efectivo el pago de
cada cuota sin que éste se hubiese cumplimentado, el benefi-
ciario podrá exigirlo judicialmente, sin necesidad de intima-
ción, trámite o reclamo previo, aplicándose para ello las nor-
mas que reglan la ejecución de sentencia. El importe de las
indemnizaciones previstas en la presente ley se podrá hacer
efectivo de conformidad a los términos de la Ley 23.982.

Artículo 8. El Ministerio del Interior será autoridad de apli-
cación de la presente ley y tendrá a su cargo el pago de las
prestaciones que ella establece, mediante depósito en bancos
oficiales dentro de la jurisdicción que corresponda al domici-
lio del beneficiario, a su orden.
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Artículo 9. El pago del beneficio importa la renuncia a todo
derecho por indemnización de daños y perjuicios en razón de
la privación de libertad, arresto, puesta a disposición del Po-
der Ejecutivo, muerte o lesiones y será excluyente de todo otro
beneficio o indemnización por el mismo concepto.

Artículo 10. Los gastos que demande el cumplimiento de
la presente ley se atenderán con cargo a «Rentas Generales».

Artículo 11. Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.
Alberto R. Pierri – Eduardo Menem – Esther H. Pereyra Aran-
día de Pérez Pardo – Hugo R. Flambaum

Ley 24.321, de 11 de mayo de 1994, desaparición for-
zada de personas
Promulgada el 8/06/1994

Declaración de ausencia. Juez Competente. Procedimiento.
Plazos. Efectos Civiles. Reparación con vida del ausente. Alcan-
ces a casos de ausencia con presunción de fallecimiento.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso, etc.; sancionan con fuerza de ley:

Artículo 1. Podrá declararse la ausencia por desaparición
forzada de toda aquella persona que hasta el 10 de diciembre de
1983 hubiera desaparecido involuntariamente del lugar de su
domicilio o residencia, sin que se tenga noticia de su paradero.

Artículo 2. A los efectos de esta ley se entiende por des-
aparición forzada de personas, cuando se hubiere privado a
alguien de su libertad personal y el hecho fuese seguido por
la desaparición de la víctima, o si ésta hubiera sido alojada en
lugares clandestinos de detención o privada, bajo cualquier otra
forma, del derecho a la jurisdicción. La misma deberá ser jus-
tificada mediante denuncia ya presentada ante autoridad judi-
cial competente, la ex Comisión Nacional sobre la Desapari-
ción de Personas (decreto 158/83), o la Subsecretaría de
Derechos Humanos y Sociales del Ministerio del Interior o la
ex Dirección Nacional de Derechos Humanos.

Artículo 3. Podrán solicitar la declaración de ausencia por
desaparición forzada, todos aquellos que tuvieren algún inte-
rés legítimo subordinado a la persona del ausente. En el caso
del cónyuge, ascendientes, descendientes y parientes hasta el
4º grado, dicho interés se presume. El trámite judicial, en ju-
risdicción nacional, será eximido de tasa de justicia.

Artículo 4. Será competente para entender en la causa, el
juez en lo civil del domicilio del solicitante o en su defecto el
de la residencia del desaparecido. El procedimiento, en juris-
dicción nacional será por trámite sumario.

Artículo 5. Recibida la solicitud de ausencia por desaparición
forzada o involuntaria, el juez requerirá al organismo oficial ante
el cual se formuló la denuncia de la desaparición, o en su defecto,
el juez donde se presentó el habeas corpus, información sobre
la veracidad formal del acto y ordenará la publicación de edic-
tos por tres días sucesivos en un periódico de la localidad res-
pectiva o en el Boletín Oficial citando al desaparecido. En caso
de urgencia, el juez podrá designar un administrador provisorio
o adoptar las medidas que las circunstancias aconsejen. La pu-
blicación en el Boletín Oficial será gratuita.

Artículo 6. Transcurridos sesenta días corridos desde la
última publicación de edictos y previa vista al degenero de

ausentes, quien sólo verificará el cumplimiento de lo norma-
do precedentemente, se procederá a declarar la ausencia por
desaparición forzada, fijándose como fecha presuntiva de la
misma el día que constaba en la denuncia originaria ante el
organismo oficial competente o en su caso el de la última no-
ticia fehaciente -si la hubiere- sobre el desaparecido.

Artículo 7. Los efectos civiles de la declaración de ausen-
cia por desaparición forzada serán análogos a los prescriptos
por la Ley 14.394 para la ausencia con presunción de falleci-
miento.

Artículo 8. En caso de reaparición con vida del ausente, éste
podrá reclamar la entrega de bienes que existiesen y en el es-
tado que se hallasen, los adquiridos con el valor de los que
faltaren, el precio que se adeudase de los que se hubieren ena-
jenado y los frutos que no se hubieren consumido. La reapa-
rición no causará por sí la nulidad del nuevo matrimonio ni de
ningún otro acto jurídico que se hubiese celebrado conforme
a derecho.

Artículo 9. El ejercicio de los derechos a los que se refie-
re esta ley, no impide el de las acciones previstas por otras
normas.

Artículo 10. En los casos ya declarados de ausencia con
presunción de fallecimiento con sentencia ya inscripta en el
Registro Nacional de las Personas o firme y pendiente de ins-
cripción podrán ser pedido de parte reconvertidos en «ausen-
cia por desaparición forzada» probándose solamente los extre-
mos del artículo 2º de esta ley ante el mismo juez que declaró
la ausencia con presunción de fallecimiento. Verificada la
desaparición forzada, el juez ordenará sin más trámite el ofi-
cio modificatorio de la sentencia, declarando sustituida la de-
claración de ausencia con presunción de fallecimiento por la
ausencia por desaparición forzada.

Artículo 11. Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.
Alberto R. Pierri – Eduardo Menem – Esther H. Pereyra Aran-
día de Pérez Pardo – Edgardo Piuzzi

Ley 24.411, de 7 de diciembre de 1994, de beneficio
a las personas ausentes por desaparición forzada y a
las fallecidas por el accionar de las fuerzas armadas
Promulgada el 28/12/1994

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso etc., sancionan con fuerza de Ley:

Artículo 1. Las personas que al momento de la promulga-
ción de la presente ley se encuentren en situación de desapa-
rición forzada, tendrán derecho a percibir, por medio de sus
causahabientes, un beneficio extraordinario equivalente a la
remuneración mensual de los agentes Nivel A del escalafón para
el personal civil de la administración pública nacional apro-
bado por el decreto 993/91, por el coeficiente 100.

A los efectos de esta ley, se entiende por desaparición for-
zada de personas, cuando se hubiera privado a alguien de su
libertad personal y el hecho fuese seguido por la desaparición
de la víctima, o si esta hubiera sido alojada en lugares clan-
destinos de detención o privada bajo cualquier otra forma del
derecho a la jurisdicción.

Artículo 2.  Tendrán derecho a percibir igual beneficio que
el establecido en el artículo 1º los causahabientes de toda per-
sona que hubiese fallecido como consecuencia del accionar de
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las fuerzas armadas, de seguridad, o de cualquier grupo para-
militar con anterioridad al 10-12-83.

Artículo 3. Para la acreditación de las situaciones enunciadas
recedentemente, y a los efectos exclusivos de esta ley, se pro-
cederá de la siguiente manera:

1. En el artículo 1, la desaparición forzada se probará por
cualquiera de los siguientes medios:

a) La pertinente denuncia penal por privación ilegítima de
la libertad y por la resolución del juez de que prima facie, la
desaparición es debida a esa causa. Al respecto el juez deberá
comprobar la veracidad formal de la denuncia, y resolver al solo
efecto de esta ley y en forma sumarísima;

b) Indistintamente, por la denuncia realizada ante la Comi-
sión Nacional sobre la Desaparición de Personas creada por
decreto 187/83, o ante la Subsecretaría de Derechos Humanos
del Ministerio del Interior.

2. En el artículo 2, por cualquiera de los medios enuncia-
dos en el inciso anterior, además del fallecimiento que se acre-
ditará con la partida de defunción pertinente.

Artículo 4. Los efectos y beneficios de esta ley se aplica-
rán también a las uniones matrimoniales de hecho que tuvie-
sen una antigüedad de por lo menos dos años anteriores a la
desaparición o fallecimiento, según el caso, y cuando esto se
probara fehacientemente.

Artículo 5. En caso de aparición de las personas mencio-
nadas en el artículo 1º, se deberá comunicar esta circunstan-
cia al juez competente, pero no habrá obligación de reintegrar
el beneficio si ya hubiera sido obtenido.

Artículo 6. La solicitud del beneficio se hará ante el Mi-
nisterio del Interior, quien comprobará en firma sumarísima el
cumplimiento de los recaudos exigidos para su obtención.

La resolución que deniegue en forma total o parcial el be-
neficio, será recurrible dentro de los diez (10) días de notifi-
cada ante la Cámara Nacional en lo Contencioso Administra-
tivo Federal. El recurso se presentará fundado, y el Ministerio
del Interior lo elevará a la Cámara con su opinión dentro del
quinto (5) día. La Cámara decidirá sin más trámite dentro del
plazo de veinte (20) días de recibidas las actuaciones.

Artículo 7. La solicitud del beneficio deberá efectuarse, bajo
apercibimiento de caducidad, dentro de los ciento ochenta (180)
días de la fecha de entrada en vigencia de la presente.

Artículo 8. El Ministerio del Interior será la autoridad de
aplicación de la presente ley y tendrá a su cargo el pago del
beneficio que ella establece, mediante depósito en bancos ofi-
ciales dentro de la jurisdicción que corresponda al domicilio
del/los beneficiarios, a su orden.

El importe del beneficio previsto en la presente ley podrá
hacerse efectivo de conformidad a los términos de la Ley 23.982.

Vencido el plazo establecido para ser efectivo el pago del
beneficio sin que este se hubiera complementado, el/los bene-
ficiarios podrán exigirlo judicialmente, sin necesidad de inti-
mación, trámite o reclamo previo, aplicándose para, ello las
normas que reglan la ejecución de sentencia.

Artículo 9. El beneficio obtenido por la presente ley es
incompatible con cualquier acción judicial por daños u perjui-
cios derivados de las causales de los artículos 1 y 2 planteada
por los beneficiarios.

Artículo 10. Los gastos que demande el cumplimiento de
la presente ley se atenderán con cargo a «Rentas generales».

Artículo 11. - Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.

Ley 24.499, de 14 de junio de 1995, de prórroga de la
Ley 24.411 de desaparición forzada de personas
Promulgada de Hecho el 7 de Julio de 1995

Ampliase el plazo para la presentación de la solicitud del
beneficio establecido en la Ley Nº 24.411.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso etc., sancionan con fuerza de Ley:

Artículo 1. Ampliase a cinco (5) años el plazo para la pre-
sentación de la solicitud del beneficio emergente de la Ley Nº
24.411, a partir del vencimiento del establecido en el artículo
7 de la misma.

Artículo 2. Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Decreto Nacional 403, de 29 de agosto de 1995, regla-
mentario de la Ley 24.411 de ausencia por desapari-
ción forzada

VISTO
Las Leyes 24.411 y 24.499, y

CONSIDERANDO
Que la norma legal citada en primer término otorga un

beneficio, por medio de sus causahabientes, a aquellas perso-
nas que hubieran desaparecido y también a los que hubieren
fallecido como consecuencia del accionar de las Fuerzas Ar-
madas, de Seguridad o de grupos paramilitares.

Que se hace necesario establecer con claridad las pautas de
procedimiento tendientes a regular su implementación y tra-
mitación.

Que la Ley N. 24.499, prorrogó por cinco (5) años, el pla-
zo de vigencia de ciento ochenta (180) días, establecido en el
artículo 7 de la Ley N. 24.411, a los efectos de solicitar el
beneficio otorgado por esta última norma.

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades
conferidas por el artículo 99, inciso 2 de la Constitución Na-
cional.

Por ello,
El Presidente de la Nación Argentina

DECRETA:

Artículo 1
Apruébase la Reglamentación de la Ley 24.411, modifica-

da por su similar N. 24.499, que como Anexo I forma parte
integrante del presente decreto.

Artículo 2
Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del

Registro Oficial y archívese.
2
Firmantes
Menem – Bauza – Corach

ANEXO I
REGLAMENTACION DE LA LEY N. 24.411

Artículo 1
A los efectos del artículo 1 de la ley, la desaparición for-

zada debe prolongarse hasta el momento de la entrada en vi-
gencia de la misma. Por lo tanto, no se encuentran en dicha
situación:
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a) Las personas que hubieran reaparecido con vida.
b) Las personas cuyos cuerpos sin vida hubieran sido iden-

tificados.
c) Las personas cuyo deceso constare en acta de defunción.

Artículo 2
A los efectos del artículo 2 de la ley, se entenderá por grupo

paramilitar solo aquellos que actuaron en la lucha antisubver-
siva sin identificación de su personal mediante uniformes o
credenciales.

Artículo 3
Para la acreditación de las situaciones enunciadas en la ley,

se procederá de la siguiente manera:

I. La desaparición forzada a la que hace referencia el ar-
tículo 3, inciso 1, punto b) se acreditará indistintamente por
alguna de las siguientes formas:

I.a) Por copia certificada del auto judicial que haya decla-
rado la ausencia por desaparición forzada prevista en la Ley
N. 24.321. En caso de que la ausencia con presunción de fa-
llecimiento haya sido declarada judicialmente y la misma hu-
biese sido causada por desaparición forzada, esta última po-
drá ser acreditada en los términos del artículo 3 de la Ley N.
24.411 o del artículo 10 de la Ley N. 24.321.

I.b) Por el certificado emitido por la Subsecretaría de De-
rechos Humanos y Sociales del Ministerio del Interior que
acredite la denuncia efectuada oportunamente ante la ex Co-
misión Nacional sobre la Desaparición de Personas (CONA-
DEP) o la entonces Subsecretaría de Derechos Humanos, (ex
Dirección de Derechos Humanos) actualmente Subsecretaría de
Derechos Humanos y Sociales del Ministerio del Interior. En
el documento deberá consignarse que se han compulsado los
legajos respectivos y que de dicha compulsa no se desprende
que la persona se encuentra en las condiciones que prevén los
incisos a), b) y c) del artículo 1 de la presente reglamentación.

I.c) En el caso de que la desaparición forzada no pudiere
ser probada por ninguno de los medios previstos en la ley o
en esta reglamentación, ni por las constancias legadas por la
ex-Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (CO-
NADEP) se abrirá un nuevo legajo.

En este caso, la Subsecretaría de Derechos Humanos y
Sociales del Ministerio del Interior emitirá un «certificado de
denuncia de desaparición forzada» que producirá plenos efec-
tos para tenerla por acreditada, en las siguientes situaciones:

a) Cuando pueda acreditarse la denuncia por desaparición
con prueba documental contemporánea a aquélla, tales como
pedidos de paradero o interposición de corpus corpus o cons-
tancias en archivo o de otros organismos públicos o privados
con personería jurídica reconocida nacionales o internaciona-
les.

b) Cuando la denuncia figure consignada mediante núme-
ro de actor en el Anexo I del informe final de la ex-Comisión
Nacional sobre la Desaparición de Personas (CONADEP) edi-
tado por la Editorial Universitaria de Buenos Aires.

c) Cuando no existan los elementos a que se hace referen-
cia en los puntos anteriores, la denuncia podrá acreditarse por
los medios de prueba previstos en los Códigos Procesal, Civil
y Comercial de la Nación y Procesal Penal de la Nación. En
estos casos la prueba documental o testimonial producida con
posterioridad a la entrada en vigencia de la ley únicamente
podrá ser tenida como válida cuando corrobore otros elemen-
tos probatorios producidos en forma contemporánea a la des-
aparición.

El certificado podrá ser solicitado por cualquier persona con
interés legítimo, presumiéndose el mismo en caso de parentesco
directo hasta el cuarto grado. El interés legítimo, en caso de
no existir dicho parentesco, deberá ser probado.

En caso de que sea requerido más de un certificado de
desaparición forzada, el organismo emisor deberá hacer cons-
tar en los sucesivos certificados que ya ha emitido otros ante-
riores y además, tomará nota de quien los haya solicitado con-
signando su documento de identidad.

II. El fallecimiento a que hace referencia el artículo 3, in-
ciso 2 de la ley se acreditará:

II a) Por resolución judicial o por constancias administra-
tivas, de las que se desprenda la participación en el hecho de
personal de las Fuerzas Armadas, de Seguridad o de grupos
paramilitares.

Se presume que el fallecimiento tuvo lugar por el accionar
de las Fuerzas Armadas o de Seguridad o grupos paramilita-
res, cuando:

a) El fallecimiento haya ocurrido en lugares o establecimien-
tos pertenecientes a los mismos.

b) Las personas hayan sido denunciadas como desapareci-
das ante la ex-Comisión Nacional sobre la Desaparición de
Personas (CONADEP) y se encuentren dentro de las previsiones
de los incisos b) o c) del artículo 1 de la presente reglamenta-
ción.

c) En los demás casos el fallecimiento por el accionar de
las Fuerzas Armadas, de Seguridad o Grupos Paramilitares
podrá acreditarse por los medios de prueba previstos en los
Códigos Procesal Civil y Comercial de la Nación y Procesal
Penal de la Nación. En estos casos la prueba documental o
testimonial producida con posterioridad a la entrada en vigencia
de la ley que se reglamenta, únicamente podrá ser tenida como
válida cuando corrobore otros elementos probatorios produci-
dos en forma contemporánea a la muerte.

La mencionada Ministerio del Interior Ministerio del Inte-
rior del Ministerio del Interior tendrá a su cargo la confección
de los legajos individuales de las personas fallecidas en los que
deberán constar los antecedentes y las pruebas tendientes a
acreditar los extremos previstos por la ley.

El pedido de informes que requiera el organismo de apli-
cación para acreditar la desaparición o el fallecimiento debe-
rá ser contestado en un plazo que no podrá exceder los veinte
(20) días hábiles.

En los casos en que se encuentre suficientemente probado
que la muerte fue causada por el accionar de las Fuerzas Ar-
madas, de Seguridad o de cualquier grupo paramilitar que in-
dica la ley, el Ministerio del Interior a través de la Subsecre-
taría de Derechos Humanos y Sociales dictará el acto
administrativo que así lo declare, y emitirá un certificado que
deberá ser agregado a las actuaciones iniciadas en virtud de la
Ley N . 24.411, el que habilitará para la continuación del trá-
mite.

Artículo 4
Las uniones de matrimoniales de hecho a que hace referencia

el artículo 4 de la ley judicial, en la cual deberá respetarse el
procedimiento establecido en el artículo 322 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación.

Artículo 5
En el caso de aparición de las personas mencionadas en el

artículo 1 la comunicación de tal hecho al Juez competente
podrá ser efectuada por cualquier persona, la que deberá en el
mismo acto de formular la denuncia fundarla y ofrecer la prueba
pertinente. Caso contrario será rechazada «in límine».

Artículo 6
La solicitud del beneficio se hará ante la Subsecretaría de

Derechos Humanos y Sociales del Ministerio del Interior por
quien presuma tener un interés legítimo, o por cualquiera de
los causahabientes que revistan la calidad de herederos en los
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términos de los artículos 3545 a 3587 del Código Civil y, en
su caso, por la persona que cumpla los extremos a que hace
referencia el artículo 4 de la ley.

El carácter de beneficiario podrá acreditarse con testimo-
nio o copia autenticada de la declaratoria de herederos del
desaparecido o fallecido, o –al solo efecto del cumplimiento
de esta ley– mediante información sumaria en sede judicial, en
la cual deberá respetarse el procedimiento del artículo 322 del
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

La tramitación de la información sumaria aludida, contará
en caso de ser necesario, con la asistencia del Ministerio Pú-
blico y con el patrocinio jurídico gratuito de los organismos
oficiales habilitados al efecto.

Una vez aportada por los solicitantes la documentación
requerida, el Ministerio del Interior deberá resolver sobre la
procedencia del beneficio en el plazo de trescientos sesenta
(360) días hábiles administrativos.

En los casos en que se encuentre en trámite la acción de fi-
liación tendiente a establecer la verdadera identidad de una per-
sona presuntamente hijo de persona desaparecida o muerta en las
circunstancias a que hacen referencia los artículos 1 o 2 de la ley,
el presunto hijo podrá solicitar la suspensión del trámite hasta
tanto esté firme la sentencia que determine la filiación.

Previo al otorgamiento del beneficio, la Subsecretaría de
Derechos Humanos y Sociales del Ministerio del Interior, deberá
requerir a la Policía Federal Argentina que informe si registra
algún antecedente del desaparecido posterior a la fecha de la
denunciada desaparición, el que deberá ser contestado en un
plazo que no podrá exceder los veinte (20) días hábiles.

Acreditados los recaudos a que hace referencia el presente
artículo, el Ministerio del Interior, previo dictamen de su Ser-
vicio Jurídico Permanente, dictará el acto administrativo en el
que se declare la procedencia o improcedencia de la concesión
del beneficio a las personas que hayan acreditado la calidad
del beneficiario.

Artículo 7
Sin reglamentar.

Artículo 8
El pago del beneficio se hará efectivo conforme los térmi-

nos de la Ley N. 23.982.

Artículo 9
En declaración jurada deberá declararse que no se ha per-

cibido indemnización alguna por daños y perjuicios derivados
de las causales que originan este beneficio y deberá renunciarse
a entablar acciones judiciales por igual motivo.

El presente beneficio será incompatible con cualquier otro
percibido o a percibir en relación con los fallecidos o decla-
rados ausentes con presunción de fallecimiento contemplados
en el Decreto N. 70/91, y en la Ley N. 24.043 y normas mo-
dificatorias complementarias y/o aclaratorias.

Artículo 10
Sin reglamentar.

Artículo 11
Sin reglamentar.

Ley 24.952, de 25 de marzo de 1998, de derogación
de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida.
Deróganse las Leyes Nros. 23.492 y 23.521
Promulgada de hecho el 15/04/1998

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza de Ley:

Articulo 1. Derógase la Ley 23.492.

Articulo 2. Derógase la Ley 23.521.

Articulo 3. Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la sala de sesiones del Congreso Argentino, en
Buenos Aires, a los veinticinco días del mes de marzo del año
mil novecientos noventa y ocho.

Registrada bajo el nº 24.952

Alberto R. Pierri. – Carlos Federico Ruckauf. – Esther H.
Pereyra Arandía de Pérez Pardo. – Edgardo Piuzzi.

Ley 46, de 21 de julio de 1998, de la Ciudad de Bue-
nos Aires, Parque de la Memoria
Promulgación de hecho el 14/08/1998

Buenos Aires, 21 de julio de 1998.

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
sanciona con fuerza de Ley

Artículo 1. Destínase, en la franja costera del Río de la Plata,
un espacio que será afectado para su uso como paseo público
donde se emplazará un monumento y un grupo poliescultural,
en homenaje a los detenidos-desaparecidos y asesinados por
el terrorismo de Estado durante los años 70 e inicios de los 80,
hasta la recuperación del Estado de Derecho. La ubicación
exacta y los condicionantes del diseño están especificados en
el Anexo I el cual es parte integrante de la presente Ley.

Artículo 2. El Monumento debe contener los nombres de
los detenidos-desaparecidos y asesinados que constan en el
informe producido por la Comisión Nacional sobre Desapari-
ción de Personas (CONADEP), depurado y actualizado por la
Subsecretaría de Derechos Humanos y Sociales del Ministe-
rio del Interior de la Nación, los de aquellos que con poste-
rioridad hubieran sido denunciados ante el mismo organismo,
o proporcionado conjuntamente por los Organismos de Dere-
chos Humanos. Además, contará con un espacio que permita
la incorporación de los nombres de aquellos detenidos- desapa-
recidos o asesinados durante el período citado en el artículo
1, que pudieran denunciarse en el futuro.

Artículo 3. Créase la Comisión pro Monumento a las Víc-
timas del Terrorismo de Estado. La misma estará integrada por:

a. El Vicepresidente 1° de la Legislatura,
b. Once (11) diputados, respetando la proporción en que los

bloques están representados en la Legislatura,
c. Cuatro (4) funcionarios, designados por el Jefe de Go-

bierno de la Ciudad de Buenos Aires, representando a las áreas
que están involucradas en el cumplimiento de la presente Ley,

d. Un (1) representante designado por la Universidad de
Buenos Aires (UBA), y

e. Un (1) representante por cada uno de los Organismos de
Derechos Humanos, detallados en el Anexo II, el cual es par-
te integrante de la presente Ley.

Artículo 4. Se llamará a sendos concursos públicos, a los
efectos de proceder a la selección tanto del Monumento que
contendrá la nómina de detenidos-desaparecidos, como de las
esculturas que integrarán el grupo poliescultural.

Artículo 5. Son atribuciones de la Comisión creada en el
artículo 3:



63Boletín de Documentación, n.o  27 / Septiembre-Diciembre 2006|C|E|P|C|

a. participar en el seguimiento del Concurso de Ideas para
el Desarrollo del Área Ciudad Universitaria de la Ciudad de
Buenos Aires, según convenio suscripto el 19 de marzo de 1998,
cuyo número de Resolución es 016-SPUyMA-98, en lo que
respecta al cumplimiento de la presente Ley,

b. participar en el diseño, dentro de proyecto integral ga-
nador del concurso mencionado en el inciso «a)», en lo refe-
rido a la implementación del Monumento y las esculturas.

c. dar su aprobación al proyecto integral y supervisar la
ejecución de la obra (paseo, monumento, esculturas),

d. fijar las bases de los concursos que establece el artícu-
lo 4°,

e. designar a los jurados de los mismos,
f. fuera de los concursos citados, seleccionar esculturas de

artistas argentinos y extranjeros, sobre la base de su prestigio
y trayectoria artística y su compromiso con la defensa de los
Derechos Humanos, para integrar el grupo poliescultural,

g. recibir nuevas denuncias sobre personas detenidas-des-
aparecidas y asesinadas, y evaluar su inclusión en la nómina,

h. dictar su Reglamento Interno,
i. solicitar asesoramiento jurídico, artístico y técnico,
j. realizar toda otra acción conducente al cumplimiento de

la presente Ley,

Artículo 6. La Comisión debe informar trimestralmente a
la Legislatura acerca de su actuación, a través de la Comisión
de Derechos Humanos, Garantías y Antidiscriminación.

Artículo 7. La Comisión concluirá sus actividades tres meses
después de la inauguración definitiva del paseo.

Artículo 8. Los gastos que demande el cumplimiento de la
presente, serán imputados:

a. En lo atinente al paseo público, a las partidas presupues-
tarias del Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recur-
sos del a. Ejercicio 1998; 30.16.01.2.1.4.2 «Buenos Aires y el
Río» -Construcciones- y a la partida 35.20.02.2.1.4.2 «Proyecto
Parque Ciudad Universitaria»,

b. En lo atinente al Monumento y al grupo Poliescultural,
el Poder Ejecutivo estimará el nivel de erogaciones para el
cumplimiento de la presente y elevará a la Legislatura, si co-
rrespondiere, el proyecto de modificación presupuestaria, es-
tablecido para la jurisdicción Secretaría de Cultura del Ejer-
cicio 1998.

Artículo 9. El paseo que contiene el monumento poliescul-
tural, será inaugurado el día 24 de marzo de 1999, por el Jefe
de Gobierno de la Ciudad, los diputados, representantes de los
Organismos de Derechos Humanos, familiares de la víctimas,
etc.

Cláusula transitoria: El Poder Ejecutivo celebrará un con-
venio con la universidad de Buenos Aires con el objeto de
acordar el uso del terreno previsto para la parquización y la
construcción del monumento y del grupo poliescultural de la
presente ley.

Artículo 10. Comuníquese, etc.
Enrique Olivera
Miguel Orlando Grillo

ANEXO I

Localización
Sector Sur de la franja costera del Río de la Plata que se

extiende desde el ángulo Noreste del predio de Ciudad Uni-
versitaria hasta el tramo norte de la Avenida Costanera Rafael
Obligado, según se ilustra en mapa adjunto.

Condicionantes de diseño
a) Emplazamiento: en directo contacto con el río, o sea sin

interposición de instalaciones prescindibles de cualquier índole
entre el monumento y el curso del agua.

b) Visualización: franca percepción visual desde las vías de
circulación peatonal y vehicular; desde el río, en aproximación
náutica y desde el aire, en aproximación aeronáutica.

c) Máxima accesibilidad.
d) Seguridad: máxima prevención ante atentados.

ANEXO II

Asamblea Permanente por los Derechos Humanos.
Madres de Plaza de Mayo, Linea Fundadora.
Abuelas de Plaza de Mayo.
Servicio Paz y Justicia.
Centro de Estudios Legales y Sociales.
Familiares de Desaparecidos y Detenidos por Razones

Políticas.
Liga Argentina por los Derechos del Hombre.
Movimiento Ecuménico por los Derechos Humanos.
Fundación Memoria Histórica y Social Argentina
Buena Memoria

Ley 961, de 5 de diciembre de 2002 de la Ciudad de
Buenos Aires de creación del Instituto. «Espacio
para la memoria»
Promulgación: Decreto Nº 1.753 del 27/12/2002

Buenos Aires, 5 de diciembre de 2002.

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
sanciona con fuerza de Ley

Artículo 1. Créase en el ámbito del Gobierno de la Ciudad
de Buenos Aires el Instituto «Espacio para la Memoria», con
carácter de ente autárquico en lo económico financiero y con
autonomía en los temas de su incumbencia. Forma parte de la
administración descentralizada y está sometido al control de la
Auditoría General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Artículo 2. Es misión y función del Instituto «Espacio para
la Memoria» el resguardo y transmisión de la memoria e his-
toria de los hechos ocurridos durante el Terrorismo de Esta-
do, de los años ´70 e inicios de los ´80 hasta la recuperación
del Estado de Derecho, así como los antecedentes, etapas pos-
teriores y consecuencias, con el objeto de promover la profun-
dización del sistema democrático, la consolidación de los de-
rechos humanos y la prevalencia de los valores de la vida, la
libertad y la dignidad humana.

Artículo 3. Son atribuciones del Instituto «Espacio para la
Memoria» para el cumplimiento de su misión:

Recopilar, sistematizar y conservar el material documen-
tal y testimonial correspondientes a la época pertinente, el que
pasará a integrar el acervo patrimonial del Instituto «Espacio
para la Memoria»

Promover redes de información con otros centros, institu-
tos o dependencias estatales o no, sean nacionales, provincia-
les o internacionales, académicas o sitios digitales que tuvie-
ren intereses comunes o realizaran actividades complementarias
con su misión y función en la Ciudad.

Recuperar los predios o lugares en la Ciudad donde hubieran
funcionado Centros Clandestinos de Detención o hubieran
ocurrido otros acontecimientos emblemáticos de la época, pro-
moviendo su integración a la memoria urbana.
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Realizar exhibiciones o muestras, eventos de difusión y de
concienciación sobre el valor de los derechos humanos vulne-
rados durante la etapa del Terrorismo de Estado, sus consecuen-
cias y la reafirmación del NUNCA MAS.

Promover actividades participativas sobre temas de su in-
cumbencia y realizar publicaciones gráficas, audiovisuales o
por medios digitales.

Realizar cursos, conferencias, tareas de capacitación, de
estudio e investigación o promover o auspiciar la de terceros.

Integrar a su plan de trabajo las actividades que la Comi-
sión Pro Monumento a las Víctimas del Terrorismo de Esta-
do, creada por Ley Nº 46, le derive para su realización y sea
aceptado por el Instituto «Espacio para la Memoria»

Artículo 4. El Instituto «Espacio para la Memoria» está
integrado por:

Un/a Director/a Ejecutivo/a y un Secretario/a Ejecutivo/a,
elegido por concurso.

Un Consejo Directivo integrado por:
Un (1) representante designado por cada una de las doce

(12) Organizaciones No Gubernamentales de Derechos Huma-
nos detalladas en el Anexo I, el cual es parte integrante de la
presente ley.(Conforme texto art. 1 de la Ley Nº 1.938, BOC-
BA Nº 2453 del 06/06/2006.

Cinco (5) miembros del Poder Ejecutivo de la Ciudad de-
signados por el Jefe de Gobierno.

Cinco (5) miembros designados por la Legislatura de la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que deben reflejar la re-
presentación política de los bloques que la componen.

Seis (6) personalidades con reconocido compromiso en la
defensa de los Derechos Humanos designados por los veinte
(20) miembros nombrados con anterioridad.

Todos los miembros designados en los incisos a), b) y c)
deben contar con un (1) suplente. Los miembros titulares y
suplentes que integren el Consejo Directivo del Instituto «Es-
pacio para la Memoria» lo harán en carácter «ad honorem» en
todos los casos y duran tres (3) años, con excepción de los
mencionados en los incisos b) y c), que duran el término de
sus mandatos o cargos.

Artículo 5. La Dirección y Secretaría Ejecutiva se integran
por concurso de antecedentes. Duran en sus cargos dos (2) años,
pudiendo ser reelectos. A los efectos legales y administrativos
ambos revisten carácter de funcionarios públicos. Los desig-
na el Jefe de Gobierno.

Artículo 6. Son atribuciones del Consejo Directivo:
Definir las políticas generales de actuación del Instituto

«Espacio para la Memoria».
Aprobar el Plan General Anual de actividad de Instituto

«Espacio para la Memoria» así como las modificaciones que
fuera necesario realizar durante la etapa de programación y
ejercicio de dicho plan.

Dictar su propio reglamento y eventualmente designar de
su seno una Mesa Ejecutiva.

Convocar a concursos y designar a los jurados.
Aceptar o rechazar donaciones, legados , herencias u otros

aportes.
Aprobar y elevar al Poder Ejecutivo, el anteproyecto del

presupuesto anual y los balances de ejecución presupuestaria.
Organizar la planta de personal la cual funcionará bajo el

régimen del empleo público.

Artículo 7.- El Director Ejecutivo tiene las siguientes atri-
buciones:

Suscribir contratos y convenios en nombre de la enti-
dad, con los límites que en su caso establezca el Consejo Di-
rectivo.

Dirigir el funcionamiento general de la entidad organizan-
do, impulsando y coordinando las actividades.

Elaborar el Plan Anual de Actividades y elevarlo al Con-
sejo Directivo para su aprobación, así como dirigir su correc-
ta ejecución dando cuenta periódica de su gestión y resultados
ante el mencionado Consejo

Ejecutar las resoluciones del Consejo Directivo.
Ejercer el control y la gestión del personal.
Proponer al Consejo Directivo la estructura organizativa.
Llevar a cabo la gestión económica y financiera.
Llevar a cabo las actividades que deriven de disposiciones

legales y las propias de la gestión ordinaria.
Delegar en el Secretario Ejecutivo todas las competencias

que crea conveniente.

Artículo 8. El Instituto «Espacio para la Memoria» puede
tener patrimonio propio. El mismo está integrado por los bie-
nes y recursos que se le transfieran o que obtenga en el futu-
ro, a título oneroso o gratuito.

Artículo 9. El Poder Ejecutivo garantiza la partida presu-
puestaria correspondiente, para el funcionamiento del Institu-
to «Espacio para la Memoria». El Instituto puede celebrar
contratos o formalizar acuerdos de cooperación para la obten-
ción de recursos económicos con organismos nacionales, ex-
tranjeros o internacionales, gubernamentales o privados.

Artículo 10. El Instituto «Espacio para la Memoria», ten-
drá su sede definitiva en el predio que ocupó la ESMA sito en
Av. Del Libertador 8151/8209/8305/8401/8461.

Cláusula Transitoria Primera: Mientras subsista la Comi-
sión Pro Monumento a las Víctimas del Terrorismo, no tendrá
plena vigencia el inciso g) artículo 3º.

Cláusula Transitoria Segunda: El Poder Ejecutivo cederá en
comodato al Instituto «Espacio para la Memoria» un inmue-
ble o instalaciones idóneas para su funcionamiento, hasta tan-
to se logre la recuperación del predio de Avenida del Liberta-
dor 8151/8209/8305/8401/8461 para la Ciudad, que hoy se
encuentra en litigio.

Cláusula Transitoria Tercera: Esta Ley entra en vigencia el
día de su promulgación. El Poder Ejecutivo deberá reglamen-
tarla dentro de los 120 días posteriores.

Cláusula Transitoria Cuarta: Para la puesta en marcha del
Instituto «Espacio para la Memoria» el Consejo Directivo de-
signará, por única vez, en forma directa a las personas que
asumirán los cargos de Director Ejecutivo y Secretario Ejecu-
tivo por un período de dos (2) años.

Artículo 11. Comuníquese, etc.

Cecilia Felgueras
Juan Manuel Alemany

ANEXO I

Abuelas de Plaza de Mayo
Asamblea Permanente por los Derechos Humanos
Buena Memoria Asociación Civil
Centro de Estudios Legales y Sociales
Familiares de Desaparecidos y Detenidos por Razones

Políticas
Fundación Memoria Histórica y Social Argentina
Liga Argentina por los Derechos del Hombre
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Madres de Plaza de Mayo Línea Fundadora
Movimiento Ecuménico por los Derechos Humanos
Servicio Paz y Justicia
Hijos por la Identidad y la Justicia, contra el Olvido y el

Silencio – H.I.J.O.S. (Incorporado por el Art. 2º de la Ley Nº
1.938, BOCBA Nº 2453 del 06/06/2006)

Hermanos de Desaparecidos por la Verdad y la Justicia
(Incorporado por el Art. 2º de la Ley Nº 1.938, BOCBA Nº 2453
del 06/06/2006)

Ley 25.779, de 21 de agosto de 2003. Decláranse in-
sanablemente nulas las Leyes Núms. 23.492 de Pun-
to Final y 23.521 de Obediencia Debida
Promulgada el 2/09/2003

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza de Ley:

Articulo 1. Decláranse insanablemente nulas las Leyes
23.492 y 23.521.

Articulo 2. Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en
Buenos Aires, a los veintiuno días del mes de agosto del año
dos mil tres.

Registrada bajo el nº 5.779

Eduardo O. Camaño. – Jose L. Gioja. – Eduardo D. Rolla-
no. – Juan Estrada.

Decreto 689/2003

Bs. As., 2/9/2003

POR TANTO:

Téngase por Ley de la Nación Nº 25.779 cúmplase, comu-
níquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Regis-
tro Oficial y archívese. – Kirchner. – Alberto A. Fernández. –
Gustavo O. Béliz.

Decreto 1259/2003, de 16 de diciembre de 2003, de
creación del Archivo Nacional de la Memoria

Creación. Objetivos. Actividades fundamentales

VISTO la labor desempeñada por la Secretaría de Derechos
Humanos del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos
Humanos, como custodia de los Archivos de la Comisión
Nacional sobre Desaparición de Personas (CONADEP), tal
como lo dispone el Decreto N 3090 de fecha 20 de septiem-
bre de 1984; y

CONSIDERANDO:
Que las experiencias repetidas de violaciones graves y fla-

grantes de los derechos humanos fundamentales sufridas en
nuestro país en distintos períodos de su historia contemporá-
nea, alcanzaron carácter masivo y sistemático durante las dic-
taduras militares de seguridad nacional, e inusitada gravedad
durante el régimen de terrorismo de Estado instaurado el 24
de marzo de 1976.

Que la respuesta social se ha expresado en la poderosa,
persistente e indoblegable demanda de verdad, justicia y repa-
ración a lo largo y lo ancho del país y en ocasiones muchos
años después de cometidos gravísimos atentados contra la dig-
nidad humana.

Que deben tenerse presentes los consiguientes deberes del
Estado de promover, respetar y garantizar los derechos huma-
nos, incluidos los derechos a la verdad, la justicia y la repara-
ción, rehabilitar a las víctimas y asegurar los beneficios del
Estado democrático de derecho para las generaciones actuales
y futuras.

Que hoy tiene vigencia en nuestro país un amplio plexo de
normas constitucionales de derechos humanos y de instrumentos
internacionales universales y regionales en la materia a los que
la República Argentina ha reconocido jerarquía constitucional,
que constituyen la base normativa del derecho a la verdad de
las víctimas y la sociedad en su conjunto, y que conllevan el
correlativo deber de memoria del Estado, ambos explícitamente
desarrollados en el Proyecto de Conjunto de Principios para la
Protección y la Promoción de los Derechos Humanos mediante
la Lucha contra la Impunidad, actualmente en curso de elabo-
ración en la Organización de las Naciones Unidad.

Que es necesario contribuir a la lucha contra la impunidad,
como lo reafirma, entre otros documentos, la Declaración Fi-
nal y el Programa de Acción adoptados en la Segunda Confe-
rencia Mundial de Derechos Humanos celebrada en Viena,
Austria, en junio de 1993.

Que es conveniente que el Estado Nacional pueda integrarse
a tales fines al importante programa Memoria del Mundo de
la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura (UNESCO), creado en 1992.

Que existen valiosos antecedentes representados en nues-
tro país, entre otros, por las experiencias de recuperación de
la memoria histórica realizadas mediante la Comisión Provin-
cial de la Memoria de la provincia de Buenos Aires desde su
creación por Ley Provincial N 12.483 el 13 de julio de 2000,
el Museo de la Memoria dependiente de la Secretaria de Cul-
tura de la Ciudad de Rosario, creado por Ordenanza N 6506
el 26 de febrero de 1

Que el presente decreto se dicta en uso de las facultades
conferidas por el artículo 99, inciso 1 de la Constitución Na-
cional.

Por ello,
Decreta:
Artículo 1. Créase el Archivo Nacional de la Memoria, or-

ganismo desconcentrado en el ámbito de la Secretaría de
Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, Seguridad y
Derechos Humanos, cuyas actividades fundamentales serán
obtener, analizar, clasificar, duplicar, digitalizar y archivar
informaciones, testimonios y documentos sobre el quebranta-
miento de los derechos humanos y las libertades fundamenta-
les en que esté comprometida la responsabilidad del Estado
Argentino y sobre la respuesta social e institucional ante esas
violaciones.

Art. 2. Otórgase carácter intangible al material testimonial,
documental e informativo que integre el Archivo Nacional de
la Memoria, por lo que el mismo deberá conservarse sin cam-
bios que alteren las informaciones, testimonios y documentos
custodiados. La destrucción, rectificación, alteración o modi-
ficación de informaciones, testimonios o documentos relativos
a la materia de este decreto queda estrictamente prohibida en
el ámbito de la Administración Pública Nacional, hayan o no
ingresado al Archivo.

Art. 3. Serán como objetivos del Archivo Nacional de la
Memoria:
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a) Contribuir a mantener viva la historia contemporánea de
nuestro país y sus lecciones y legados en las generaciones pre-
sentes y futuras.

b) Proporcionar un instrumento necesario en la búsqueda de
la verdad, la justicia y la reparación ante las graves violaciones
de los derechos humanos y las libertades fundamentales.

c) Fomentar el estudio, investigación y difusión de la lu-
cha contra la impunidad y por los derechos humanos y de sus
implicancias en los planos normativo, ético, político e institu-
cional.

d) Preservar informaciones, testimonios y documentos ne-
cesarios para estudiar el condicionamiento y las consecuencias
de la represión ilegal y el terrorismo de Estado en la Repúbli-
ca Argentina, su coordinación con los países del cono sur y sus
demás manifestaciones en el exterior y contribuir a la coordi-
nación regional y subregional de los archivos de derechos
humanos.

e) Desarrollar los métodos adecuados, incluida la duplica-
ción y digitalización de los archivos y la creación de una base
de datos, para analizar, clasificar y archivar informaciones,
testimonios y documentos, de manera que puedan ser consul-
tados por los titulares de un interés legítimo, dentro del Esta-
do y la sociedad civil, en un todo conforme a la Constitución,
los instrumentos internacionales de derechos humanos y las
leyes y reglamentos en vigencia.

f) Coadyuvar a la prevención de las violaciones de los de-
rechos humanos y al deber de garantía del Estado en lo que
se refiere a la prevención, investigación, juzgamiento, castigo
y reparación de las graves violaciones de los derechos y liber-
tades fundamentales.

g) Crear un poderoso instrumento pedagógico para hacer
realidad el imperativo de «NUNCA MAS» frente a conductas
aberrantes expresado abiertamente por la ciudadanía al resta-
blecerse las instituciones democráticas después de la dictadu-
ra militar instaurada el 24 de marzo de 1976.

Art. 4. La Presidencia del Archivo Nacional de la Memoria
será ejercida por el Secretario de Derechos Humanos del Minis-
terio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos. El Archivo
contará con un Secretario Ejecutivo, el cual tendrá carácter de
extraescalafonario, con rango y jerarquía equivalente a Direc-
tor Nacional, Función Ejecutiva I, Nivel A - Grado 8 del Sistema
Nacional de la Profesión Administrativa, aprobado por Decre-
to N 993/91 (t.o. 1995) y un Consejo Asesor, cuya composición
y atribuciones serán definidas por el Secretario de Derechos
Humanos, en su carácter de Presidente del organismo.

Art. 5. Serán atribuciones del Presidente del Archivo Na-
cional de la Memoria o del funcionario o funcionarios en quien
éste delegue las mismas:

a) Elaborar, de acuerdo con las directrices para la salvaguar-
dia del patrimonio documental de la Organización de las Na-
ciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura
(UNESCO), el plan de gestión del Archivo Nacional de la
Memoria, conforme al cual se organizarán y preservarán los
archivos y se establecerán las pautas para su utilización.

b) Tener acceso directo, para los fines y objetivos de este
decreto, a los archivos de los organismos integrantes de la
administración centralizada y descentralizada del Poder Eje-
cutivo Nacional, incluyendo las Fuerzas Armadas y de Segu-
ridad.

c) Requerir directamente a dichos organismos informacio-
nes, testimonios y documentos sobre la materia de este decre-
to obrantes en sus archivos los que deberán cumplimentarse en
el término que se fije en el requerimiento y conforme a las
normas legales en vigencia.

d) Recibir nuevas informaciones, testimonios y documen-
tos relativos a la materia del presente decreto.

e) Centralizar en el ámbito nacional los archivos existen-
tes en esta materia, incluidos los Archivos de la CONADEP,
los de la Secretaría de Derechos Humanos (Archivos SDH) y
los de las leyes reparatorias 24.043, 24.411 y 25.192, custo-
diados en la Secretaría de Derechos Humanos y ofrecer a los
estados provinciales, municipales y a la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires la coordinación de los archivos locales.

f) Ofrecer su colaboración a la Comisión por la Memoria
de la Provincia de Buenos Aires y su Centro de Documenta-
ción y Archivo Latinoamericano y demás instituciones exis-
tentes en los demás estados provinciales, municipales y en la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

g) Invitar a los Estados Provinciales y a la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires a colaborar con el Archivo Nacional de
la Memoria mediante la celebración de convenios tendientes
a facilitar el cumplimiento de los fines y objetivos de este
decreto en sus respectivas jurisdicciones.

h) Invitar al Poder Judicial de la Nación, al Ministerio
Público, a los Defensores del Pueblo, a los organismos descen-
tralizados y a los organismos de contralor, a colaborar con la
Secretaría de Derechos Humanos a fin de facilitar el cumpli-
miento de los fines y objetivos previstos en este decreto.

i) Dirigirse por intermedio del Ministerio de Relaciones
Exteriores, Comercio Internacional y Culto, a los gobiernos de
países extranjeros, y directamente a organizaciones internacio-
nales intergubernamentales, para requerir la comunicación de
informaciones, testimonios y documentos sobre la materia de
este decreto, como así también solicitar la nominación del
Archivo Nacional de la Memoria para programas universales
y regionales de archivo y memoria como el programa UNES-
CO Memoria del Mundo.

j) Requerir por los canales correspondientes las informa-
ciones pertinentes para los fines y objetivos de este decreto que
pudieran obrar en los archivos de INTERPOL.

k) Dirigirse directamente a organismos no gubernamentales,
tales como organismos de derechos humanos nacionales e inter-
nacionales, iglesias, asociaciones profesionales, académicas,
estudiantiles, sindicatos y otras similares solicitando su colabo-
ración para cumplimentar los fines y objetivos de este decreto.

l) Dirigirse a cementerios, hospitales, clínicas y estableci-
mientos similares para cumplimentar los fines y objetivos de
este decreto.

m) Ofrecer su colaboración a «Memoria Abierta. Acción
Coordinada de Organizaciones de Derechos Humanos», cons-
tituida por una alianza de ocho organizaciones no gubernamen-
tales de derechos humanos reunidas para promover acciones
a favor de la memoria sobre lo ocurrido en la Argentina du-
rante el período del terrorismo de Estado y a otros organismos
de derechos humanos que desarrollen programas similares.

n) Celebrar convenios con universidades y otras entidades
públicas o privadas para el cumplimiento de los fines y obje-
tivos previstos en este decreto, incluidos la definición de los
subproyectos y las consultorías necesarias en materia de inves-
tigación y metodología.

o) Adoptar todas las medidas organizativas, técnicas y
metodológicas necesarias para el cumplimiento de los fines y
objetivos del presente decreto - incluida la adquisición del
equipamiento necesario (hardware y software) y la formación
y perfeccionamiento del personal técnico - para lo cual conta-
rá con el apoyo logístico, financiero y administrativo de la
Secretaria Legal y Técnica de la Presidencia de la Nación y
del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos.

Asimismo, la Oficina Nacional de Tecnologías de Informa-
ción de la Subsecretaria de la Gestión Pública de la Jefatura
de Gabinete de Ministros brindará asistencia técnica en el marco
del Decreto N 1028/03

p) Desarrollar las tareas anexas a la digitalización necesa-
rias para el cumplimiento de sus objetivos, incluido el desa-
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rrollo de software de recuperación de información, el recono-
cimiento óptico de caracteres (OCR), y el establecimiento de
métodos adecuados para carga de información.

q) Organizar el Centro de Documentación con un Área de
Recepción de nuevas informaciones, testimonios y documen-
tos, un Área de Clasificación y Preparación del Material, un
Área de Digitalización y Banco de Datos, un Área e Análisis
e Investigación y un Área de Consulta.

r) Organizar el Archivo Documental, el Archivo Oral, El
Archivo Fotográfico, Audiovisual y Fílmico y el Archivo de
Sitios relacionados con la represión ilegal.

Art. 6. Los organismos integrantes de la administración cen-
tralizada y descentralizada del Poder Ejecutivo Nacional, inclu-
yendo las Fuerzas Armadas y de Seguridad deberán enviar a la
Secretaria de Derechos Humanos, con destino al Archivo Na-
cional de la Memoria, de oficio y en forma global, las informa-
ciones, testimonios y documentos relacionados con la materia
de este decreto conforme a las normas legales en vigencia.

Art. 7. Los gastos que demande el cumplimiento del pre-
sente decreto serán imputados a las partidas correspondientes
de la Jurisdicción 40 - Ministerio de Justicia, Seguridad y De-
rechos Humanos.

Art. 8. Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Na-
cional del Registro Oficial y archívese. – KIRCHNER. – Al-
berto A. Fernández. – Gustavo Beliz.

Ley 25.914, de 4 de agosto de 2004, indemnización
para niños y niñas nacidos en cautiverio
Establécense beneficios para las personas que hubieren nacido
durante la privación de la libertad de sus madres, o que sien-
do menores hubiesen permanecido detenidos en relación a sus
padres, siempre que cualquiera de éstos hubiese estado dete-
nido y/o desaparecido por razones políticas, ya sea a disposi-
ción del Poder Ejecutivo nacional y/o tribunales militares y/o
áreas militares, con independencia de su situación judicial.
Alcances a víctimas de sustitución de identidad. Requisitos que
se deberán acreditar para acogerse a los beneficios de la ley.
Procedimiento para el cálculo de la indemnización.
Promulgada el 25/08/2004

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza de Ley:

Artículo 1. Las personas que hubieren nacido durante la pri-
vación de la libertad de su madre, o que, siendo menores, hu-
biesen permanecido en cualquier circunstancia detenidos en re-
lación a sus padres, siempre que cualquiera de éstos hubiese
estado detenido y/o detenido-desaparecido por razones políti-
cas, ya sea a disposición del Poder Ejecutivo nacional y/o tri-
bunales militares y/o áreas militares, con independencia de su
situación judicial, podrán acogerse a los beneficios instituidos
en la presente ley.

Las personas que por alguna de las circunstancias estable-
cidas en la presente, hayan sido víctimas de sustitución de
identidad recibirán la reparación que esta ley determina.

El presente beneficio es incompatible con cualquier indem-
nización percibida en virtud de sentencia judicial, con motivo
de los hechos contemplados en la presente.

Artículo 2.- Para acogerse a los beneficios de esta ley, las
personas mencionadas en el artículo anterior deberán acredi-
tar ante la autoridad de aplicación, el cumplimiento de los si-
guientes requisitos:

a) Para quienes hayan nacido durante la detención y/o cau-
tiverio de su madre, constancia de la fecha de nacimiento,
anterior al 10 de diciembre de 1983, y acreditación, por cual-
quier medio de prueba, de que su madre se encontraba deteni-
da y/o desaparecida por razones políticas a disposición del Poder
Ejecutivo nacional, y/o tribunales militares y/o áreas militares,
con independencia de su situación judicial;

b) En el supuesto de menores nacidos fuera de los estable-
cimientos carcelarios y/o de cautiverio, acreditar por cualquier
medio de prueba su permanencia en los mismos y las condi-
ciones requeridas en el artículo 1° de la presente ley en algu-
no de sus padres;

c) Sentencia judicial rectificatoria de la identidad en los
casos del segundo párrafo del artículo 1°. Quedan exceptua-
dos de acompañar tal sentencia aquellos que encontrándose en
esta situación hayan sido adoptados plenamente y de buena fe,
debiendo probar por cualquier medio la desaparición forzada
de sus padres.

Artículo 3. La solicitud del beneficio se hará ante el Mi-
nisterio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, en
su condición de autoridad de aplicación de la presente ley,
el que comprobará en forma sumarísima el cumplimiento de
los recaudos exigidos en los artículos anteriores. En caso de
duda sobre el otorgamiento del beneficio previsto en esta ley,
deberá estarse a lo que sea más favorable a las víctimas o sus
derechohabientes, conforme al principio de buena fe.

La resolución que deniegue en forma total o parcial el be-
neficio será recurrible dentro de los diez (10) días de notifi-
cada, por ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Con-
tencioso Administrativo Federal de la Capital Federal. El
recurso se presentará fundado en el Ministerio de Justicia,
Seguridad y Derechos Humanos el que lo elevará a la Cámara
con su opinión, en el término de cinco (5) días. La Cámara
decidirá sin más trámite dentro del plazo de einte (20) días de
recibidas las actuaciones.

Artículo 4. El beneficio que establece la presente ley con-
sistirá en el pago por única vez de una suma equivalente a veinte
(20) veces la remuneración mensual de los agentes Nivel A,
Grado 8, del Sistema Nacional de la Profesión Administrativa
Decreto N° 993/91 t.o. 1995. Se considera remuneración men-
sual a la totalidad de los rubros que integran el salario del agente
sujeto a aportes jubilatorios. Cuando, en las circunstancias y
épocas señaladas en los artículos 1° y 2°, al beneficiario se le
hubiere sustituido la identidad, recibirá por todo concepto una
indemnización equivalente a la fijada por la Ley N° 24.411,
sus complementarias y modificatorias.

Si, en virtud de las circunstancias establecidas en el artí-
culo 1°, el beneficiario hubiese sufrido lesiones graves o gra-
vísimas, según la clasificación del Código Penal, o hubiese
fallecido, el beneficio será incrementado en un cincuenta por
ciento (50%), setenta por ciento (70%) y cien por ciento (100%)
respectivamente.

Artículo 5. El pago del beneficio importa la renuncia a todo
derecho de indemnización por daños y perjuicios fundado en
las causales previstas por esta ley y, es excluyente de todo otro
beneficio o indemnización por el mismo concepto.

Artículo 6. El Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos
Humanos tendrá a su cargo el pago de la indemnización que
la presente ley establece, mediante depósito en bancos oficia-
les dentro de la jurisdicción que corresponda al domicilio de
los beneficiarios, a su orden.

Artículo 7. La indemnización que prevé esta ley estará
exenta de gravámenes, así como también, en su caso, estarán
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exentas de tasas las tramitaciones judiciales o administrativas
que tuvieren por finalidad la acreditación de las circunstancias
o de vínculo, en jurisdicción nacional. La publicación de edictos
en el Boletín Oficial de la República Argentina será gratuita.

Artículo 8. Invítase a las provincias a sancionar las leyes
o a dictar los actos administrativos que correspondan para, en
su caso, eximir del pago de la tasa de justicia y tasa adminis-
trativa a los trámites judiciales y/o administrativos y publica-
ciones de rigor, necesarios para la percepción del beneficio que
se instituye.

Artículo 9. Los gastos que demande el cumplimiento de la
presente ley se imputarán a las partidas presupuestarias asigna-
das al Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos,
a cuyos efectos, el señor Jefe de Gabinete de Ministros efectua-
rá las reestructuraciones presupuestarias correspondientes.

Artículo 10. Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de sesiones del Congreso Argentino, en
Buenos Aires, a los cuatro días del mes de agosto del año dos
mil cuatro.

Registrada bajo el n° 25.914

Eduardo O. Camaño. – Daniel O. Scioli. – Eduardo D. Ro-
llano. – Juan Estrada.

Ley 25.932, de 8 de septiembre de 2004. Apruébase
el Protocolo Facultativo de la Convención Contra la
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos
o Degradantes, adoptado en Nueva York, Estados
Unidos de América, el 18 de diciembre de 2002
Promulgada el 30/09/2004

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza de Ley:

Artículo 1. Apruébase El Protocolo Facultativo de la Con-
vención Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles,
Inhumanos o Degradantes, adoptado en Nueva York –Estados
Unidos de América– el 18 de diciembre de 2002, que consta
de treinta y siete (37) artículos cuya fotocopia autenticada forma
parte de la presente ley.

Articulo 2. Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

Dada en la Sala de Sesiones del CongresoArgentino, en
Buenos Aires, a los ocho días del mes de septiembre del año
dos mil cuatro.

Registrado bajo el nº 25.932

Eduardo O. Camaño. – Marcelo A. Guinle. – Eduardo D.
Rollano. – Juan Estrada.

Protocolo Facultativo de la Convencion Contra
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos

o Degradantes

Preámbulo

Los Estados Partes en el presente Protocolo,
Reafirmando que la tortura y otros tratos o penas crueles,

inhumanos o degradantes están prohibidos y constituyen vio-
laciones graves de los derechos humanos,

Convencidos de la necesidad de adoptar nuevas medidas
para alcanzar los objetivos de la Convención contra la Tortu-
ra y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes
(en adelante denominada la Convención) y de fortalecer la
protección de las personas privadas de su libertad contra la
tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradan-
tes,

Recordando que los artículos 2 y 16 de la Convención obli-
gan a cada Estado Parte a tomar medidas efectivas para pre-
venir los actos de tortura y otros tratos o penas crueles, inhu-
manos o degradantes en todo territorio bajo su jurisdicción,

Reconociendo que los Estados tienen la responsabilidad
primordial de aplicar estos artículos, que el fortalecimiento de
la protección de las personas privadas de su libertad y el ple-
no respeto de sus derechos humanos es una responsabilidad
común compartida por todos, y que los mecanismos interna-
cionales de aplicación complementan y fortalecen las medidas
nacionales,

Recordando que la prevención efectiva de la tortura y otros
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes requiere edu-
cación y una combinación de diversas medidas legislativas,
administrativas, judiciales y de otro tipo,

Recordando también que la Conferencia Mundial de Dere-
chos Humanos declaró firmemente que los esfuerzos por erra-
dicar la tortura debían concentrarse ante todo en la prevención
y pidió que se adoptase un protocolo facultativo de la Conven-
ción destinado a establecer un sistema preventivo de visitas
periódicas a los lugares de detención,

Convencidos de que la protección de las personas privadas
de su libertad contra la tortura y otros tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes puede fortalecerse por medios no
judiciales de carácter preventivo basados en visitas periódicas
a los lugares de detención,

Acuerdan lo siguiente:

Parte I. Principios generales

Artículo 1
El objetivo del presente Protocolo es establecer un sistema

de visitas periódicas a cargo de órganos internacionales y na-
cionales independientes a los lugares en que se encuentren
personas privadas de su libertad, con el fin de prevenir la tor-
tura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Artículo 2
1. Se establecerá un Subcomité para la Prevención de la

Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra-
dantes del Comité contra la Tortura (en adelante denominado
el Subcomité para la Prevención) que desempeñará las funciones
previstas en el presente Protocolo.

2. El Subcomité para la Prevención realizará su labor en el
marco de la Carta de las Naciones Unidas y se guiará por los
propósitos y principios enunciados en ella, así como por las
normas de las Naciones Unidas relativas al trato de las perso-
nas privadas de su libertad.

3. Asimismo, el Subcomité para la Prevención se guiará por
los principios de confidencialidad, imparcialidad, no selecti-
vidad, universalidad y objetividad.

4. El Subcomité para la Prevención y los Estados Partes
cooperarán en la aplicación del presente Protocolo.

Artículo 3
Cada Estado Parte establecerá, designará o mantendrá, a

nivel nacional, uno o varios órganos de visitas para la preven-
ción de la tortura y otros trato penas crueles, inhumanos o
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degradantes (en adelante denominado el mecanismo nacional
de prevención).

Artículo 4
1. Cada Estado Parte permitirá las visitas, de conformidad

con el presente Protocolo, de los mecanismos mencionados en
los artículos 2 y 3 a cualquier lugar bajo su jurisdicción y
control donde se encuentren o pudieran encontrarse personas
privadas de su libertad, bien por orden de una autoridad pú-
blica o a instigación suya o con su consentimiento expreso o
tácito (en adelante denominado lugar de detención). Estas vi-
sitas se llevarán a cabo con el fin de fortalecer, si fuera nece-
sario, la protección de estas personas contra la tortura y otros
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

2. A los efectos del presente Protocolo, por privación de
libertad se entiende cualquier forma de detención o encarce-
lamiento o de custodia de una persona por orden de una auto-
ridad judicial o administrativa o de otra autoridad pública, en
una institución pública o privada de la cual no pueda salir li-
bremente.

Parte II. El Subcomité para la Prevención

Artículo 5
1. El Subcomité para la Prevención estará compuesto de diez

miembros. Una vez que se haya registrado la quincuagésima
ratificación del presente Protocolo o adhesión a él, el número
de miembros del Subcomité para la Prevención aumentará a
veinticinco.

2. Los miembros del Subcomité para la Prevención serán
elegidos entre personas de gran integridad moral y reconoci-
da competencia en la administración de justicia, en particular
en materia de derecho penal, administración penitenciaria o
policial, o en las diversas materias que tienen que ver con el
tratamiento de personas privadas de su libertad.

3. En la composición del Subcomité para la Prevención se
tendrá debidamente en cuenta una distribución geográfica equi-
tativa de los miembros y la representación de las diferentes
formas de civilización y sistemas jurídicos de los Estados Partes.

4. En esta composición también se tendrá en cuenta la ne-
cesidad de una representación equilibrada de los géneros so-
bre la base de los principios de igualdad y no discriminación.

5. El Subcomité para la Prevención no podrá tener dos
miembros de la misma nacionalidad.

6. Los miembros del Subcomité para la Prevención ejercerán
sus funciones a título personal, actuarán con independencia e
imparcialidad y deberán estar disponibles para prestar servi-
cios con eficacia en el Subcomité para la Prevención.

Artículo 6
1. Cada Estado Parte podrá designar, de conformidad con

el párrafo 2 del presente artículo, hasta dos candidatos que
posean las calificaciones y satisfagan los requisitos indicados
en el artículo 5, y, al hacerlo, presentarán información deta-
llada sobre las calificaciones de los candidatos.

2. a) Los candidatos deberán tener la nacionalidad de un
Estado Parte en el presente Protocolo;

b) Al menos uno de los dos candidatos deberá tener la na-
cionalidad del Estado Parte que lo proponga;

c) No se podrá proponer la candidatura de más de dos na-
cionales de un Estado Parte;

d) Un Estado Parte, antes de proponer la candidatura de un
nacional de otro Estado Parte, deberá solicitar y obtener el
consentimiento de éste.

3. Al menos cinco meses antes de la fecha de la reunión
de los Estados Partes en que deba procederse a la elección, el
Secretario General de las Naciones Unidas enviará una carta

a los Estados Partes invitándoles a que presenten sus candida-
turas en un plazo de tres meses. El Secretario General presen-
tará una lista por orden alfabético de todos los candidatos de-
signados de este modo, indicando los Estados Partes que los
hayan designado.

Artículo 7
1. La elección de los miembros del Subcomité para la Pre-

vención se efectuará del modo siguiente:
a) La consideración primordial será que los candidatos sa-

tisfagan los requisitos y criterios del artículo 5 del presente
Protocolo;

b) La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses
después de la fecha de la entrada en vigor del presente Proto-
colo;

c) Los Estados Partes elegirán a los miembros del Subco-
mité para la Prevención en votación secreta;

d) Las elecciones de los miembros del Subcomité para la
Prevención se celebrarán en reuniones bienales de los Estados
Partes convocadas por el Secretario General de las Naciones
Unidas. En estas reuniones, para las cuales el quórum estará
constituido por los dos tercios de los Estados Partes, se con-
siderarán elegidos miembros del Subcomité para la Prevención
los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la
mayoría absoluta de los votos de los representantes de los
Estados Partes presentes y votantes.

2. Si durante el proceso de selección se determina que dos
nacionales de un Estado Parte reúnen las condiciones estable-
cidas para ser miembros del Subcomité para la Prevención, el
candidato que reciba el mayor número de votos será elegido
miembro del Subcomité para la Prevención. Si ambos candi-
datos obtienen el mismo número de votos se aplicará el pro-
cedimiento siguiente:

a) Si sólo uno de los candidatos ha sido propuesto por el
Estado Parte del que es nacional, quedará elegido miembro ese
candidato;

b) Si ambos candidatos han sido propuestos por el Estado
Parte del que son nacionales, se procederá a votación secreta
por separado para determinar cuál de ellos será miembro;

c) Si ninguno de los candidatos ha sido propuesto por el
Estado Parte del que son nacionales, se procederá a votación
secreta por separado para determinar cuál de ellos será miem-
bro.

Artículo 8
Si un miembro del Subcomité para la Prevención muere o

renuncia, o no puede desempeñar sus funciones en el Subco-
mité para la Prevención por cualquier otra causa, el Estado Parte
que haya presentado su candidatura podrá proponer a otra per-
sona que posea las calificaciones y satisfaga los requisitos in-
dicados en el artículo 5, teniendo presente la necesidad de
mantener un equilibrio adecuado entre las distintas esferas de
competencia, para que desempeñe sus funciones hasta la si-
guiente reunión de los Estados Partes, con sujeción a la apro-
bación de la mayoría de dichos Estados. Se considerará otor-
gada dicha aprobación salvo que la mitad o más de los Estados
Partes respondan negativamente dentro de un plazo de seis
semanas a contar del momento en que el Secretario General
de las Naciones Unidas les comunique la candidatura propuesta.

Artículo 9
Los miembros del Subcomité para la Prevención serán ele-

gidos por un mandato de cuatro años. Podrán ser reelegidos una
vez si se presenta de nuevo su candidatura. El mandato de la
mitad de los miembros elegidos en la primera elección expi-
rará al cabo de dos años; inmediatamente después de la pri-
mera elección, el Presidente de la reunión a que se hace refe-
rencia en el apartado.
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d) del párrafo 1 del artículo 7 designará por sorteo los nom-
bres de esos miembros.

Artículo 10
1. El Subcomité para la Prevención elegirá su Mesa por un

mandato de dos años. Los miembros de la Mesa podrán ser
reelegidos

2. El Subcomité para la Prevención establecerá su propio
reglamento, que dispondrá, entre otras cosas, lo siguiente:

a) La mitad más uno de sus miembros constituirán quórum;
b) Las decisiones del Subcomité para la Prevención se to-

marán por mayoría de votos de los miembros presentes;
c) Las sesiones del Subcomité para la Prevención serán

privadas.
3. El Secretario General de las Naciones Unidas convoca-

rá la reunión inicial del Subcomité para la Prevención. Des-
pués de su reunión inicial, el Subcomité para la Prevención se
reunirá en las ocasiones que determine su reglamento. El Sub-
comité para la Prevención y el Comité contra la Tortura cele-
brarán sus períodos de sesiones simultáneamente al menos una
vez al año.

Parte III. Mandato del Subcomité para la Prevención

Artículo 11
El mandato del Subcomité para la Prevención será el si-

guiente:
a) Visitar los lugares mencionados en el artículo 4 y hacer

recomendaciones a los Estados Partes en cuanto a la protec-
ción de las personas privadas de su libertad contra la tortura
y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;

b) Por lo que respecta a los mecanismos nacionales de pre-
vención:

i) Asesorar y ayudar a los Estados Partes, cuando sea ne-
cesario, a establecerlos;

ii) Mantener contacto directo, de ser necesario confidencial,
con los mecanismos nacionales de prevención y ofrecerles
formación y asistencia técnica con miras a aumentar su capa-
cidad;

iii) Ayudar y asesorar a los mecanismos nacionales de pre-
vención en la evaluación de las necesidades y las medidas
destinadas a fortalecer la protección de personas privadas de
su libertad contra la tortura y otros tratos o penas crueles, in-
humanos o degradantes;

iv) Hacer recomendaciones y observaciones a los Estados
Partes con miras a reforzar la capacidad y el mandato de los
mecanismos nacionales para la prevención de la tortura y otros
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;

c) Cooperar, para la prevención de la tortura en general, con
los órganos y mecanismos pertinentes de las Naciones Unidas
así como con instituciones u organizaciones internacionales,
regionales y nacionales cuyo objeto sea fortalecer la protec-
ción de todas las personas contra la tortura y otros tratos o penas
crueles, inhumanos o degradantes.

Artículo 12
A fin de que el Subcomité para la Prevención pueda cum-

plir el mandato establecido en el artículo 11, los Estados Par-
tes se comprometen a:

a) Recibir al Subcomité para la Prevención en su territorio
y darle acceso a todos los lugares de detención definidos en
el artículo 4 del presente Protocolo;

b) Compartir toda la información pertinente que el Subco-
mité para la Prevención solicite para evaluar las necesidades
y medidas que deben adoptarse con el fin de fortalecer la pro-
tección de las personas privadas de su libertad contra la tortu-
ra y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;

c) Alentar y facilitar los contactos entre el Subcomité para
la Prevención y los mecanismos nacionales de prevención;

d) Examinar las recomendaciones del Subcomité para la
Prevención y entablar un diálogo con éste sobre las posibles
medidas de aplicación.

Artículo 13
1. El Subcomité para la Prevención establecerá, primera-

mente por sorteo, un programa de visitas periódicas a los Es-
tados Partes para dar cumplimiento a su mandato de confor-
midad con el artículo 11.

2. Tras celebrar las consultas oportunas, el Subcomité para
la Prevención notificará su programa a los Estados Partes para
que éstos puedan, sin demora, adoptar las disposiciones prác-
ticas necesarias para la realización de las visitas.

3. Las visitas serán realizadas por dos miembros como mí-
nimo del Subcomité para la Prevención. Estos miembros po-
drán ir acompañados, si fuere necesario, de expertos de reco-
nocida experiencia y conocimientos profesionales acreditados
en las materias a que se refiere el presente Protocolo, que se-
rán seleccionados de una lista de expertos preparada de acuerdo
con las propuestas hechas por los Estados Partes, la Oficina del
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos
Humanos y el Centro de las Naciones Unidas para la Preven-
ción Internacional del Delito. Para la preparación de esta lis-
ta, los Estados Partes interesados propondrán un máximo de
cinco expertos nacionales. El Estado Parte de que se trate po-
drá oponerse a la inclusión de un determinado experto en la
visita, tras lo cual el Subcomité para la Prevención propondrá
el nombre de otro experto.

4. El Subcomité para la Prevención, si lo considera opor-
tuno, podrá proponer una breve visita de seguimiento después
de la visita periódica.

Artículo 14
1. A fin de que el Subcomité para la Prevención pueda

desempeñar su mandato, los Estados Partes en el presente Pro-
tocolo se comprometen a darle:

a) Acceso sin restricciones a toda la información acerca del
número de personas privadas de su libertad en lugares de de-
tención según la definición del artículo 4 y sobre el número
de lugares y su emplazamiento;

b) Acceso sin restricciones a toda la información rela-
tiva al trato de esas personas y a las condiciones de su deten-
ción;

c) Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2 infra, acce-
so sin restricciones a todos los lugares de detención y a sus
instalaciones y servicios;

d) Posibilidad de entrevistarse con las personas privadas de
su libertad, sin testigos, personalmente o con la asistencia de
un intérprete en caso necesario, así como con cualquier otra
persona que el Subcomité para la Prevención considere que
pueda facilitar información pertinente;

e) Libertad para seleccionar los lugares que desee visitar
y las personas a las que desee entrevistar.

2. Sólo podrá objetarse a una visita a un determinado lu-
gar de detención por razones urgentes y apremiantes de defensa
nacional, seguridad pública, catástrofes naturales o disturbios
graves en el lugar que deba visitarse, que impidan temporal-
mente la realización de esta visita. El Estado Parte no podrá
hacer valer la existencia de un estado de excepción como tal
para oponerse a una visita.

Artículo 15
Ninguna autoridad o funcionario ordenará, aplicará, permi-

tirá o tolerará sanción alguna contra una persona u organiza-
ción por haber comunicado al Subcomité para la Prevención
o a sus miembros cualquier información, ya sea verdadera o
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falsa, y ninguna de estas personas u organizaciones sufrirá
perjuicios de ningún tipo por este motivo.

Artículo 16
1. El Subcomité para la Prevención comunicará sus reco-

mendaciones y observaciones con carácter confidencial al Es-
tado Parte y, si fuera oportuno, al mecanismo nacional de pre-
vención.

2. El Subcomité para la Prevención publicará su informe,
juntamente con las posibles observaciones del Estado Parte in-
teresado, siempre que el Estado Parte le pida que lo haga. Si el
Estado Parte hace pública una parte del informe, el Subcomité
para la Prevención podrá publicar el informe en su totalidad o
en parte. Sin embargo, no podrán publicarse datos personales sin
el consentimiento expreso de la persona interesada.

3. El Subcomité para la Prevención presentará un informe
público anual sobre sus actividades al Comité contra la Tor-
tura.

4. Si el Estado Parte se niega a cooperar con el Subcomité
para la Prevención de conformidad con los artículos 12 y 14,
o a tomar medidas para mejorar la situación con arreglo a las
recomendaciones del Subcomité para la Prevención, el Comi-
té contra la Tortura podrá, a instancias del Subcomité para la
Prevención, decidir por mayoría de sus miembros, después de
que el Estado Parte haya tenido oportunidad de dar a conocer
sus opiniones, hacer una declaración pública sobre la cuestión
o publicar el informe del Subcomité para la Prevención.

Parte IV. Mecanismos nacionales de prevención

Artículo 17
Cada Estado Parte mantendrá, designará o creará, a más

tardar un año después de la entrada en vigor del presente Pro-
tocolo o de su ratificación o adhesión, uno o varios mecanis-
mos nacionales independientes para la prevención de la tortu-
ra a nivel nacional. Los mecanismos establecidos por entidades
descentralizadas podrán ser designados mecanismos naciona-
les de prevención a los efectos del presente Protocolo si se
ajustan a sus disposiciones.

Artículo 18
1. Los Estados Partes garantizarán la independencia funcio-

nal de los mecanismos nacionales de prevención, así como la
independencia de su personal.

2. Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias a fin
de garantizar que los expertos del mecanismo nacional de pre-
vención tengan las aptitudes y los conocimientos profesiona-
les requeridos. Se tendrá igualmente en cuenta el equilibrio de
género y la adecuada representación de los grupos étnicos y
minoritarios del país.

3. Los Estados Partes se comprometen a proporcionar los
recursos necesarios para el funcionamiento de los mecanismos
nacionales de prevención.

4. Al establecer los mecanismos nacionales de prevención,
los Estados Partes tendrán debidamente en cuenta los Princi-
pios relativos al estatuto de las instituciones nacionales de
promoción y protección de los derechos humanos.

Artículo 19
Los mecanismos nacionales de prevención tendrán como

mínimo las siguientes facultades:
a) Examinar periódicamente el trato de las personas priva-

das de su libertad en lugares de detención, según la definición
del artículo 4, con miras a fortalecer, si fuera necesario, su
protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, in-
humanos o degradantes;

b) Hacer recomendaciones a las autoridades competen-
tes con objeto de mejorar el trato y las condiciones de las
personas privadas de su libertad y de prevenir la tortura y
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, toman-
do en consideración las normas pertinentes de las Naciones
Unidas;

c) Hacer propuestas y observaciones acerca de la legisla-
ción vigente o de los proyectos de ley en la materia.

Artículo 20
A fin de que los mecanismos nacionales de prevención

puedan desempeñar su mandato, los Estados Partes en el pre-
sente Protocolo se comprometen a darles:

a) Acceso a toda la información acerca del número de per-
sonas privadas de su libertad en lugares de detención según la
definición del artículo 4 y sobre el número de lugares de de-
tención y su emplazamiento;

b) Acceso a toda la información relativa al trato de esas
personas y a las condiciones de su detención;

c) Acceso a todos los lugares de detención y a sus instala-
ciones y servicios;

d) Posibilidad de entrevistarse con las personas privadas de
su libertad sin testigos, personalmente o con la asistencia de
un intérprete en caso necesario, así como con cualquier otra
persona que el mecanismo nacional de prevención considere
que pueda facilitar información pertinente;

e) Libertad para seleccionar los lugares que deseen visitar
y las personas a las que deseen entrevistar;

f) El derecho a mantener contactos con el Subcomité para
la Prevención, enviarle información y reunirse con él.

Artículo 21
1. Ninguna autoridad o funcionario ordenará, aplicará, per-

mitirá o tolerará sanción alguna contra una persona u organi-
zación por haber comunicado al mecanismo nacional de pre-
vención cualquier información, ya sea verdadera o falsa, y
ninguna de estas personas u organizaciones sufrirá perjuicios
de ningún tipo por este motivo.

2. La información confidencial recogida por el mecanismo
nacional de prevención tendrá carácter reservado. No podrán
publicarse datos personales sin el consentimiento expreso de
la persona interesada.

Artículo 22
Las autoridades competentes del Estado Parte interesado

examinarán las recomendaciones del mecanismo nacional de
prevención y entablarán un diálogo con este mecanismo acer-
ca de las posibles medidas de aplicación.

Artículo 23
Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprome-

ten a publicar y difundir los informes anuales de los mecanis-
mos nacionales de prevención.

Parte V. Declaración

Artículo 24
1. Una vez ratificado el presente Protocolo, los Esta-

dos Partes podrán hacer una declaración para aplazar el cum-
plimiento de sus obligaciones en virtud de la parte III o de la
Parte IV.

2. Este aplazamiento tendrá validez por un período máxi-
mo de tres años. Una vez que el Estado Parte haga las presen-
taciones del caso y previa consulta con el Subcomité para la
Prevención, el Comité contra la Tortura podrá prorrogar este
período por otros dos años.
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Parte VI. Disposiciones financieras

Artículo 25
1. Los gastos que efectúe el Subcomité para la Prevención

en la aplicación del presente Protocolo serán sufragados por
las Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcio-
nará el personal y los servicios necesarios para el desempeño
eficaz de las funciones asignadas al Subcomité para la Preven-
ción en virtud del presente Protocolo.

Artículo 26
1. Se creará un Fondo Especial con arreglo a los procedi-

mientos de la Asamblea General en la materia, que será admi-
nistrado de conformidad con el Reglamento Financiero y Re-
glamentación Financiera Detallada de las Naciones Unidas, para
contribuir a financiar la aplicación de las recomendaciones del
Subcomité para la Prevención a un Estado Parte después de una
visita, así como los programas de educación de los mecanis-
mos nacionales de prevención.

2. Este Fondo Especial podrá estar financiado mediante
contribuciones voluntarias de los gobiernos, organizaciones
intergubernamentales y no gubernamentales y otras entidades
privadas o públicas.

Parte VII. Disposiciones finales

Artículo 27
El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los

Estados que hayan firmado la Convención.
2. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación por

cualquier Estado que haya ratificado la Convención o se haya
adherido a ella. Los instrumentos de ratificación serán depo-
sitados en poder del Secretario General de las Naciones Uni-
das.

3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de
todos los Estados que hayan ratificado la Convención o se hayan
adherido a ella.

4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un ins-
trumento de adhesión en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas.

5. El Secretario General de las Naciones Unidas comuni-
cará a todos los Estados que hayan firmado el presente Proto-
colo o se hayan adherido a él el depósito de cada uno de los
instrumentos de ratificación o adhesión.

Artículo 28
1. El presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día

a partir de la fecha en que haya sido depositado el vigésimo
instrumento de ratificación o adhesión en poder del Secreta-
rio General de las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o
se adhiera a él después de haber sido depositado el vigésimo
instrumento de ratificación o de adhesión en poder del Secre-
tario General de las Naciones Unidas, el presente Protocolo
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que ese
Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de
adhesión.

Artículo 29
Las disposiciones del presente Protocolo serán aplicables

a todas las partes componentes de los Estados federales, sin
limitación ni excepción alguna.

Artículo 30
No se admitirán reservas al presente Protocolo.

Artículo 31
Las disposiciones del presente Protocolo no afectarán a las

obligaciones que los Estados Partes puedan haber contraído en
virtud de una convención regional que instituya un sistema de
visitas a los lugares de detención. Se alienta al Subcomité para
la Prevención y a los órganos establecidos con arreglo a esas
convenciones regionales a que se consulten y cooperen entre
sí para evitar duplicaciones y promover efectivamente los ob-
jetivos del presente Protocolo.

Artículo 32
Las disposiciones del presente Protocolo no afectarán a las

obligaciones de los Estados Partes en virtud de los cuatro
Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y sus Proto-
colos adicionales de 8 de junio de 1977 o la posibilidad abierta
a cualquier Estado Parte de autorizar al Comité Internacional
de la Cruz Roja a visitar los lugares de detención en situacio-
nes no comprendidas en el derecho internacional humanitario.

Artículo 33
1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Protoco-

lo en cualquier momento mediante notificación escrita dirigi-
da al Secretario General de las Naciones Unidas, quien infor-
mará seguidamente a los demás Estados Partes en el presente
Protocolo y la Convención. La denuncia surtirá efecto un año
después de la fecha en que la notificación haya sido recibida
por el Secretario General.

2. Esta denuncia no eximirá al Estado Parte de las obliga-
ciones que le impone el presente Protocolo con respecto a
cualquier acción o situación ocurrida antes de la fecha en que
haya surtido efecto la denuncia o las medidas que el Subco-
mité para la Prevención haya decidido o decida adoptar en
relación con el Estado Parte de que se trate, ni la denuncia
entrañará tampoco la suspensión del examen de cualquier asunto
que el Subcomité para la Prevención haya empezado a examinar
antes de la fecha en que surta efecto la denuncia.

3. A partir de la fecha en que surta efecto la denuncia del
Estado Parte, el Subcomité para la Prevención no empezará a
examinar ninguna cuestión nueva relativa a dicho Estado.

Artículo 34
1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo podrá pro-

poner enmiendas y depositarlas en poder del Secretario General
de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará las
enmiendas propuestas a los Estados Partes en el presente Pro-
tocolo, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convo-
que una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar
las propuestas y someterlas a votación. Si en el plazo de cua-
tro meses a partir de la fecha de la comunicación un tercio al
menos de los Estados Partes se declara a favor de la convoca-
ción, el Secretario General convocará la conferencia bajo los
auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por
una mayoría de dos tercios de los Estados Partes presentes y
votantes en la conferencia será sometida por el Secretario
General a todos los Estados Partes para su aceptación.

2. Una enmienda adoptada de conformidad con el párrafo
1 del presente artículo entrará en vigor cuando haya sido acep-
tada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes en
el presente Protocolo, de conformidad con sus respectivos pro-
cedimientos constitucionales.

3. Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obligato-
rias para los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto
que los demás Estados Partes seguirán obligados por las dis-
posiciones del presente Protocolo y por las enmiendas anteriores
que hayan aceptado.

Artículo 35
Se reconocerá a los miembros del Subcomité para la Pre-
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vención y de los seis mecanismos nacionales de prevención las
prerrogativas e inmunidades que sean necesarias para el ejer-
cicio independiente de sus funciones. Se reconocerá a los miem-
bros del Subcomité para la Prevención las prerrogativas e in-
munidades especificadas en la sección 22 de la Convención
sobre Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidas, de
13 de febrero de 1946, con sujeción a las disposiciones de la
sección 23 de dicha Convención.

Artículo 36
Durante la visita a un Estado Parte, y sin perjuicio de las

disposiciones y objetivos del presente Protocolo y de las pre-
rrogativas e inmunidades de que puedan gozar, los miembros
del Subcomité para la Prevención deberán:

a) Observar las leyes y los reglamentos del Estado visitado;
b) Abstenerse de toda acción o actividad incompatible con

el carácter imparcial e internacional de sus funciones.

Artículo 37
1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, espa-

ñol, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depo-
sitado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones remitirá copias
certificadas del presente Protocolo a todos los Estados.

Ley 25.974, de 1 de diciembre de 2004. Creación de
un Fondo de reparación histórica para la localiza-
ción y restitución de niños secuestrados o nacidos en
cautiverio.
Promulgada el 28/12/2004

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza de Ley:

Artículo1. Créase en el ámbito del Poder Legislativo nacio-
nal el «Fondo de Reparación Histórica para la Localización y
Restitución de Niños Secuestrados o Nacidos en Cautiverio en
Argentina», destinado a solventar los gastos que demande la
labor de localización, identificación y restitución que lleva a
cabo la «Asociación Abuelas de Plaza de Mayo».

Artículo 2. El monto destinado al fondo mencionado en el
artículo 1 deberá ascender a pesos quince mil ($ 15.000) men-
suales, y será otorgado por el término de dos (2) años.

Artículo 3. Los fondos destinados al «Fondo de Reparación
Histórica para la Localización y Restitución de Niños Secuestra-
dos o Nacidos en Cautiverio en Argentina», serán con cargo al
crédito anual aprobado y hasta el 0,1% asignado al Poder Legis-
lativo nacional por la Ley de Presupuesto Anual de la Nación.

Artículo 4. Dentro de los Treinta (30) días de cumplido el
plazo de Dos(2) años previsto en el artículo 2, la «Asociación
Abuelas de Plaza de Mayo» deberá poner a disposición públi-
ca y para conocimiento de cualquier ciudadano que lo solici-
te, la documentación del Archivo Histórico, entregando una
copia de un ejemplar del mismo para ser custodiado por el Poder
Legislativo nacional.

Artículo 5. Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Dada en la Sala de sesiones del Congreso Argentino, en Bue-
nos Aires, a un día del mes de diciembre de año dos mil cuatro.

Eduardo O. Camaño - Marcelo A. Guinle - Eduardo D.
Rollano - Juan Estrada.

Ley 26.085 , de 15 de marzo de 2006. Día Nacional de
la Memoria por la Verdad y la Justicia.
Incorpórase el día 24 de marzo, entre los feriados nacionales
previstos por la Ley Nº 21.329 y sus modificatorias.
Promulgada el 20/03/2006.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina
reunidos en Congreso, etc., sancionan con fuerza de Ley:

Artículo 1. Incorpórase el día 24 de marzo -DIA NACIO-
NAL DE LA MEMORIA POR LA VERDAD Y LA JUSTI-
CIA-, instituido por la Ley Nº 25.633, entre los feriados na-
cionales previstos por la Ley Nº 21.329 y sus modificatorias
y dentro de las excepciones que establece el artículo 3º de la
Ley Nº 23.555 y sus modificatorias.

Artículo 2. La presente ley entrará en vigencia a partir del
día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial.

Artículo 3. Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.

Dada en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados de
la Nación en Buenos aires, a los quince días del mes de mar-
zo de dos mil seis.

Registrada bajo el nº 26.085

Alberto E. Balestrini. Daniel O. Scioli. Enrique Hidalgo.
Juan H. Estrada.

Decreto 302/2006

Bs. As., 20/3/2006

Por tanto:

Téngase por Ley de la Nación Nº 26.085 cúmplase, comu-
níquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Regis-
tro Oficial y archívese.

Kirchner. Alberto A. Fernández. Aníbal D. Fernández.

II.2. Organizaciones
Nogubernamentales de Derechos

Humanos en Argentina23

Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS)
http://www.cels.org.ar/

Movimiento Ecuménico por los Derechos Humanos (MEDH)
http://www.derechos.net/medh/

Abuelas de la Plaza de Mayo
http://www.abuelas.org.ar/

Liga Argentina por los Derechos Humanos (LADH)
http://www.ceprodh.org.ar/

Servicio Paz y Justicia (SERPAJ-Argentina)
http://www.serpaj-ar.com.ar/spip/

23 Estas 10 organizaciones iniciaron su lucha en la época de la re-
presión, especializándose y siguiendo caminos diferentes dentro del
campo de la defensa de los derechos humanos.
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Madres de Plaza de Mayo, Línea Fundadora
http://www.madresfundadoras.org.ar/

Asociación de las Madres de Plaza de Mayo
http://www.madres.org/

Familiares de Desaparecidos y Detenidos por Razones Po-
líticas
http://www.desaparecidos.org/familiares/

Asamblea Permanente por los Derechos Humanos
http://www.apdh-argentina.org.ar/contacto.asp

Equipo Argentino de Antropología Forense (EAAF)
http://www.eaaf.org/

Organización Nunca más
http://www.nuncamas.org

II.3. Jurisprudencia

El cambio en la jurisdicción militar y en la Corte Suprema
de Justicia, amén de un clima favorable a tomar medidas con-
tra los responsables de crímenes durante la dictadura impul-
saron a la justicia a actuar, pese a un gobierno poco proclive
a los procesamientos.

Dada la magnitud del número de causas y sentencias y la
extensión de alguna de las más importantes24 remitimos a la
consulta de la base de datos de la Corte Suprema, www.
csjn.gov.ar y a la página web de Nunca Más, www.nuncamas.
org que en la sección «Juicios» recoge los textos completos de
Dictámenes, Resoluciones y Fallos de los más importantes
procesamientos a las Juntas Militares y Juicios por la verdad,
así como la página web del Equipo Nizkor en su sección De-
recho y Legislación: Juicios y Jurisprudencia sobre la Im-
punidad http://www.derechos.org/nizkor/arg/ley/, si bien re-
producimos a continuación algunos textos que recogen partes
esenciales de algunos pronunciamientos de distintos tribunales:

II.3.1. Considerando duodécimo de la Sen-
tencia de 9 de diciembre de 1985 de la Cáma-
ra Federal de la Capital de lo Criminal y
Correccional (antecedente de la dictada con
posterioridad por la Corte Suprema el 30 de
diciembre de 1986)25

«Se han examinado todos los cuestionamientos introduci-
dos por las partes, y dado respuesta adecuada a cada uno de
ellos.

»Se han examinado la situación preexistente a marzo de
1976, signada por la presencia en la República del fenómeno
del terrorismo que, por su extensión, grado de ofensividad e
intensidad, fue caracterizado como guerra revolucionaria.

»Se ha demostrado que, pese a contar los comandantes de
las fuerzas armadas que tomaron el poder el 24 de marzo de

1976, con todos los instrumentos legales y los medios para
llevar a cabo la represión de modo lícito, sin desmedro de la
eficacia, optaron por la puesta en marcha de procedimientos
clandestinos e ilegales sobre la base de órdenes que, en el
ámbito de cada uno de sus respectivos comandos, impartieron
los enjuiciados.

»Se ha acreditado así que no hubo comando conjunto y que
ninguno de los comandantes se subordinó a persona u organis-
mo alguno.

»Se han establecido los hechos que, como derivación de
dichas órdenes, se cometieron en perjuicio de gran cantidad de
personas, tanto pertenecientes a organizaciones subversivas
como ajenas por completo a ellas; y que tales hechos consis-
tieron en el apresamiento violento, el mantenimiento en deten-
ción en forma clandestina, el interrogatorio bajo tormentos y,
en muchos casos, la eliminación física de las víctimas, lo que
fue acompañado en gran parte de los hechos por el saqueo de
los bienes de sus viviendas.

»Se ha acreditado igualmente que tales actos tuvieron una
extensión diferente en el ámbito de cada una de las fuerzas
armadas: generalizados y cuantitativamente mayores en el caso
del ejército, a quien cabía la responsabilidad primaria de la
lucha; circunscriptos a algunas bases navales y en particular,
la escuela de mecánica, en el caso de la armada; y limitado solo
a tres partidos de la provincia de Buenos Aires, en el caso de
la fuerza aérea.

»Se desecharon las causas de justificación alegadas por las
defensas, puesto que sin desconocer la necesidad de reprimir
y combatir a las bandas terroristas, tal represión y combate
nunca debió evadirse del marco de la ley, mucho más cuando
las fuerzas armadas contaban con instrumentos legales vigen-
tes desde antes del derrocamiento del gobierno constitucional;
podían declarar zonas de emergencia, dictar bandos, efectuar
juicios sumarios y aun, aplicar penas de muerte.

»Se han estudiado las conductas incriminadas a la luz de
las justificantes del código penal de la antijuridicidad material
y del exceso. Se ha recorrido el camino de la guerra. La gue-
rra civil, la guerra internacional, la guerra revolucionaria o sub-
versiva.

»Se han estudiado las disposiciones del derecho positivo
nacional e internacional; consultada la opinión de los especia-
listas en derecho constitucional y derecho internacional público;
la de los teóricos de la guerra convencional y la de los ensa-
yistas de la guerra revolucionaria.

»Se ha atendido las enseñanzas de la Iglesia Católica.
»Y no se ha encontrado ni una sola regla que justifique o,

aunque más no sea disculpe, a los autores de hechos como los
que se ventilaron en este juicio.

»Se ha afirmado la responsabilidad de cada uno de los co-
mandantes en la medida de y por las órdenes que impartieron
con eficacia para su fuerza. Y se les ha encontrado penalmen-
te responsables por los hechos que subordinados suyos, cum-
pliendo tales órdenes, llevaron a cabo con relevancia delictual,
sobre la base de las disposiciones del propio código de justi-
cia militar y de la legislación común.

»Se ha valorado con prolijidad la prueba y descartado la
posibilidad de que toda ella fuera aviesamente constituida.

»Se ha constado que mucho antes de que los testigos y víc-
timas declararan en la audiencia, documentos insospechados,
como las denuncias contemporáneas de los hechos, efectuadas
por miríadas, y los documentos de la Iglesia Argentina, de la
Organización de los Estados Americanos, de las Naciones Uni-
das y de los gobiernos extranjeros, ya daban cuenta de aquellos
delitos que recién se hicieron evidentes mucho después.

»Se ha comprobado, por declaraciones de los más altos jefes
militares que participaron en las operaciones antisubversivas,
las órdenes fueron verbales que los operativos y las detencio-
nes eran encubiertos; que las demás fuerzas legales no debían

24 La sentencia condenatoria de Videla, Massera, Agosti, Viola y
Lambruschini ocupa un tomo completo de la colección de fallos de la
Corte Suprema.

25 Procesamiento de Jorge R. Videla, Eduardo E. Massera, Orlan-
do R. Agosti, Roberto E. Viola y Armando Lambruschini.
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interferirlos; que las personas aprehendidas no fueran puestas
a disposición de la justicia civil ni militar, salvo en contados
casos; que no se debía dar información sobre las detenciones
ni siquiera a los jueces; y que los apresados permanecían en
lugares de detención ubicados en unidades militares o que
dependían de ellas».

II.3.2. Resolución Judicial, nº 18/98. La Pla-
ta, 21 de abril, que abre el juicio por la ver-
dad.

III. ANTECEDENTES:

Los crímenes cometidos por las Fuerzas Armadas entre los
años 1976 y 1983 dieron origen a numerosas presentaciones
efectuadas por los familiares de las víctimas mismas, ante los
tribunales locales. Luego de la creación por el Dto. 187/83 de
la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas esta
realizó nuevas denuncias, y este Organismo también se diri-
gió a la justicia reclamando su intervención en distintas pre-
sentaciones.

Cuando en cumplimiento del Dto. 158/83 y ante la abso-
luta inactividad de los tribunales militares, la Cámara Federal
de la Capital se avocó al juzgamiento de los delitos cometi-
dos por los integrantes de las tres primeras juntas de la dicta-
dura, solicitó la remisión de todas las causas relacionadas con
las violaciones a los derechos humanos.

De la jurisdicción de La Plata se remitieron muchísimas
causas que involucraban no solo las presentaciones individuales
por secuestro y desaparición, sino la existencia de centros clan-
destinos de detención, de entierros clandestinos en diversos
cementerios, de robos, de adulteración de documentación, de
apropiación de niños, etc.

La Fiscalía seleccionó algunos casos y la Cámara Federal,
el 9 de diciembre de 1985, dictó sentencia condenando a al-
gunos de los miembros de las Juntas Militares.

La inmensa mayoría de las causas no fue analizada, ni por
la Fiscalía ni por la Cámara, y si bien, algunas se agrega-
ron a la que tramitó ante la Cámara Federal de San Martín,
que por Dto. 250/83 se avocó al juzgamiento de las respon-
sabilidades del Gral. Ramón Camps, lo cierto es que la san-
ción de las leyes 23.492 (de Punto Final) y 23.521 (de Obe-
diencia Debida), sirvió de pretexto para no reabrir las
investigaciones.

IV. EL DERECHO A LA VERDAD:

Independientemente de la posibilidad de aplicar sanciones
a los autores de crímenes de lesa humanidad, queda subsistente
el derecho de los familiares y de la sociedad toda a la efecti-
va averiguación de la verdad.

Este derecho deviene como parte inseparable del «derecho
a la justicia», tanto en el ordenamiento interno como en el
Derecho Internacional de los Derechos Humanos.

La Cámara Nacional Crim. y Correc. Federal en pleno, con
fecha 20 de Abril de 1995, en «Mignone Emilio F. S/presen-
tación en causa 761 E.S.M.A.» entendió que el derecho a la
verdad constituye uno de los fines inmediatos específicos del
proceso penal y refiriéndose a la jurisprudencia de la Corte
Suprema recordó que:

«...los jueces tienen el deber de resguardar, dentro del marco
constitucional estricto, la razón de justicia que exige que el
delito comprobado no rinda beneficios» (caso Tiboldi, José,
Fallos 254-320, consid. 13).

Igualmente la Cámara citó en su apoyo a la jurisprudencia
de la Corte Suprema de EEUU («Stone vs. Powel, 428 US 485,
1978), considerando que el procedimiento penal tiene excep-
cional relevancia y debe ser siempre tutelado el interés públi-
co que reclama «la determinación de la verdad en el juicio, ya
que aquel no es sino el medio para alcanzar los valores mas
altos: la verdad y la justicia».

Asimismo la Cámara se expidió en la causa «Lapacó Car-
men Aguiar de s/presentación en causa Nro. 450» diciendo:

«El derecho a la verdad, en este caso, no significa otra cosa
que la obligación por parte del Estado de proporcionar todos
los mecanismos que están a su disposición para determinar el
destino final de los desaparecidos entre los años 1976 y 1983.

Es así, la obligación del Estado de reconstruir el pasado a
través de medios legales que permitan descubrir la realidad de
lo sucedido y de esta manera dar una respuesta a los familia-
res y a la sociedad, es incuestionable desde el punto de vista
de la finalidad perseguida por el procedimiento penal».

La resolución de la Cámara también hace referencia a la
decisiva postura que al respecto mantiene el Derecho Interna-
cional de los Derechos Humanos.

En ese sentido, cabe recordar que las desapariciones, las
ejecuciones extrajudiciales, la tortura, la apropiación de niños
y la detención arbitraria prolongada, son crímenes de lesa hu-
manidad.

La violación de una obligación internacional, hace surgir
de parte del Estado responsable, la obligación de reparar el daño
causado (Corte Internacional de Justicia, caso «Barcelona Trac-
tion» ICJ Reports, 1970), pero cuando se trata de crímenes de
lesa humanidad, la obligación del Estado es mas amplia.

El concepto de reparación integral requeriría volver al «statu
quo ante», lo que en la mayoría de los casos no sería posible,
pero no puede considerarse integral la reparación si no inclu-
ye la investigación y revelación de los hechos y un esfuerzo
para castigar penalmente a quienes resulten responsables.

Siendo el derecho a la verdad una parte del más amplio
derecho a la justicia, cabe indicar que las obligaciones que tie-
nen los Estados a raíz de estos crímenes son diversas: A) obli-
gación de investigar y dar a conocer los hechos que se pue-
dan establecer fehacientemente (verdad); B) obligación de
procesar y castigar a los responsables (justicia); C) obligación
de reparar integralmente los daños morales y materiales oca-
sionados (reparación) y D) obligación de extirpar de los cuer-
pos de seguridad a quienes se sepa han cometido, ordenado o
tolerado estos hechos (creación de fuerzas de seguridad de un
estado democrático).

Estas obligaciones no son alternativas ni son optativas, el
Estado responsable debe cumplir cada una de ellas, y si bien
son interdependientes, cada obligación admite un cumplimiento
separado.

No es permitido que el Estado elija cuál de esas obligaciones
habrá de cumplir, pero si –por hipótesis- una de ellas se tor-
nara de cumplimiento imposible, las otras tres siguen en ple-
na vigencia.

En este caso, aunque las leyes de pseudo amnistía 23.492
y 23.521 y los decretos de indulto, colocaran un obstáculo a
la obligación de investigar, procesar y sancionar penalmente
a los responsables, el Estado sigue obligado a indagar la ver-
dad, en los hechos en los que impera el secreto y el ocultamien-
to, y a revelar esta verdad a los familiares de las víctimas y a
la sociedad toda.

Nuestro país, al suscribir tratados internacionales, se com-
prometió a que las disposiciones contenidas en ellos se con-
viertan en derecho interno, aún mas, las incorporó a la Cons-
titución Nacional por vía del art. 75 inc. 22.

Ahora bien, la obligación de investigar y revelar la verdad
sobre las violaciones masivas y sistemáticas a los derechos
humanos fundamentales, puede ser cumplida por la vía admi-
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nistrativa, la judicial o la del Poder Legislativa, o aún por las
tres de manera simultánea, lo que importa es que el Estado
cumpla, que lo haga de buena fé y en forma completa.

En nuestro país, pese a las recomendaciones y exhortacio-
nes de los organismos internacionales, ninguno de los pode-
res ha dado cumplimiento a la obligación de investigar, y ante
este incumplimiento, es a la justicia a quien corresponde ar-
bitrar los medios para garantizar el goce de ese derecho, tanto
porque en el derecho interno es el Poder Judicial el garante final
de los derechos de las personas, como porque es al mismo poder
al que compete la responsabilidad de que se las normas inter-
nacionales se incorporen efectivamente normas internaciona-
les al derecho interno.

En cuanto al argumento esgrimido por la defensa de mu-
chos de los genocidas de que no se puede citar a quienes co-
nocen de los hechos porque se violaría el principio de non bis
idem, así como su derecho de negarse a declarar contra sí
mismos, entendemos que ello es insostenible porque las me-
didas de investigación propuestas al solo fin de dar eficacia al
derecho a la verdad no son homologables a un proceso penal.

Igualmente, cabe recordar que los organismos internacionales
se han pronunciado sobre estos aspectos. El Comité de Derechos
Humanos de las Naciones Unidas, que es el órgano de interpre-
tación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
ha expresado que las leyes de amnistía son incompatibles con las
obligaciones internacionales del Estado, si su efecto es el de crear
un ambiente general de impunidad para las violaciones mas serias
de ese tratado y específicamente se refirió al derecho de la fa-
milia de una persona secuestrada a conocer la suerte y parade-
ro de su ser querido (caso Quinteros vs. Uruguay).

Asimismo debe tenerse presente las resoluciones de la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, especialmente
el informe 28/92 que establece la incompatibilidad de estas leyes
de pseudo amnistía y los decretos de indultos con la Conven-
ción Americana de Derechos Humanos, y en la que exhorta al
gobierno argentino a «avances concretos» en el esclarecimiento
de los asesinatos y desapariciones forzadas.

Finalmente, la Corte Interamericana de Justicia, al pronun-
ciarse en el caso «Velázquez Rodríguez» ha dicho en el con-
siderando 181 de su sentencia:

«El deber de investigar hechos de este género (se refiere a
la desaparición del ciudadano Manfredo Velázquez Rodríguez),
subsiste mientras se mantenga la incertidumbre sobre la suer-
te final de la persona desaparecida. Incluso en el supuesto de
que circunstancias legítimas del orden jurídico interno no per-
mitieran aplicar las sanciones correspondientes a quienes sean
individualmente responsables de delitos de esta naturaleza, el
derecho de los familiares de la víctima de conocer cuál es el
destino de ésta y, en su caso, dónde se encuentran sus restos,
representa una justa expectativa que el Estado debe satisfacer
con los medios a su alcance...» (Consid. 181)

En ocasión del caso «Ekmekdjian c/Sofovich», nuestra Corte
Suprema de Justicia de la Nación tuvo posibilidad de pronun-
ciarse acerca de la interpretación de los alcances de la Con-
vención Americana de Derechos Humanos, señalando que se
seguiría la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos.

Por último cabe agregar dos argumentos mas basados en
el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Una es
la cláusula establecida en varios tratados que establece que al-
gunos derechos son tan importantes que no son «derogables»,
ni aún durante los estados de emergencia (art. 4 del Pacto
Internac. de Der. Civ. y Pol. Y art. 27 de la Convención
Americana).

Una ley de amnistía cuyo efecto fuera prohibir hasta la
indagación de la verdad sobre hechos violatorios de esos de-
rechos fundamentales, constituiría una legitimación de tales
hechos y una derogación «a posteriori» de los mencionados

derechos. Las cláusulas de no derogabilidad prohíben tanto la
suspensión previa de esos derechos como la legitimación pos-
terior de tal suspensión. En segundo lugar, el derecho a la
verdad sobre las violaciones masivas y sistemáticas del pasado
es parte integrante de la libertad de expresión, que en todos
los instrumentos internacionales se vincula con un derecho a
la información en posesión del estado (art. 13.1 Convención
Americana, 19.2 Pacto Intern. de Der. Civ. y Pol.).

V. RESERVA DEL CASO FEDERAL:

En esta presentación se plantea la inteligencia, alcance y
comprensión de varias normas institucionales, por ello esta parte
entiende que es de aplicación el artículo 14 de la ley 48, por
lo que se deja planteada en esta oportunidad la reserva del caso
federal prevista por la mencionada ley.

VI. PETITORIO:

Por lo expuesto solicito:
1. Se me tenga por presentado, en el carácter invocado.
2. Se requiera a la Excma. Cámara Federal de la Capital y

a la Excma. Cámara Federal de San Martín, la remisión de todos
los expedientes agregados a la causa abierta por el Dto. 158/
83 en el primer caso y por el Dto. 250/83 en el segundo caso,
provenientes de la jurisdicción de La Plata para la investiga-
ción de la verdad de los hechos denunciados.

Proveer de conformidad

SERA JUSTICIA

II.3.3. Juicio en España: Auto de 4 de no-
viembre de 1998 de la Sala de lo Penal de la
Audiencia Nacional confirmando la jurisdic-
ción de España para conocer de los crímenes
de genocidio y terrorismo cometidos duran-
te la dictadura argentina

Auto

PLENO DE LA SALA DE LO PENAL
Excmo. Sr. Presidente Don Siro Francisco García Pérez
Ilmos. Sres. Magistrados
Don Francisco Castro Meije - Don Carlos Cezón Gonzá-

lez - Don Jorge Campos Martínez - Doña Ángela Murillo
Bordallo - Don Juan José López Ortega - Don Carlos Ollero
Butler - Doña Manuela Fernández Prado - Don José Ricardo
de Prada Solaesa - Don Antonio Díaz Delgado - Don Luis
Martínez de Salinas Alonso

En Madrid, a cuatro de Noviembre de mil novecientos
noventa y ocho.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Por el Juzgado Central de Instrucción núme-
ro Cinco se dictó en el sumario 19/97, seguido por genocidio
y terrorismo, auto de fecha 25 de marzo de 1998 con parte
dispositiva del tenor siguiente:

«DISPONGO
»1º. Desestimar la petición del Ministerio Fiscal formula-

da en escrito de 20 de enero de 1998 y a la que se ha adheri-
do la defensa del Sr. Scilingo.
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»2º. Mantener la competencia de la jurisdicción española
en el marco de la instrucción a que se contrae este procedimien-
to y por tanto la de este Juzgado Central de Instrucción, se-
gún lo expuesto en esta resolución.

»3º. Ratificar todos y cada uno de los autos de imputación
y prisión dictados.

»4º. Mantener vigentes las órdenes de detención internacio-
nales libradas.

»5º. Continuar la tramitación de la causa que quedará so-
bre la mesa para decidir sobre los procesamientos solicitados».

Contra dicho auto interpuso recurso de reforma el Minis-
terio Fiscal y de reforma y subsidiario de apelación el Procu-
rador Sr. De Juanas Blanco, en representación del imputado
Adolfo Francisco Scilingo. El Juzgado desestimó los recursos
de reforma y tuvo por interpuesto en un solo efecto el de ape-
lación formulado por la representación procesal del imputado
Scilingo por auto de 11 de mayo de 1998. El Ministerio Fis-
cal recurrió esta última resolución en apelación, que fue ad-
mitida por el Juzgado el 5 de junio de 1998 en un solo efecto.

SEGUNDO. Por el mismo Juzgado Central de Instrucción
número Cinco y en el mismo sumario 19/97 se dictó con fe-
cha 28 de julio de 1998 providencia del tenor siguiente: «Dada
cuenta: visto el escrito presentado por la representación pro-
cesal del Sr. Scilingo, desde luego, en nada vincula a este Juz-
gado la resolución del Consejo Supremo de las Fuerzas Arma-
das Argentinas, órgano manifiestamente incompetente para
decidir sobre los delitos de genocidio y terrorismo que se im-
putan por la Jurisdicción española al Sr. Scilingo y otros, y
respecto de los cuales no ha sido juzgado, de acuerdo con el
artículo 23 de la LOPJ y el Código Penal español. Por tanto,
la competencia exclusiva de la Jurisdicción ordinaria españo-
la y nunca la militar viene impuesta por la Constitución Espa-
ñola y la Ley Orgánica citada, y así ha establecido en auto de
fecha 25.3.98 de este Juzgado en el que se expone, al igual que
en los de fechas 28.6.96 y 11.5.98, las razones que avalan la
Competencia y la Jurisdicción española. «Ofíciese al Cónsul
General de Argentina en España a fin de que informe a este
Juzgado si las copias que se adjuntan han sido selladas teniendo
a la vista los documentos originales.

».................................
».................................
»Lo mando y firma S. I. Doy fe».
Contra la anterior providencia interpuso la representación

procesal de Adolfo Francisco Scilingo recurso de reforma y
subsidiario de apelación.

Fue desestimada la reforma por auto de 20 de agosto de
1998, que admitía en un solo efecto la apelación y acumulaba
este recurso al de apelación por falta de jurisdicción y com-
petencia formulado por el Ministerio Fiscal y la representación
procesal de Scilingo contra los autos de 25 de marzo y 11 de
mayo de 1998.

TERCERO. Elevados los testimonios oportunos y empla-
zamientos a la Sección Tercera de esta Sala de lo Penal, se
acordó por la Sección, por providencia de 2 de octubre de este
año, elevar el rollo formado y testimonios al Excmo. Sr. Pre-
sidente de la Sala por si consideraba necesario para la Admi-
nistración de Justicia hacer uso de la facultad prevista en el
artículo 197 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Conclui-
do el trámite de instrucción, el Pleno de la Sala acordó por
providencia de 22 de octubre de este año que para la vista y
deliberación del recurso formasen Sala todos los Magistrados
de la misma. También que la vista del recurso sería pública y
para su celebración se señalaba el día 29 de octubre siguiente
a las cuatro horas de la tarde.

La vista se celebró en la tarde del día señalado, informan-
do, como apelantes, el Ministerio Fiscal, cuyas funciones des-

empeñó el Ilmo. Sr. Fiscal D. Pedro Rubira, y el Letrado Sr.
Gallo Pérez, en defensa de Adolfo Francisco Scilingo.

Y, como apelados, los Letrados siguientes:
Sr. Selepoy Prada por la Asociación Argentina Pro Dere-

chos Humanos-Madrid.
Sra. Díaz Sanz y Sr. Santiago Romero por Izquierda Unida.
Sr. Ollé Sese por Hebe María Pastor de Bonafini, Juana

Meller de Pargament y Marta Petrone de Badillo.
Sra. Lamarca Pérez por la familia Bettini Francese.
Sr. Puig de la Bellacasa por Iniciativa per Catalunya.
Sr. García Fernández por la Confederación Intersindical

Galega.
Sr. Pipino Martínez por Mirha Zokalski Mantulak.
Sr. Galán Martín por la Asociación Libre de Abogados,

Comisión de Solidaridad de Familiares, Asociación contra la
Tortura y Asociación pro Derechos Humanos de España.

La vista concluyó a las ocho horas y cuarenta minutos de
la tarde. Fue deliberado y votado el recurso en la mañana del
día siguiente, 30 de octubre de este año. Sobre las dos de la
tarde, decidido el recurso por unanimidad, se comunicó a las
partes y se hizo público el resultado de la votación.

CUARTO. Actúa como Ponente el Ilmo. Sr. Magistrado D.
Carlos Cezón González.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. Los recursos contra los autos del Juzgado
de 25 de marzo y 11 de mayo. Cuestiones jurídicas deba-
tidas.

Se impugna en los recursos la jurisdicción de España para
conocer de los hechos sumariales. La apelación afecta exclu-
sivamente a cuestiones de derecho y especialmente ha sido
discutida en el recurso la jurisdicción española por las vías de
exclusión de la jurisdicción de un país en cuyo territorio no se
hubiesen cometido actos constitutivos de genocidio para co-
nocer de los mismos, a tenor de lo dispuesto en el artículo 6
del Convenio para la Prevención y la Sanción del delito de
Genocidio de 1948, rechazo de aplicabilidad del artículo 23,
apartado cuatro, de la Ley Orgánica del Poder Judicial a he-
chos anteriores a la entrada en vigor de dicha norma (3 de julio
de 1995), rechazo de la calificación jurídica de genocidio y de
terrorismo referida a los hechos imputados, imposibilidad de
perseguir en España delitos de tortura cometidos en el extran-
jero por extranjeros antes de 1987, que es cuando España se
adhiere a la Convención contra la Tortura de 1984, y, por úl-
timo, falta de jurisdicción de España para declarar inaplicables
o nulas las leyes argentinas de punto final y de obediencia
debida. Cuestiones, todas las expresadas, que serán analizadas
a continuación.

SEGUNDO. Verdadero alcance de la disposición conte-
nida en el artículo 6 del Convenio para la Prevención y la
Sanción del delito de Genocidio.

El Convenio para la Prevención y la Sanción del delito de
Genocidio es de 9 de diciembre de 1948. España se adhirió al
mismo el día 13 de septiembre de 1968, con reserva a la tota-
lidad del artículo 9 (sobre jurisdicción del Tribunal Internacional
de Justicia en materia de controversias entre las Partes contra-
tantes relativas a la interpretación, aplicación o ejecución del
Convenio, incluso las relativas a la responsabilidad de un Es-
tado en materia de genocidio o en materia de cualquiera de los
otros actos enumerados en el artículo 3). El Convenio entró en
vigor para España el 12 de diciembre de 1968. El Convenio
recuerda que la Asamblea General de las Naciones Unidas, por
su Resolución 96 (1) de 11 de diciembre de 1946, declaró que
el genocidio es un delito de derecho internacional, contrario al
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espíritu y a los fines de las Naciones Unidas y que el mundo
civilizado condena (Preámbulo), y dispone que las Partes con-
tratantes se comprometen a prevenir y sancionar el genocidio,
ya cometido en tiempo de paz o en tiempo de guerra (artículo
1), ya sean responsables gobernantes, funcionarios o particulares
(artículo 4), que las Partes contratantes se comprometen a adop-
tar las medidas legislativas necesarias para asegurar la aplica-
ción de las disposiciones del Convenio y especialmente a esta-
blecer sanciones penales eficaces para castigar a las personas
culpables de genocidio o de cualquiera otro de los actos enume-
rados en el artículo 3 (artículo5) y que toda Parte contratante
puede recurrir a los órganos competentes de las Naciones Unidas
para que éstos tomen, conforme a la Carta de las Naciones
Unidas, las medidas que juzguen apropiadas para la prevención
y la represión de actos de genocidio o de cualquiera de los otros
actos enumerados en el artículo 3 (artículo 8).

Su artículo 6 dispone: «Las personas acusadas de genoci-
dio o de uno cualquiera de los actos enumerados en el artícu-
lo 3 serán juzgadas por un tribunal competente del Estado en
cuyo territorio el acto fue cometido, o ante la corte penal in-
ternacional que sea competente respecto a aquellas de las Partes
contratantes que hayan reconocido su jurisdicción».

Para los apelantes, el anterior precepto (integrante de nuestro
ordenamiento interno, conforme al artículo 96 de la Constitu-
ción Española y artículo 1, apartado cinco, del Código Civil)
excluiría para el delito de genocidio la jurisdicción de Espa-
ña, si el delito no fue cometido en territorio nacional.

Discrepa de esta opinión el Pleno de la Sala. El artículo 6
del Convenio no excluye la existencia de órganos judiciales con
jurisdicción distintos de los del territorio del delito o de un tri-
bunal internacional. El artículo 6 del Convenio anuncia un tri-
bunal penal internacional e impone a los Estados parte la obli-
gación de que los genocidios sean obligatoriamente juzgados
por los órganos judiciales del Estado en cuyo territorio los
delitos se cometieron. Mas sería contrario al espíritu del Con-
venio -que busca un compromiso de las Partes contratantes,
mediante empleo de sus respectivas normativas penales, de
persecución del genocidio como delito de derecho internacio-
nal y de evitación de la impunidad de crimen tan grave- tener
el citado artículo 6 del Convenio por norma limitativa del ejer-
cicio de la jurisdicción, excluyente de cualquiera otra distinta
de las que el precepto contempla. Que las Partes contratantes
no hayan acordado la persecución universal del delito por cada
una de sus jurisdicciones nacionales no impide el establecimien-
to, por un Estado parte, de esa clase de jurisdicción para un delito
de transcendencia en todo el mundo y que afecta a la comuni-
dad internacional directamente, a la humanidad toda, como el
propio Convenio entiende. De ningún modo podríamos enten-
der que el artículo 6 transcrito impidiese a los Estados signa-
tarios hacer uso del principio de persecución por personalidad
activa recogido en sus normativas internas. Sería impensable
que, por aplicación del Convenio para la Prevención y la San-
ción del delito de Genocidio, España, por ejemplo, no pudiese
castigar a un genocida de nacionalidad española que hubiese
cometido el delito fuera de España y se hallase en nuestro país,
cumplidos los requisitos del artículo 23, apartado dos, de la Ley
Orgánica del Poder Judicial. Pues bien, los términos del artí-
culo 6 del Convenio de 1948 no autorizan tampoco a excluir la
jurisdicción para el castigo del genocidio de un Estado parte,
como España, cuyo sistema normativo recoge la extraterritoria-
lidad en orden al enjuiciamiento de tal delito en el apartado
cuatro del artículo 23 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de
ningún modo incompatible con el Convenio. Lo que debe re-
conocerse, en razón de la prevalencia de los tratados interna-
cionales sobre el derecho interno (artículos 96 de la Constitu-
ción Española y 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho
de los Tratados, de 1969), es que el artículo 6 del Convenio para
la Prevención y la Sanción del delito de Genocidio impone la

subsidiariedad de la actuación de jurisdicciones distintas a las
que el precepto contempla, de forma que la jurisdicción de un
Estado debería abstenerse de ejercer jurisdicción sobre hechos,
constitutivos de genocidio, que estuviesen siendo enjuiciados
por los tribunales del país en que ocurrieron o por un tribunal
penal internacional.

TERCERO. Aplicabilidad actual del artículo 23, apar-
tado cuatro, de la Ley Orgánica del Poder Judicial como
norma procesal ahora vigente.

El artículo 23, apartado cuatro, de la Ley Orgánica del Poder
Judicial –en cuanto proclama la jurisdicción de España para el
conocimiento de determinados hechos cometidos por españo-
les o extranjeros fuera del territorio nacional susceptibles de
tipificarse, según la Ley penal española, como alguno de los
delitos que enumera– no se aplica retroactivamente cuando la
jurisdicción proclamada se ejerce en el tiempo de la vigencia
de la norma –tal sucede en este caso–, con independencia de
cuál fue el tiempo de los hechos que se enjuician. El citado ar-
tículo 23, apartado cuatro, de la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial no es norma de punición, sino procesal. No tipifica o pena
ninguna acción u omisión y se limita a proclamar la jurisdic-
ción de España para el enjuiciamiento de delitos definidos y
sancionados en otras Leyes. La norma procesal en cuestión ni
es sancionadora desfavorable ni es restrictiva de derechos in-
dividuales, por lo que su aplicación a efectos de enjuiciamiento
penal de hechos anteriores a su vigencia no contraviene el ar-
tículo 9, apartado tres, de la Constitución Española. La con-
secuencia jurídica restrictiva de derechos derivada de la comi-
sión de un delito de genocidio –la pena– trae causa de la norma
penal que castiga el genocidio, no de la norma procesal que
atribuye jurisdicción a España para castigar el delito. El prin-
cipio de legalidad (artículo 25 de la Constitución Española)
impone que los hechos sean delito –conforme a las Leyes es-
pañolas, según el artículo 23, apartado cuatro, tan menciona-
do– cuando su ocurrencia, que la pena que pueda ser impues-
ta venga ya determinada por ley anterior a la perpetración del
crimen, pero no que la norma de jurisdicción y de procedimiento
sea preexistente al hecho enjuiciable. La jurisdicción es pre-
supuesto del proceso, no del delito.

Así es que no es preciso acudir, para sentar la jurisdicción
de España para enjuiciar un delito de genocidio cometido en
el extranjero por nacionales o extranjeros en los años 1976 a
1983, a lo dispuesto en el artículo 336 de la Ley Provisional
sobre Organización del Poder Judicial de 15 de septiembre de
1870 -derogada por la Orgánica del Poder Judicial de 1985-,
que pasó a atribuir jurisdicción a los órganos judiciales espa-
ñoles para juzgar a españoles o extranjeros que fuera del te-
rritorio de la nación hubiesen cometido delito de genocidio
desde que este delito se incluye en el Código Penal a la sazón
vigente por Ley 47/71, de 15 de noviembre, en el título de los
delitos contra la seguridad exterior del Estado, sin que ningu-
na relevancia jurídica para la atribución jurisdiccional tenga que
el fundamento de la persecución ultraterritorial de los restan-
tes delitos contra la seguridad exterior del Estado se hallase en
el principio real o de protección.

CUARTO. Los hechos imputados en el sumario.
La resolución del recurso va a exigir constatar si los hechos

imputados en el sumario son susceptibles de tipificarse, según
la Ley penal española, de delitos de genocidio o terrorismo. No
requiere de juicio de verosimilitud, de acreditamiento ni de
racionalidad de los indicios de la imputación. No se ha discu-
tido en el recurso sobre el alcance de la incriminación, sobre
la consistencia de esos hechos que han de poder ser calificados
de genocidio o terrorismo para la atribución jurisdiccional com-
batida. Las partes de la apelación no han discutido que esos
hechos imputados consistan en muertes, detenciones ilegales,
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sustracción de menores y torturas producidas en Argentina en
el periodo del 24 de marzo de 1976 hasta 1983, por razones de
depuración ideológica, atribuidas a gobernantes y miembros de
las Fuerzas Armadas o de seguridad, con intervención también
de grupos organizados, actuando todos en la clandestinidad.

QUINTO. Sobre si los hechos imputados son suscepti-
bles de calificarse, según la Ley penal española, como ge-
nocidio.

Se trata de la exigencia del artículo 23, apartado cuatro, de
nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme al cual será
competente la jurisdicción española para conocer de los hechos
cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio na-
cional susceptibles de tipificarse, según la Ley penal españo-
la, como alguno de los delitos que el precepto enumera, co-
menzando por el genocidio (letra a) y siguiendo por el
terrorismo (letra b), incluyendo en último lugar cualquier otro
delito que «según los tratados o convenios internacionales, deba
ser perseguido en España» (letra g).

El genocidio es un crimen consistente en el exterminio, total
o parcial, de una raza o grupo humano, mediante la muerte o
la neutralización de sus miembros. Así es socialmente enten-
dido, sin necesidad de una formulación típica. Es un concep-
to sentido por la comunidad internacional -individuos, Estados
y Organismos Internacionales-. El genocidio ha sido sufrido a
lo largo de la historia por muchas colectividades, y las tecno-
logías, puestas al servicio de la recuperación fiel del pasado,
han permitido que la humanidad pudiese situarse frente a los
horrores concretos de la persecución y holocausto del pueblo
judío durante la Segunda Guerra Mundial, una vez concluyó
la contienda. Se hace, pues, el genocidio, realidad o supuesto
conocido, entendido, sentido socialmente. En 1946, la Asam-
blea General de las Naciones Unidas (Resolución número 96)
acepta la recomendación de la VI Comisión y reconoce que el
genocidio es un crimen de Derecho de Gentes, cuyos princi-
pales autores y sus cómplices, sean personas privadas, funcio-
narios o representantes oficiales del Estado, deben ser casti-
gados.

Lo que caracteriza el genocidio, conforme a la Resolución
96 citada, es el exterminio de un grupo por razones raciales,
religiosas, políticas u otras. Esto es, conforme a un ineludible
entendimiento del genocidio que convulsionaba las conciencias.
Sin distingos, es un crimen contra la humanidad la ejecución de
acciones destinadas a exterminar a un grupo humano, sean cuales
sean las características diferenciadoras del grupo. En la misma
línea que el Estatuto del Tribunal de Nuremberg, «crímenes
contra la humanidad, es decir, asesinatos, exterminación, some-
timiento a esclavitud, deportación y otros actos inhumanos co-
metidos contra cualquier población civil antes o durante la gue-
rra, o persecuciones por motivos políticos, raciales o
religiosos...» (artículo 6). En 1948 se abría a la firma de los
miembros de las Naciones Unidas el Convenio para la Preven-
ción y la Sanción del delito de Genocidio -al que nos hemos
referido ya en el apartado segundo de estos fundamentos-. El
Convenio considera el genocidio delito de derecho internacio-
nal, contrario al espíritu y a los fines de las Naciones Unidas y
que el mundo civilizado condena. Se expresa en el Preámbulo
el reconocimiento de que en todos los periodos de la Historia el
genocidio ha infligido grandes pérdidas a la humanidad y el
convencimiento de que para liberar a la humanidad de un fla-
gelo tan odioso se necesita la cooperación internacional.

El artículo l del Convenio dispone: «Las Partes contratan-
tes confirman que el genocidio, ya sea cometido en tiempo de
paz o en tiempo de guerra, es un delito de derecho internacio-
nal que ellas se comprometen a prevenir y sancionar». Y el
artículo 2 contiene la definición de genocidio, como «cualquiera
de los actos mencionados a continuación, perpetrados con la
intención de destruir, total o parcialmente, a un grupo nacio-

nal, étnico, racial o religioso, como tal». Y esos actos realiza-
dos con la finalidad de exterminio de un grupo son, según el
mencionado artículo 2 del Convenio a que nos referimos, la
matanza de miembros del grupo, la lesión grave a la integri-
dad física o mental de esos miembros del grupo, el sometimien-
to intencional del grupo a condiciones de existencia que ha-
yan de acarrear su destrucción física, total o parcial, las medidas
destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo y
el traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo. Accio-
nes horrendas que justifican la calificación de flagelo odioso
que se hace en el Preámbulo del Convenio. La descripción de
conductas se asocia con esa concepción social -entendida, sen-
tida- de genocidio a la que aludíamos. En las formas de actua-
ción sobre un grupo está ya ínsito el necesario propósito de
destruir, total o parcialmente, al grupo.

En 1968, España se adhiere al Convenio, y en 1971, a vir-
tud de la Ley 44/71, de 15 de noviembre, entra el delito de
genocidio en el catálogo del Código Penal entonces vigente,
en el artículo 137 bis, como delito contra el derecho de gen-
tes, definido en estos términos: «Los que, con propósito de
destruir, total o parcialmente, a un grupo nacional étnico, so-
cial o religioso perpetraren alguno de los actos siguientes...».
Y continuaba el Código Penal español de la época aludiendo
a los actos concretos de genocidio (muertes, lesiones, someti-
miento a condiciones de existencia que hagan peligrar la vida
o perturben gravemente la salud, desplazamientos forzosos y
otros). Obsérvese ya que el término «social» –en discordan-
cia con la definición del Convenio de 1948– está respondien-
do a lo que hemos llamado concepción o entendimiento social
del genocidio –concepto socialmente comprendido sin necesidad
de una formulación típica–. Repárese ya en que la idea de ge-
nocidio queda incompleta si se delimitan las características del
grupo que sufre los horrores y la acción exterminadora. Por lo
demás, la falta de una coma entre «nacional» y «étnico» no
puede llevarnos a conclusiones de limitación en nuestro dere-
cho interno, hasta el Código Penal de 1995, del tipo del geno-
cidio en relación con la concepción internacional del mismo.
En 1983 –reforma parcial y urgente del Código Penal– se sus-
tituiría en el artículo 137 bis citado la palabra «social» por «ra-
cial», aunque subsistirá la falta de la coma entre «nacional» y
«étnico», y en 1995 –penúltima reforma del Código deroga-
do- se penará la apología del genocidio.

El nuevo Código Penal recoge entre los delitos contra la
comunidad internacional, en su artículo 607, el genocidio,
definiéndolo, conforme al Convenio de 1948, como caracteri-
zado por el «propósito de destruir total o parcialmente a un
grupo nacional, étnico, racial o religioso». Sostienen los ape-
lantes que los hechos imputados en el sumario no pueden cons-
tituir genocidio, puesto que la persecución no se efectuó con-
tra ningún grupo nacional, étnico, racial o religioso, y que la
represión en la Argentina de la dictadura de 1976 a 1983 tuvo
motivaciones políticas. Lo expuesto hasta ahora en este apar-
tado va a permitir a la Sala contar con referencias previas en
apoyo de la consideración de genocidio de los hechos impu-
tados que va a desarrollarse. La acción plural y pluripersonal
imputada, en los términos en que aparece en el sumario, es de
actuación contra un grupo de argentinos o residentes en Argen-
tina susceptible de diferenciación y que, indudablemente, fue
diferenciado por los artífices de la persecución y hostigamiento.
Y las acciones de persecución y hostigamiento consistieron en
muertes, detenciones ilegales prolongadas, sin que en muchos
casos haya podido determinarse cuál fue la suerte corrida por
los detenidos -repentinamente extraídos de sus casas, súbita-
mente expulsados de la sociedad, y para siempre-, dando así
vida al concepto incierto de «desaparecidos», torturas, encie-
rros en centros clandestinos de detención, sin respeto de los
derechos que cualquier legislación reconoce a los detenidos,
presos o penados en centros penitenciarios, sin que los fami-



Boletín de Documentación, n.o  27 / Septiembre-Diciembre 2006 |C|E|P|C|80

liares de los detenidos supiesen su paradero, sustracción de
niños de detenidos para entregarlos a otras familias –el tras-
lado por fuerza de niños del grupo perseguido a otro grupo–.
En los hechos imputados en el sumario, objeto de investiga-
ción, está presente, de modo ineludible, la idea de exterminio
de un grupo de la población argentina, sin excluir a los resi-
dentes afines. Fue una acción de exterminio, que no se hizo
al azar, de manera indiscriminada, sino que respondía a la
voluntad de destruir a un determinado sector de la población,
un grupo sumamente heterogéneo, pero diferenciado. El gru-
po perseguido y hostigado estaba integrado por aquellos ciu-
dadanos que no respondían al tipo prefijado por los promoto-
res de la represión como propio del orden nuevo a instaurar
en el país. El grupo lo integraban ciudadanos contrarios al
régimen, pero también ciudadanos indiferentes al régimen. La
represión no pretendió cambiar la actitud del grupo en relación
con el nuevo sistema político, sino que quiso destruir el gru-
po, mediante las detenciones, las muertes, las desapariciones,
sustracción de niños de familias del grupo, amedrentamiento
de los miembros del grupo.

Estos hechos imputados constituyen delito de genocidio.
Sabemos por qué en el Convenio de 1948 no aparece el tér-
mino «político» o las voces «u otros» cuando relaciona en el
artículo 2 las características de los grupos objeto de la destruc-
ción propia del genocidio. Pero el silencio no equivale a ex-
clusión indefectible. Cualesquiera que fueran las intenciones
de los redactores del texto, el Convenio cobra vida a virtud de
las sucesivas firmas y adhesiones al tratado por parte de miem-
bros de Naciones Unidas que compartían la idea de que el
genocidio era un flagelo odioso que debían comprometerse a
prevenir y a sancionar. El artículo 137 bis del Código Penal
español derogado y el artículo 607 del actual Código Penal,
nutridos de la preocupación mundial que fundamentó el Con-
venio de 1948, no pueden excluir de su tipificación hechos
como los imputados en esta causa. El sentido de la vigencia
de la necesidad sentida por los países partes del Convenio de
1948 de responder penalmente al genocidio, evitando su im-
punidad, por considerarlo crimen horrendo de derecho inter-
nacional, requiere que los términos «grupo nacional» no sig-
nifiquen «grupo formado por personas que pertenecen a una
misma nación», sino, simplemente, grupo humano nacional,
grupo humano diferenciado, caracterizado por algo, integrado
en una colectividad mayor. El entendimiento restrictivo del tipo
de genocidio que los apelantes defienden impediría la califi-
cación de genocidio de acciones tan odiosas como la elimina-
ción sistemática por el poder o por una banda de los enfermos
de SIDA, como grupo diferenciado, o de los ancianos, también
como grupo diferenciado, o de los extranjeros que residen en
un país, que, pese a ser de nacionalidades distintas, pueden ser
tenidos como grupo nacional en relación al país donde viven,
diferenciado precisamente por no ser nacionales de ese Esta-
do. Esa concepción social de genocidio –sentida, entendida por
la colectividad, en la que ésta funda su rechazo y horror por
el delito– no permitiría exclusiones como las apuntadas. La
prevención y castigo del genocidio como tal genocidio, esto
es, como delito internacional, como mal que afecta a la comu-
nidad internacional directamente, en las intenciones del Con-
venio de 1948 que afloran del texto, no puede excluir, sin ra-
zón en la lógica del sistema, a determinados grupos
diferenciados nacionales, discriminándoles respecto de otros.
Ni el Convenio de 1948 ni nuestro Código Penal ni tampoco
el derogado excluyen expresamente esta integración necesaria.

Y en estos términos, los hechos imputados en el sumario
constituyen genocidio, con consiguiente aplicación al caso del
artículo 23, apartado cuatro, de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial. En el tiempo de los hechos y en el país de los hechos se
trató de destruir a un grupo diferenciado nacional, a los que no
cabían en el proyecto de reorganización nacional o a quienes

practicaban la persecución estimaban que no cabían. Hubo en-
tre las víctimas extranjeros, especialmente muchos españoles.
Todas las víctimas, reales o potenciales, argentinos o foráneos,
integraron un grupo diferenciado en la nación, que se pretendió
exterminar.

SEXTO. Sobre la tipificación de los hechos imputados
como terrorismo.

La calificación de los hechos imputados como constitutivos
de terrorismo no aportará nada nuevo a la resolución del caso,
puesto que los hechos imputados han sido ya tenidos por sus-
ceptibles de constituir delito de genocidio y son los mismos
hechos los que son objeto de estudio en cuanto a subsunción
jurídica. El terrorismo figura también como delito de persecu-
ción internacional en el artículo 23, apartado cuatro, de nues-
tra Ley Orgánica del Poder Judicial y ya se ha dicho (apartado
segundo de estos fundamentos) que el precepto, como norma
procesal vigente hoy, es aplicable con independencia del tiempo
de comisión de los delitos. La Sala, no obstante, debe decir que
los hechos imputados en el sumario, susceptibles de tipificar-
se como constitutivos de delito de genocidio, pueden también
calificarse como terrorismo. No estima el Tribunal que la in-
cardinación de los hechos en el tipo del delito de terrorismo haya
de quedar excluida, porque, exigiéndose en sus distintas formas
por nuestro derecho una finalidad de subvertir el orden cons-
titucional o alterar gravemente la paz pública, no se pueda
encontrar en los hechos imputados tendencia alguna en contra
del orden constitucional español. La tendencia subversiva ha de
hallarse en relación con el orden jurídico o social del país en
el que el delito de terrorismo se comete, o al que directamente
afecta como destinatario del ataque, y esta traslación necesa-
ria de un elemento fáctico no impide la susceptibilidad de ti-
pificarse como terrorismo, según la Ley penal española, que es
exigencia del artículo 23, apartado cuatro, de la Ley Orgánica
del Poder Judicial. Por lo demás, hallamos en las muertes, le-
siones, coacciones y detenciones ilegales objeto del procedi-
miento la nota característica de realizarse por personas integra-
das en una banda armada, con independencia de las funciones
institucionales que esas personas ostentasen, pues debe tener-
se en cuenta que las muertes, lesiones, coacciones y detencio-
nes ilegales aludidas eran efectuadas en la clandestinidad, no
en ejercicio regular de la función oficial ostentada, aunque
prevaliéndose de ella. La asociación para los actos ilegales de
destrucción de un grupo diferenciado de personas tenía voca-
ción de secreta, era paralela a la organización institucional en
la que los autores quedaban encuadrados, pero no confundible
con ella. De otra parte, concurren las notas estructural (orga-
nización estable), de resultado (producción de inseguridad,
turbación o miedo a un grupo o a la generalidad de la pobla-
ción) y teleológica (entendida como de rechazo del orden jurí-
dico, del mismo orden jurídico vigente en el país a la sazón),
propias de la banda armada.

Como escribía Antonio Quintano Ripollés en los años cin-
cuenta: «Una forma de terrorismo que parece haber tenido una
lamentable tendencia a proliferar en nuestro tiempo, tan pro-
picio a todos los monopolios estatales, es la del terrorismo desde
arriba, esto es, el practicado por el Estado abierta o encubier-
tamente a través de sus órganos oficiales u oficiosos, es claro
que desborda obviamente el campo propio del Derecho penal
interno, aunque pueda importar al internacional penal en la
dimensión de los llamados Crímenes contra la Humanidad o
los genocidas. Es, sin duda, el aspecto más vil del terrorismo,
dado que elimina todo riesgo y se prevale del aparato de la
autoridad para perpetrar sus crímenes bajo el ropaje de la au-
toridad y aun del patriotismo».

SÉPTIMO. Tipificación como delito de tortura.
Las torturas denunciadas formarían parte del delito de ma-
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yor entidad de genocidio o terrorismo. Por ello resulta estéril
examinar si el delito de tortura es, en nuestro derecho, delito
de persecución universal por la vía del artículo 23, apartado cua-
tro, letra g, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, puesto en
relación con el artículo 5 de la Convención de 10 de diciem-
bre de 1984 contra la Tortura y otros tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes. Si España tiene jurisdicción para la
persecución del genocidio en el extranjero, la investigación y
enjuiciamiento tendrá necesariamente que alcanzar a delitos de
tortura integrados en el genocidio. Y no sólo en el caso de víc-
timas de nacionalidad española, conforme podría resultar del
artículo 5, apartado uno, letra c, de la Convención citada, que
no constituye una obligación ineludible para los Estados firman-
tes. España tendría jurisdicción propia como derivada de un
tratado internacional en el caso del apartado dos del artículo 5
de la Convención mencionada, pero, como se ha dicho, la cues-
tión es irrelevante jurídicamente a los efectos de la apelación
y del sumario.

OCTAVO. Cosa juzgada. Las Leyes argentinas 23.492
y 23.521, de punto final y de obediencia debida.

Las Leyes argentinas 23.492 y 23.521, de punto final y
obediencia debida, han sido derogadas, si bien del documento
presentado en el Juzgado por el recurrente Adolfo Francisco
Scilingo junto con escrito de fecha 17 de julio de este año (con-
sistente en resolución número 05/98 del Consejo Supremo de
las Fuerzas Armadas de Argentina, de fecha 2 de julio de 1998,
obrante a los folios 18.559 y siguientes del sumario, por la que
se declaran extinguidas las acciones que pudieran correspon-
der contra dicho recurrente por su presunta participación en los
delitos del artículo 10 de la Ley 23.049) resulta que dichas
Leyes de punto final y obediencia debida son aplicadas y de-
terminan la exención de responsabilidad que se declara, argu-
mentándose que, aunque derogadas, esas Leyes ya han opera-
do sus efectos y mantienen virtualidad por el principio de la
ultractividad de la ley penal más benigna o favorable.

Con independencia de que dichas Leyes puedan tenerse por
contrarias al ius cogens internacional y hubiesen contraveni-
do tratados internacionales que Argentina tenía suscritos, las
indicadas Leyes vienen a ser normas despenalizadoras, en ra-
zón de no ejercicio de acción penal a partir de un determina-
do tiempo o en razón de la condición de sometido a jerarquía
militar o funcionarial del sujeto activo. Vienen a despenalizar
conductas, de modo que su aplicación no sería encuadrable en
el supuesto de imputado absuelto o indultado en el extranjero
(letra c del apartado dos del artículo 23 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial), sino en el caso de conducta no punible -a vir-
tud de norma despenalizadora posterior- en el país de ejecu-
ción del delito (letra a del mismo apartado dos del artículo 23
de la Ley citada), lo que ninguna virtualidad tiene en los ca-
sos de extraterritorialidad de la jurisdicción de España por
aplicación del principio de protección o de persecución univer-
sal, visto lo dispuesto en el apartado cinco del tan aludido ar-
tículo 23 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

NOVENO. El recurso acumulado interpuesto por la re-
presentación procesal de Adolfo Francisco Scilingo contra la
providencia de 28 de julio y el auto de 20 de agosto de 1998.

El recurrente Adolfo Francisco Scilingo solicitó el sobre-
seimiento o archivo de la causa en lo que a él concernía por
haber sido absuelto o indultado en Argentina, a virtud de la
resolución del Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas de
Argentina que se cita en el apartado precedente. La denega-
ción del sobreseimiento o archivo por el Juez instructor fue
recurrida en forma y subsidiaria apelación por el inculpado y
constituye, ahora, objeto de la segunda apelación, acumulada
a la principal sobre jurisdicción (véase antecedente de hecho
segundo de este auto). El recurso acumulado debe desestimarse

por las razones que se manifestaban en el apartado octavo de
estos fundamentos jurídicos.

DÉCIMO. El artículo 2, apartado uno, de la Carta de
las Naciones Unidas no es norma jurídica que pudiera ha-
cer, en el caso objeto de estudio, inaplicable el artículo 23,
apartado cuatro, de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Últimas consideraciones.

En conclusión, los órganos judiciales españoles están inves-
tidos de jurisdicción para el conocimiento de los hechos obje-
to del presente procedimiento.

El artículo 2, apartado uno, de la Carta de las Naciones Unidas
(«La Organización está basada en el principio de la igualdad
soberana de todos sus Miembros») no es norma jurídica que
permitiese neutralizar la proclamación jurisdiccional del artículo
23, apartado cuatro, tantas veces aludido en esta resolución.

Cuando los órganos judiciales españoles aplican dicho úl-
timo precepto, no invaden ni se inmiscuyen en la soberanía del
Estado donde se cometió el delito, sino que hacen ejercicio de
la propia soberanía española en relación con delitos interna-
cionales. España tiene jurisdicción para conocer de los hechos,
derivada del principio de persecución universal de determina-
dos delitos -categoría de Derecho internacional- acogida por
nuestra legislación interna. Tiene también un interés legítimo
en el ejercicio de esa jurisdicción, al ser más de quinientos los
españoles muertos o desaparecidos en Argentina, víctimas de
la represión denunciada en los autos.

Por todo lo expuesto,

EL PLENO DE LA SALA DE LO PENAL DE LA AU-
DIENCIA NACIONAL ACUERDA DESESTIMAR LOS
RECURSOS Y CONFIRMAR LA ATRIBUCIÓN DE LA
JURISDICCIÓN DE ESPAÑA PARA EL CONOCIMIENTO
DE LOS HECHOS OBJETO DEL PROCEDIMIENTO, ASÍ
COMO LA DENEGACIÓN DE LA PETICIÓN DE SOBRE-
SEIMIENTO Y RCHIVO FORMULADA POR LA REPRE-
SENTACIÓN DE ADOLFO FRANCISCO SCILINGO.

Contra este auto no cabe recurso alguno.
Notifíquese la resolución al Ministerio Fiscal y demás partes

personadas en las apelaciones.
Lo mandan y firman los Magistrados expresados al co-

mienzo.

II.3.4. Sentencia nº 16/2005 de 19 de abril.
Juicio oral a Scilingo

SUMARIO 19/1997
ROLLO DE SALA 139/1997
JUZGADO C. INSTRUCCIÓN Nº 5

La Sección Tercera de la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional, constituida por los Sres. Magistrados: Don Fernan-
do García Nicolás, como presidente; Don Jorge Campos Mar-
tínez; y Don José Ricardo de Prada Solaesa, como ponente,
previa la oportuna deliberación, ha dictado la siguiente:

SENTENCIA NUM.16/2005

En Madrid, a diecinueve de abril de dos mil cinco.

Se ha visto en juicio oral y público la presente causa se-
guida por un delito de genocidio, terrorismo y torturas, con-
tra:

Adolfo Francisco SCILINGO MANZORRO
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2. CARÁCTER UNIVERSAL DE LOS CRIMENES CON-
TRA LA HUMANIDAD

Las reflexiones que anteceden tiene como punto de parti-
da el carácter Universal de los crímenes contra la humanidad,
sobre el ya hemos tenido ocasión de tratar anteriormente des-
de otra perspectiva.

Al Tribunal no le cabe ninguna duda de que hay una opi-
nio iuris cogentis en torno al carácter imperativo de la norma
que prohíbe el genocidio, la trata de esclavos o la agresión o,
en general, los crímenes contra la humanidad. Sin embargo, a
este respecto consideramos por si cupiera alguna duda hacer
un breve desarrollo de este tema, en cuanto al origen y desa-
rrollo de esta clase de crímenes en el ámbito internacional.

2.1. Origen de los crímenes contra la humanidad. Sin
querer hacer un exposición detallada del origen y su precedentes
en el derecho humanitario de guerra, Cláusula Martens, etc..,
si tenemos que señalar que, tal como pone de manifiesto la
totalidad de la doctrina internacionalista, el Estatuto del Tribunal
Militar Internacional (TMI) de Nuremberg, creado para juzgar
y castigar a los grandes criminales de guerra de los países eu-
ropeos del Eje tras la II Guerra mundial, fue el primer instru-
mento jurídico que definió, en su artículo 6 c), los «crímenes
contra la humanidad» en el Derecho internacional positivo.

Los procesos de Nuremberg aplicaron dicho Estatuto, im-
putaron a individuos una responsabilidad penal, y condenaron
por la comisión de «crímenes contra la humanidad». Sin em-
bargo, es verdad que en su etapa inicial este delito estaba vin-
culado al desarrollo de la guerra. Tampoco entonces estaba
claramente establecido que entrara en el ámbito del Derecho
internacional consuetudinario, especialmente cuando no esta-
ba vinculado a actos de guerra. Progresivamente la idea de la
aplicabilidad universal y su desvinculación de las situaciones
de guerra terminó por imponerse. Con la resolución de la
Asamblea General de las Naciones Unidas 95 (I) de 11 de di-
ciembre de 1946, fueron explícitamente confirmados los «prin-
cipios de Derecho internacional reconocidos por el régimen
jurídico del Tribunal de Nuremberg y por la sentencia de este
Tribunal»; su formulación fue confiada a la Comisión de
Derecho internacional «en el marco de una codificación ge-
neral de los crímenes cometidos contra la paz y la seguridad
de la humanidad o en el marco de un Código de Derecho penal
internacional». Esta resolución daba testimonio de los puntos
de vista predominantes y de la práctica de los Estados en
cuanto a los principios en cuestión y suministraba a este res-
pecto un apoyo jurídico sólido a la afirmación según la cual
eran parte integrante del Derecho internacional consuetudinario.
La opinión según la cual los principios de Nuremberg entra-
rían en el ámbito del Derecho internacional consuetudinario
estimamos que ha pasado a considerarse indiscutible tras la
resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas
3074 (XXVIII) de 3 de diciembre de 1973 que proclamaba
la necesidad de una cooperación internacional en lo que res-
pecta a la detección, arresto, extradición y castigo de los in-
dividuos culpables de crímenes de guerra y de crímenes con-
tra la humanidad. Se puede añadir aquí que, en muchas
resoluciones dictadas por los tribunales penales internaciona-
les «ad hoc» actuales, se ha afirmado y aceptado la tesis de
que «desde el Estatuto de Nuremberg, el carácter consuetudi-
nario de la prohibición de los crímenes contra la humanidad
y la imposición de la responsabilidad penal individual por su
perpetración no han sido seriamente discutidos (Asunto Tadic
del ICTY)»

Desde entonces se ha ido produciendo una importante evo-
lución, de la que no creemos necesario dejar constancia en esta
resolución, que ha venido a determinar que el crimen contra
la humanidad sea, en la actualidad, un crimen de naturaleza

mixta, convencional (Estatuto de la Corte Penal internacional,
Tratados de Derechos Humanos, Tratado de imprescriptibili-
dad de los crímenes de lesa humanidad, jurisprudencia inter-
nacional etc..) y consuetudinaria (práctica interna y opinio iuris
de los Estados), lo que implica la interacción de dos clases de
normas, lo que estimamos, como veremos después, que tiene
importantes efectos en materia de legalidad penal.

Hemos visto con anterioridad, que desde esta doble natu-
raleza, actualmente convencional y consuetudinaria, esta cla-
se de crimen se caracteriza por ser, en su consideración inter-
nacional, la comisión sistemática o a gran escala e instigada o
dirigida por un gobierno o por una organización política o grupo
de un conjunto de actos criminales. Lo relevante es, pues, la
existencia de un plan o política preconcebidos que no deben
producirse necesariamente en tiempos de guerra.

Desde el punto de vista del sujeto activo, la exigencia en
el tipo de ataque contra la población civil viene a representar
en estos momentos una actuación de conformidad con políti-
cas de Estado o de una organización no estatal pero que ejer-
ce el poder político «de facto».También la exigencia de ata-
ques masivos o sistemáticos o que se ejerzan en el marco de
una política o plan estatal.

Estas circunstancias o características del Sujeto activo del
delito, en definitiva, que se trate de un grupo que actúa desde
el poder o que neutraliza al poder legitimo, es uno de los ele-
mentos que a nuestro juicio internacionaliza a esta clase de
delitos y lo convierten en crimen contra la humanidad. La ra-
zón de la utilidad de la existencia de los crímenes contra la
humanidad es precisamente garantizar su persecución precisa-
mente por las dificultades extremas o imposibilidad de su per-
secución interna. Por lo tanto, una de las características esen-
ciales de los delitos contra la humanidad es su perseguibilidad
internacional mas allá del principio de territorialidad.

2.2. Complementariamente a las referencias a la «opinio
iuris internacional» deducida de otros actos en el ámbito in-
ternacional expuestos con anterioridad, consideramos intere-
sante hacer referencia a los precedentes de aplicación por di-
ferentes Estados del art. 6(c) del Estatuto del Tribunal de
Nuremberg, ya que la importante conclusión que es necesario
sacar de cara a la aplicabilidad universal de este precepto es
que además de haber sido aplicado directamente por los tribu-
nales aliados después de la II Guerra Mundial, también lo ha
sido, mas recientemente, en el ámbito internacional, por:

– en 1961, por el Tribunal del distrito de Jerusalén y el
Tribunal Supremo de Israel en el Caso Eichmann;

– en 1971, por Tos tribunales de Bangladesh en el caso de
la solicitud de extradición a la India de oficiales de Pa-
kistán «por actos de genocidio y crímenes contra la Hu-
manidad»;

– en 1981, por el Tribunal Supremo de los Países Bajos,
en el asunto Menten;

– en 1983, por el Tribunal de Casación de Francia en el
caso Barbie, que fundamenta la aplicación del citado art.
6.c) en los siguientes criterios, perfectamente válidos tam-
bién para el presente caso:

a) esta inculpación pertenece a «un orden represivo inter-
nacional al que le es fundamentalmente ajena la noción de fron-
tera»,

b) la adhesión de Francia ( en el presente caso España) a
este orden represivo,

c) la consagración, por la resolución de 13.II.1946 de la
Asamblea General de la ONU, de la definición de crímenes
contra la Humanidad que figura en el estatuto del Tribunal de
Nuremberg,

d) la recomendación de las Naciones Unidas a los Estados,
en esta resolución, de perseguir o extraditar a los autores de
tales crímenes,
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e) la conformidad de tales textos con los arts. 15.2. del Pacto
Internacional relativo a los derechos civiles y políticos (y al
art. 7.2 de la Convenio Europeo de Derechos Humanos), que
afirman que el principio de irretroactividad de las leyes pena-
les no se opone a la persecución y condena de personas por
hechos reputados como «criminales según los principios ge-
nerales del derecho reconocidos por la comunidad de las na-
ciones».

– en 1989, por el Tribunal Superior de Justicia de Ontario
(Canadá) en el caso Finta.

2.3. Estimamos que, con independencia de lo que definiti-
vamente pueda acontecer en el ámbito normativo interno, de
lo que seguiremos tratando después, no cabe ninguna duda de
que este tipo criminal internacional, que genera responsabili-
dad penal individual, está vigente en Derecho internacional
desde hace décadas, y en todo caso sería aplicable al conjun-
to de la represión en Argentina, de conformidad con el prin-
cipio de derecho intertemporal tempus regit actum, visto des-
de la óptica del Derecho internacional.

3. CONSECUENCIAS DIRECTAS DERIVADAS DEL
PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD INDIVIDUAL PE-
NAL INTERNACIONAL POR CRÍMENES CONTRA LA
HUMANIDAD

Estimamos necesario aquí hacer algunas reflexiones sobre
el principio general de aplicabilidad directa del derecho inter-
nacional respecto a la responsabilidad individual penal inter-
nacional por crímenes contra la Humanidad (y los de más grave
trascendencia para la comunidad Internacional) y sus conse-
cuencias aplicables al presente caso.

Ya hemos expuesto suficientemente de que manera el De-
recho Internacional ha evolucionado en las ultimas décadas de
tal forma que en la actualidad los grandes crímenes interna-
cionales (crímenes de guerra, crimen de agresión, crimen contra
la Humanidad, crímenes de guerra) generan responsabilidad
individual penal (principio de responsabilidad individual
penal), que no sólo existe en virtud de la actuación del prin-
cipio de territorialidad penal, sino que es propiamente in-
ternacional. Es decir, de ello debemos extraer una doble con-
secuencia:

– Son de general observación y constituyen normas pena-
les universales fuentes de obligaciones penales individua-
les, sancionable jurídicamente la trasgresión de su pro-
hibición o mandato.

– Determina una excepción al principio de territorialidad,
a favor de la competencia uti universi de los tribunales
internos, en determinados supuestos, constituyendo un
título válido internacionalmente para ejercer la propia
jurisdicción, sin que suponga un acto ultra vires o más
allá de las competencias del Estado en concreto.

Como ya hemos indicado desde los juicios de Nuremberg
se ha reconocido en la esfera internacional que existían debe-
res que incumbían a los individuos en virtud del Derecho in-
ternacional y que puede castigarse a los individuos por violar
el derecho internacional (de ahí unos autores deducen que el
individuo es sujeto de derecho internacional, si bien con una
subjetividad limitada y funcional, que deriva de esta respon-
sabilidad, por un lado, y del reconocimiento de derechos hu-
manos en tratados y de su legitimación activa internacional
frente al Estado, en otros).

Este principio general de responsabilidad directa, supone,
como ha señalado la Comisión de Derecho Internacional en el
Proyecto de Código de Crímenes contra la Paz y la Seguridad

de la Humanidad (1996), la Autonomía del Derecho inter-
nacional en la tipificación penal de los crímenes contra la
humanidad, así como la supremacía del Derecho penal in-
ternacional sobre el derecho nacional en el contexto de las
obligaciones internacionales de los individuos. La esencia del
Estatuto de Nuremberg y de los principios que allí germina-
ron era que los individuos tienen deberes internacionales que
trascienden las obligaciones nacionales de obediencia impuestas
por cada Estado. Esto se ha de considerar de aplicación úni-
camente en relación con los cuatro grandes crímenes antes
citados, sobre los que hay consenso en la Comunidad Interna-
cional.

La piedra angular, por tanto, del derecho penal internacio-
nal la constituye el principio general de responsabilidad indi-
vidual, aplicable sólo a personas naturales (no prejuzga la res-
ponsabilidad del Estado, que no es penal sino «internacional»
estrictu sensu).

Según este principio, la responsabilidad penal abarca a to-
das las personas de la jerarquía que en él han tenido algún grado
de participación y por hechos consumados, intentados o pla-
nificados, según el sistema del derecho penal clásico. Así, los
penalmente responsables de un crimen, salvo agresión en –que
lo son los planificadores, preparadores, desencadenantes u
ordenantes-, son los que lo comenten por acción u omisión. El
que lo ordena, responsabilidad del superior, cuando se «comente
o intenta cometer» el crimen y lo ha ordenado o no lo ha im-
pedido o reprimido; el cómplice que ha proporcionado apoyo
para la comisión de tal crimen; el planificador de tal crimen,
es decir el que ha participado en el plan o confabulación para
cometer tal crimen, es decir que ha participado directamente
en la formulación de una política criminal, o haciendo suyo el
plan propuesto por otra persona (por ejemplo: funcionarios,
mandos militares..); el que induce o instiga a la comisión por
otro (eje: periodistas de la muerte), el que haya intentado co-
meter tal crimen (tentativa), pero no se ha consumado por al-
gún factor ajeno etc.. El que actúa bajo las órdenes de un go-
bierno o de un superior jerárquico no se ve eximido de
responsabilidad criminal. El principio de responsabilidad de los
mandos determina la responsabilidad del superior jerárquico
si éstos contribuyen directamente a la perpetración de un cri-
men (lo ordenan), pero también si contribuyen indirectamen-
te a la realización del mismo (si no lo impiden o no reprimen
una conducta ilegal)........

IV. FALLO

1. CONDENA a Adolfo Francisco SCILINGO MANZO-
RRO como autor responsable de un delito de lesa humanidad:
1º con causación de 30 muertes alevosas a 30 penas de 21 años
de prisión por cada una de ellas; 2º con también realización
de detención ilegal a la pena de 5 años de privación de liber-
tad; 3º con causación de tortura grave igualmente a la pena de
5 años de privación de libertad.

Como accesoria de las anteriores penas la de inhabilitación
absoluta durante el tiempo de duración de la condena.

2. Las anteriores penas fijadas tendrán el límite de cum-
plimiento previsto en el art. 70.2 del Código Penal, Texto
Refundido de 1973, vigente en la época de producción de los
hechos.

3. Acuerda que para el cumplimiento de las penas privati-
vas de libertad impuestas le sea tenido en cuenta al condena-
do el tiempo que ha permanecido en prisión preventiva por esta
causa y ello siempre que ésta no le haya sido imputada para
la extinción de otras responsabilidades.

4. Notifíquese la presente sentencia a las partes, haciéndo-
les saber que no es firme, ya que contra la misma puede in-
terponerse recurso de casación para ante la Sala Segunda del
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Tribunal Supremo en el plazo de cinco días a contar desde el
siguiente al de la última notificación practicada de la presen-
te resolución.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica-
ción al Rollo de Sala, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

II.3.5 Resolución Norberto Oyarbide en
causa nº 12.652/2006. Buenos Aires, 5 de
diciembre de 2006

Resolución del juez federal Norberto Oyarbide en la cau-
sa n° 12.652/2006 -ex-n° 2460- caratulada «Videla, Jorge Ra-
fael s/secuestro extorsivo» declarando la inconstitucionalidad
del decreto n° 2741/90.

AUTOS Y VISTOS:

Para resolver en la presente causa n° 12.652/2006 -ex-n°
2460- caratulada «VIDELA, JORGE RAFAEL S/SECUESTRO
EXTORSIVO» respecto de la inconstitucionalidad del Decre-
tos n° 2741/90

Y CONSIDERANDO:

I. Esta causa tuvo inicio el 20 de mayo de 1985 a raíz de
la remisión de la investigación caratulada «Secretaría de Agri-
cultura de la Nación s/presuntas irregularidades en el trámite
de exportación de la fibra de Algodón» de la Fiscalía Nacio-
nal de Investigaciones Administrativas, que en su decisión del
día 17 del mismo mes y año había decidido promover y asu-
mir la acción pública contra Jorge Rafael Videla y Albano
Eduardo Harguindeguy por considerarlos autores del delito de
privación ilegal de la libertad de Federico y Miguel Ernesto
Gutheim mediante abuso de sus funciones y contra José Al-
fredo Martínez de Hoz como instigador de dicho delito (fs. 123
y 117/122).

A resultas de la investigación, el 2 de noviembre de 1986
los nombrados fueron convocados a prestar declaración inda-
gatoria en los términos del artículo 236 primera parte del Có-
digo de Procedimientos en Materia Penal, lo que significó su
procesamiento (fs. 348).

Posteriormente, el 27 de abril de 1988, el entonces titular
de este Juzgado dispuso la prisión preventiva de ellos, confir-
mada por el Superior en relación a Videla y Harguindeguy por
el delito de secuestro extorsivo reiterado, y revocada respecto
de Martínez de Hoz (fs. 708/725 y 915/937).

Continuó el proceso, habiendo formulado la acusación se-
gún lo dispone el art. 457 del Código de Procedimientos en
Materia Penal tanto la Fiscalía Nacional de Investigaciones
Administrativas como el Sr. Procurador Fiscal contra Jorge
Rafael Videla por los hechos por los que fuera cautelado.

La defensa, a su turno, se expidió en los términos del artí-
culo 463 del C.P.M.P. (fs. 1422/1454) y se dispuso la apertu-
ra a prueba de las actuaciones (fs. 1455).

Mientras se sustanciaban los respectivos cuadernos de prue-
ba, el Poder Ejecutivo Nacional emitió el decreto 2741/90 el
29 de diciembre de 1990 mediante el que otorgó el indulto al
acusado en estas actuaciones (fs. 1499/1500), disponiéndose
en consecuencia su sobreseimiento definitivo (fs. 1519), deci-
sión que no fue recurrida por ninguna de las partes.

II. Ahora bien, en la causa n° 12.649/2006 se presentaron
la «Asociación de ex Detenidos Desaparecidos» y la Funda-
ción «Liga Argentina por los Derechos del Hombre» solicitando
que declare la inconstitucionalidad de los decretos de indulto
que beneficiaron a José Alfredo Martínez de Hoz y Albano

Eduardo Harguindeguy, imputados por los mismos hechos que
se investigaron en autos, razón por la cual decidí extender de
oficio el planteo a la situación del acusado y dar intervención
a todas las partes del proceso, habiendo dictaminado en autos
el Sr. Fiscal (fs. 1578), la Fiscalía Nacional de Investigacio-
nes Administrativas (fs. 1579/1588) y el Estado Nacional
(fs.1534/1569).

A su turno, la defensa de Videla también lo hizo oponién-
dose a la declaración de inconstitucionalidad del indulto (fs.
1603/1619).

III. En la víspera he resuelto en la mencionada causa del
Juzgado, declarar la inconstitucionalidad de los decretos me-
diante los que el Poder Ejecutivo Nacional indultó a Martínez
de Hoz y a Harguindeguy, la nulidad de los sobreseimien-
tos dictados en razón de tales decretos y la reapertura de la
causa.

Para llegar a tal decisión tuve especialmente en cuenta los
antecedentes dictados por la Excma. Cámara del Fuero los días
1 de abril de 2005 en autos «SUÁREZ MASON, Guillermo y
otros...» (no 36.773) y el 8 de julio del corriente año en autos
«VAÑEK, Antonio y otro s/inconstitucionalidad» (n.o 22.544).

En tales oportunidades, la Excma. Cámara Federal tuvo
oportunidad de concluir que los decretos n° 1002/89 y 2746/
90, mediante los que el titular del Poder Ejecutivo de la Na-
ción dispuso indultar a Juan Bautista Sasiaiñ, José Montes,
Andrés Ferrero, Adolfo Sigwald, Juan Carlos Olivera Róvere,
Antonio Vañek, a Julio Antonio Torti y Carlos Guillermo Sua-
rez Mason, son inconstitucionales.

Por ello, a fin de evitar innecesarias repeticiones y refor-
mulaciones de los mismos planteos y argumentos, y fundamen-
talmente por estar de acuerdo en un todo con lo allí decidido,
habré de remitirme a las conclusiones a las que arribó dicho
Tribunal, con las salvedades propias que deba realizarse en
función de las particularidades de este proceso.

IV. A) En cuanto a la competencia del suscripto para ana-
lizar la validez de un acto del Poder Ejecutivo de la Nación,
los defensores de Jorge Rafael Videla, plantearon que este
Juzgado no resulta competente para determinar la validez o no
de un decreto presidencial, siendo a su criterio la Jurisdicción
en lo Contencioso Administrativo Federal quien deba tomar la
decisión, en el marco de un proceso orientado específicamen-
te a tales análisis.

Ahora bien, teniendo en cuenta que el acto administrativo
cuestionado -el decreto del Poder Ejecutivo Nacional- tuvo sus
efectos en este proceso, y que la decisión acerca de su vali-
dez o no tendrá efectos directamente en este mismo proceso,
no encuentro óbice alguno para tratar aquí la cuestión, puesto
que el examen de constitucionalidad de una norma no es una
facultad exclusiva de algunos jueces, sino que es función ín-
sita de todos los magistrados de la Nación que deben aplicar
exclusivamente las normas que se ajustan a la Constitución
Nacional y desechar aquellas que no lo hacen.

B) En primer término conviene aclarar que el hecho por el
que el acusado se encuentra sometido a proceso es uno de
aquellos denominado de lesa humanidad, toda vez que si bien
la privación ilegal de la libertad con fines extorsivos de por sí
no constituye un delito de tales características, lo cierto es que
en este caso el hecho se enmarca dentro del contexto del sis-
tema clandestino de represión implementado por la dictadura
militar que tomó el poder entre 1976 y 1983, y la detención
dispuesta por el Poder Ejecutivo de facto habría obedecido a
motivos ajenos al estado de sitio implementado, siendo que el
verdadero objeto habría sido la de presionar a uno de ellos a
negociar con representantes extranjeros un negocio de expor-
tación.

En tal sentido la Excma. Cámara del Fuero tiene dicho en
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numerosos pronunciamientos que «los delitos cometidos por
los agentes estatales en el contexto del sistema clandestino de
represión implementado por la dictadura militar que usurpó el
poder entre 1976 y 1983, a la luz del derecho de gentes, de-
ben ser considerados como crímenes contra la humanidad» (cfr.
Sala I causa N° 30.514, «Massera s/excepciones», Reg. 742 ,
del 9 de septiembre de 1999; causa N° 33714 «Videla, Jorge
R. s/procesamiento», Reg: 489, del 23 de mayo de 2002, y sus
citas, causa n° C. 36.253 «Crespi, Jorge Raúl y otros s/ falta
de acción y nulidad»,Reg: 670, del 13 de julio de 2004; y de
la Sala II Causa N° 17.889, del 9 de noviembre de 2001, Reg:
19.192 y sus citas).

Además, planteado el caso como lo hicieron los acusado-
res, se puede sostener, sin hesitación alguna, que los hechos
han sido consecuencia directa del ejercicio de las conductas
previstas por el artículo 29 de la Constitución Nacional y que
significan someter la vida, el honor o las fortunas de los ar-
gentinos a un gobierno o a una persona.

Ahora bien, yendo al tema de decisión, en el caso antes ci-
tado «SUAREZ MASON», la Excma. Cámara estableció que
para determinar la validez de los indultos era necesario inda-
gar: 1) si el artículo 99 inciso 5°ð de la Constitución Nacio-
nal otorga al Poder Ejecutivo Nacional prerrogativas para in-
dultar a procesados o si esa facultad puede ejercerse sólo
respecto de condenados; 2) si los hechos que constituyen la ma-
teria de investigación permiten el indulto de sus presuntos res-
ponsables; y 3) si estos indultos se oponen a compromisos
asumidos convencionalmente en el plano internacional por
nuestro país.

1) En cuanto a la primera cuestión, determinó que -pese a
los antecedentes jurisprudenciales- a su juicio debe descartar-
se la posibilidad de indultar a personas sometidas a proceso,
en primer lugar debido a la letra de la cláusula constitucional
que habla de «penas» que sólo puede imponer el Poder Judi-
cial luego de cumplir con las etapas del debido proceso, y por
lo tanto la intromisión del Poder Ejecutivo en un proceso en
trámite resulta un claro avasallamiento a la división de pode-
res de gobierno, el ejercicio de funciones judiciales expresa-
mente prohibidas y el desconocimiento de la norma que solo
autoriza al Poder Legislativo a extinguir acciones legales (arts.
75, 76 y 109 de la Constitución Nacional).

2) Sin perjuicio de ello, y teniendo en cuenta que los he-
chos objeto de este proceso representan aquellos actos cuya
naturaleza define el artículo 29 de la Constitución Nacional,
adquiere relevancia lo decidido por el Superior en el mencio-
nado antecedente, en el que concluyó que «En síntesis, de la
doctrina emanada de los precedentes mencionados puede in-
ferirse -conforme ya lo ha establecido esta Cámara en «Cres-
pi»- que los hechos ilícitos que son llevados a cabo en ejerci-
cio del poder total prohibido por el art. 29 de la Constitución
Nacional no son susceptibles de ser beneficiados por una ley
de amnistía. ... En la misma dirección en esta oportunidad este
Tribunal debe decidir si tales principios son extendibles a una
medida análoga, como lo son los indultos que el Poder Ejecu-
tivo Nacional está facultado a dictar de acuerdo al art. 99 inc.
5°ð de la Constitución Nacional ... Resulta claro que la prohi-
bición derivada del art. 29 de la Constitución Nacional, en
cuanto fija límites materiales para el otorgamiento de perdón
a determinados delitos constitucionales, define también los
alcances de la facultad de indultar: los hechos ilícitos que
impliquen el ejercicio del poder prohibido por la cláusula cons-
titucional no pueden ser amnistiados ni indultados. Incluso en
este ámbito puede afirmarse que si la Constitución Nacional
se ha reservado para sí la clausura de determinadas conductas,
no es posible entender que se otorgue autoridad a ningún po-
der de gobierno (sin las atribuciones contenidas en el art. 30
CN) para que anule aquella prohibición expresa.».

3) Por último, en relación a si los indultos cuestionados se

oponen a compromisos asumidos convencionalmente en el
plano internacional por nuestro país, sostuvo el Superior que
«la obligación de perseguir y sancionar penalmente a los au-
tores de los crímenes contra la humanidad y las graves viola-
ciones a los derechos humanos surge para nuestro país de los
compromisos asumidos al integrarse a la comunidad interna-
cional de Naciones. Esta obligación encuentra diversas fuen-
tes; por un lado, las derivadas del derecho internacional general
y, por otro, las contraídas mediante la celebración de pactos
internacionales, especialmente la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos y la Convención contra la Tortura y otros
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes ... Este in-
terés común en la prohibición, juzgamiento y sanción penal ha
dado lugar a que se estableciera como uno de los principios
atinentes a los crímenes contra la humanidad, el de la obliga-
ción de perseguir y sancionar penalmente a los autores de ta-
les crímenes...».

La oposición del decreto 2741/90 con la obligación inter-
nacional descrita anteriormente resulta evidente desde el mo-
mento en que éste impide la persecución y la –eventual– san-
ción de los responsables de los crímenes contra la humanidad
que se investigan en autos.

«Las disposiciones de estos decretos de indulto resultan
contradictorias con aquellas prescriptas en diversos tratados
internacionales que establecen la obligación de nuestro país de
perseguir y sancionar a los responsables de crímenes contra la
humanidad. La jerarquía jurídica de las normas internaciona-
les de las que emana esta obligación –a la luz del esquema nor-
mativo que consagra nuestra Constitución– impone declarar la
inconstitucionalidad de estas decisiones del poder Ejecutivo
Nacional. En efecto, ello también es consecuencia de que nos
alcanza –como integrantes de uno de los poderes del Estado–
la obligación de excluir todo obstáculo al juzgamiento y san-
ción de los responsables de los crímenes contra la humanidad
que se investigan en autos».

C) Finalmente, los defensores también plantearon las ex-
cepciones de ne bis in idem y de cosa juzgada, puesto que
–según su criterio– la situación de su cliente ya fue resuelta
definitivamente.

En los precedentes jurisprudenciales también se ha tratado
largamente el asunto introducido por la defensa, concluyendo
que tanto para la Corte Interamericana de Derechos Humanos
(caso «Castillo Petruzzi») y para la Corte Suprema de Justi-
cia de la Nación (Fallos 238:18, 254:320, 279:54, 294:434,
309:1689 –voto del Dr. Carlos S. Fayt, considerando 14,
pág.1780–, entre otros), sólo adquirirá el efecto de cosa juz-
gada material aquellas sentencias que hayan sido dictadas luego
de un debido proceso, debiendo precisarse cuándo debe con-
siderarse que él existió, lo que se vincula a la garantía del ne
bis in idem.

En relación a dicha garantía, la de no ser sometido a pro-
ceso dos veces por un mismo hecho, y siguiendo precedentes
de la Corte Suprema de los Estados Unidos de Norteamérica,
la Cámara sostuvo que «La prohibición constitucional del ne
bis in idem [double jeopardy] fue establecida para proteger al
individuo de ser sometido a los azares del proceso y de su
posible condena más de una vez por el alegado delito», y de-
terminó que un individuo se ve sometido al riesgo de ser con-
denado «a partir de una acusación fiscal que contenga los re-
quisitos indispensables para habilitar el desarrollo de un juicio
contradictorio e inmediato (al menos, enunciación clara y pre-
cisa de los hechos reprochados, determinación de su califica-
ción legal e indicación de las pruebas que la cimienta)».

Tal es el parámetro normativo que se desprende de la in-
terpretación del texto constitucional, que garantiza a toda per-
sona que haya soportado una acusación que no atravesará esa
misma circunstancia (con la misma pretensión punitiva).
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En el mismo sentido ha dictaminado en autos la Fiscalía
Nacional de Investigaciones Administrativas mediante el es-
crito obrante a fs. 1579/1588.

Ahora bien, lo cierto es que en autos tal circunstancia
no sucede. En efecto, no nos encontramos frente a la posi-
bilidad de que el imputado sea nuevamente acusado o sufra
una nueva amenaza de ser condenado, sino que al nulificar-
se la decisión de finalizar el proceso en virtud de un indul-
to que habrá de declararse inconstitucional, la acusación y
amenaza cobran vigencia procesal del mismo modo en que
lo tenían con anterioridad al sobreseimiento dispuesto en
autos.

En otras palabras, no es que un nuevo proceso u otra acu-
sación puedan hacer nacer una nueva amenaza, de tal forma
que se pudiera afectar la garantía constitucional con la que
cuenta Jorge Rafael Videla, sino que es el mismo proceso el
que continuará con su trámite hasta que una sentencia le pon-
ga fin.

Por ello, es que

RESUELVO:

I. DECLARAR LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL
DECRETO N° 2741/90 en cuanto benefició a JORGE RAFAEL
VIDELA con el indulto en la presente causa (cfr. arts. 29, 31,
75 inc. 22, 99 inc. 5°ð, 116 y concordantes de la Constitución
Nacional).

II. En consecuencia, DECLARAR LA NULIDAD de los
actos procesales dispuestos en virtud de tal decreto, a saber:
auto de sobreseimiento de fs. 1519 y sus derivados.

Regístrese, notifíquese, comuníquese, téngase por reabier-
to el presente plenario y continúen los trámites según su esta-
do conforme el régimen procesal de la Ley 2372.

Ante mí:
En de septiembre de 2006 notifiqué al Sr. Agente Fiscal y.

DON FE.

NOTA para dejar constancia que en el día de la fecha se
dispuso en los autos principales declarar la inconstitucionali-
dad del decreto 2741/90 y la nulidad del sobreseimiento dic-
tado en consecuencia de Jorge Rafael Videla, teniendo por
reabierto el plenario conforme la Ley 2372. CONSTE. Buenos
Aires, 5 de septiembre de 2006.

Buenos Aires, 5 de septiembre de 2006.

Por devuelto, atento lo resuelto en el día de la fecha en los
autos principales y a los mismos fines dispuestos a fs. 18 re-
mítase el presente a la Fiscalía Federal n° 6.

Ante mí:
En de septiembre de 2006 remití estas actuaciones a la

Fiscalía Federal n° 6. CONSTE.

II.4. Direcciones webs

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación
Argentina
http://www.jus.gov.ar/

Secretaría de Derechos Humanos
http://www.derhuman.jus.gov.ar/

Comisión Nacional por el Derecho a la Identidad
http://www.conadi.jus.gov.ar/home_fl.html

Secretaria de Justicia
Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal
http://www.dnrpi.jus.gov.ar

Sistema argentino de Informática Jurídica
http://www.saij.jus.gov.ar/

Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina
http://www.csjn.gov.ar

Poder Judicial de la Nación Argentina
http://www.pjn.gov.ar

Dirección General Centro Documental de Información y Ar-
chivo Legislativo (CEDOM)
http://www.cedom.gov.ar

Embajada Argentina en España
http://www.portalargentino.net

Consulados argentinos en España
http://consuladoargentino.es

Comisión Interamericana de Derechos Humanos
http://www.cidh.org/Default.htm

Boletín Oficial de la República Argentina
http://www.boletinoficial.gov.ar/BORA/home_frame.asp

Equipo Nizkcor
http://www.derechos.org/nizkor/

Internacional Center for Transitional Justice
http://www.ictj.org/

Amnistía Internacional
www.amnistiainternacional.org

Estudio Jurídico López de Belva
(Especializado en Derecho de Daños)
http://www.abogarte.com.ar

Comisión de Exiliados Argentinos – Madrid
http://www.portalargentino.net

University of Minnesota Human Rights Library
http://www1.umn.edu/humanrts/




